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			Anotaciones históricas sobre la investigación científica: un recorrido necesario

			José Ariel Parra1

			Raúl Viviescas Cabrera2

			Resumen

			Este artículo realiza un recorrido sobre las bases epistémicas de la investigación científica y de la importancia de regresar a los orígenes de un pensamiento basado en la fuerza de la racionalidad, hoy en día altamente amenazada por el retorno de la magia y la pseudociencia. El abordaje se hace desde la metodología hermenéutica y gira en torno a la fundamentación del método científico y a la capacidad de preguntar como un elemento vital en la construcción de la ciencia y su producto.

			Palabras clave: ciencia, método científico, filosofía, epistemología y conocimiento científico.

			Abstract

			A journey is made about the epistemic bases of scientific research and the importance of returning to the origins of a thought based on the force of rationality, nowadays highly threatened by the return of magic and pseudoscience. The approach is made from the hermeneutic methodology and revolves around the foundation of the scientific method and the ability to ask, as a vital element in the construction of science and its product.

			Keywords: science, scientific method, philosophy, epistemology and scientific knowledge

			La ciencia y su génesis

			El Universo desde sus orígenes se le ha presentado al hombre como un gran enigma por las múltiples facetas que muestra, juega permanentemente con el poder racional de este y, para apaciguar el ímpetu del aparente poder ilimitado, le permite entrar en el laberinto de sus misterios. En ocasiones, la majestuosidad de la naturaleza obnubila la razón, siendo los sentidos los que leen desde su subjetividad y concluyen dando origen a las verdades pseudocientíficas que al presentarse ante nuestros sentidos las damos por ciertas.

			El filósofo Juan Duns Escoto, frente al análisis del universo, nos dice que “el mundo es necesario y evidente para el hombre, pero es al mismo tiempo problemático y extraño” (Meriño, 1993, p. 207). De cara a este panorama, el hombre, tratando de evitar enfrentar el poder y la realidad trascendente del universo, inició un diálogo con la naturaleza expresando abiertamente su ignorancia y su deseo de entablar una relación pacífica y armónica con la finalidad de que en estos términos la naturaleza le permita conocer más sus misterios para respetarla y evitar cometer imprudencias que lo pueda llevar a un enfrentamiento donde esta sería la vencedora.

			Mirando en la historia encontramos que en la antigua Grecia el hombre, utilizando una herramienta efectiva como fue la contemplación, es decir, la observación atenta y detenida de una realidad, especialmente cuando es tranquila y placentera, por ejemplo, la contemplación silenciosa de la naturaleza, logró entrar en una relación ascética, respetuosa y profunda obteniendo resultados sorprendentes. Descubrió que existían multiplicidad de seres, que los seres nos relacionábamos entre sí, que todos los seres teníamos un origen común, pero esos descubrimientos lo condujeron a una primera conclusión, decepcionante, que ignoraba cuál era ese origen común que nos relacionaba y que nos hacía seres relacionales. Parece ser que esa decepción se convirtió en una fortaleza que dio origen a la pregunta trascendental del hombre griego ¿cuál es el arjé? 

			En el pensamiento occidental la pregunta por la composición del cosmos se convirtió en el objetivo central y las teorías comenzaron a aparecer, algunas muy convincentes y claras, otras complejas y polémicas. Cuando aparecieron las teorías se inició el proceso de ordenar de manera racional y sistemática las conclusiones obtenidas, algunas veces por los sentidos y otras veces por el intelecto, a este sistema de organización se le llamó conocimiento o ciencia y con esto llegan los métodos científicos en un estado embrionario.

			Vista así, la primera forma de organización implicaba entender que “la ciencia es un Conocimiento sistematizado, elaborado mediante observaciones, razonamientos y pruebas metódicamente organizadas. La ciencia utiliza diferentes métodos y técnicas para la adquisición y organización de conocimiento sobre la estructura de un conjunto de hechos objetivos y accesibles a varios observadores” (Palacio Salazar, 2010, p. 72). En este sentido, es claro que los primeros filósofos emitieron sus teorías y después de cada una le sucedía otra nueva, reformulada, pero todas buscado dar respuesta a la inquietud sobre el origen del universo.

			En este camino se fueron sumando objetivos, además de buscar el origen del universo se quiere construir un camino que sea expedito y comprendido por la mayoría, es así como encontramos que los sumerios, recurriendo al proceso empírico y místico, explican la existencia del hombre y de Dios utilizando la constancia de la observación y la paciencia del científico. La necesidad condujo a esta civilización a crear un calendario, un ordenamiento jurídico, un idioma primario y todo esto tenía que ver con el afán de comprender el universo y las relaciones que se habían formado entre el hombre y la naturaleza; a esta cultura se le debe la creación de muchos elementos que ayudaron al fortalecimiento de la sociedad y de la convivencia humana, todo eso producto de la puesta en práctica de una ciencia naciente y de unos métodos efectivos para cada una de los problemas que vivía la comunidad.

			Los pueblos babilónicos continuaron los progresos científicos y, como suele suceder, estos utilizaron los avances y fue así que se destacaron en la astronomía, dividieron el día en horas, minutos y segundos; en la medicina, lograron descubrir las causas de algunas enfermedades y utilizaron la cirugía para solucionar algunas enfermedades que eran atribuidas a los dioses. Uno de los aportes significativos fue la creación de la rueda, lo cual revolucionó la vida del hombre. 

			Grecia fue una de las culturas que trascendió el tiempo y el espacio, y hoy la encontramos vigente en algunas de sus contribuciones a la ciencia; el pensamiento griego se reconoce por haber incursionado en todas las áreas de la ciencia, la astronomía, la medicina la biología, el derecho, el arte, la arquitectura, la moral, la ética y en todas estas parcelas del conocimiento dejó una herencia que le ha servido al hombre para su desarrollo individual y social.

			El pueblo egipcio aportó conocimientos importantes para la ciencia, especialmente en la astronomía, en la medicina y en la antropología. Con respecto a la medicina encontramos que esta ciencia era enseñada por unos sacerdotes y su teoría y práctica llegaron a niveles importantes, por ejemplo, practicaron el embalsamiento, anatomía y cirugía elemental, trepaciones de cráneo; era tal la imagen del médico que terminaron rindiéndole culto a un médico famoso llamado Imhotep y además crearon drogas que posteriormente tomaron fama en la región.

			La ciencia inicia su desarrollo vertiginoso entre los siglos V y II a. C., los científicos griegos, egipcios, persas italianos y por su puesto los del Asia Menor construyeron teorías sobre astronomía, medicina, biología, matemáticas teniendo como instrumento la observación detenida y rigurosa y la prueba de ensayo y error, logrando resultados sorprendentes, los cuales hoy siguen causando asombro por lo restringido y lo básico de los instrumentos científicos con los que contaban.

			En este recorrido encontramos una naciente cultura llamada grecorromana, la cual se caracterizó por su actitud más práctica que teórica con respecto a la ciencia romana; no se destacó por tener grandes científicos, como sí los vimos en Grecia, pero se puede destacar que el hombre romano se interesó por investigar y buscar soluciones a problemas prácticos y reales de su sociedad. Entre los problemas que lograron solucionar tenemos la construcción de acueductos, los cuales fueron construidos con un alto nivel de eficiencia a tal punto que hoy siguen siendo tema de investigación por parte de los ingenieros urbanísticos.

			Un aporte trascendente de la investigación y de la tecnología fue la construcción de grandes edificios como el Coliseo de Roma, que podía albergar cincuenta mil asistentes, tenía setenta puertas y un número significativo de celdas donde se alojaban las fieras y los gladiadores, los cuales se convertían en el espectáculo para los romanos. Se puede uno preguntar por qué esas grandes construcciones no se caían, la respuesta está en la fabricación de un elemento llamado hormigón, idea tomada de los etruscos, pero además para que fuera más consistente le agregaron un polvillo o ceniza (puzolana) que encontraron en el volcán Vesubio, lo cual reforzaba y hacía más duradera las construcciones.

			Lo anterior es solo una referencia que nos permite dimensionar el nivel de investigación práctica que tenían los romanos. En otro escenario, encontramos que en la Edad Media los avances científicos y tecnológicos sufrieron un proceso de contención por las circunstancias que estaba viviendo el momento histórico; la ciencia debía ponerse al servició de la fe y muy poco le aportaban la ciencia y la tecnología al tema de la salvación y de la relación del hombre con Dios, que era lo que verdaderamente se necesitaba; sin embargo, no debemos olvidar que en el ser humano seguía el interés por interpretar y conocer el universo, pero esto se podía hacer desde la teología y desde la fe, y no desde la ciencia; entonces, fue una actividad más práctica que teórica.

			La inquietud científica se fue incrementando especialmente en los intelectuales árabes que llegaron a Europa y fue así como los médicos y astrónomos del islam realizaban observaciones, y sus mecenas les protegían en cierto modo de los defensores fanáticos de la fe, que siempre han desconfiado de la filosofía y la ciencia. Las ciencias en general fueron retomadas y, a pesar de la resistencia por parte de la Iglesia y de los dogmas religiosos, se logró abrir espacio para la recuperación del trabajo científico. Los árabes tienen el honor de ser los primeros en transformar la educación médica: en lugar de aprender solo con un médico, los estudiantes debían trabajar en el hospital bajo la supervisión de toda la facultad de médicos. 

			La ciencia comenzó a ser tenida en cuenta por las diferentes sociedades, se fundaron las grandes universidades como Bolonia, París, Oxford, Cambridge, Salamanca, entre otras; en estas, los jóvenes se formaban en las diferentes disciplinas y, como cosa curiosa, la educación era teórica y práctica. Roberto Grosseteste fue el dinamizador del conocimiento científico en Oxford y promovió allí la ciencia experimental, sostenía que no es posible llegar a una definición completa en la ciencia de la naturaleza puesto que hay que tener en cuenta muchas causas que producen un efecto. 

			El connotado filósofo Guillermo de Occam, refiriéndose a la investigación, afirma que la naturaleza es el dominio propio del conocimiento humano, la experiencia cesa de tener carácter misterioso o mágico y se transforma en un campo de investigación abierto a todos los hombres. En la Baja Edad Media, la investigación logra un nivel importante puesto que algunos filósofos (Juan Budiran, Nicolás Oresmes, Alberto de Sajonia) decidieron incursionar en la investigación dando respuestas desde la razón y ayudados por algunos métodos.

			Dando un paso más, encontramos que al llegar la Edad Moderna la investigación alcanza un nivel superlativo, esto sucedió por varias causas dentro de las que podemos mencionar el cambio del dogma por un pensamiento libre y racional, el cambio de la autoridad por experiencia y el examen crítico, el cambio de una realidad teocéntrica por una nueva antropocéntrica; el hombre y sus necesidades concretas estarán ahora más cerca de la ciencia que de la teología.

			En la Edad Moderna se despierta una inquietud científica que genera un cambio de pensamiento direccionado a descubrir los misterios de la naturaleza. Uno de los representantes de esta Edad, Francisco Bacón, afirma que “cientia potentia est” (esto significa que el conocimiento es poder o también que la ciencia es poder); otro importante representante sostiene que el método más adecuado para alcanzar verdades objetivas y de aceptación general es la duda metódica:

			Ya me percaté hace algunos años de cuántas opiniones falsas admití como verdaderas en la primera edad de mi vida y de cuán dudosas eran las que después construí sobre aquellas, de modo que era preciso destruirlas de raíz para comenzar de nuevo, desde los cimientos si quería establecer alguna vez un sistema firme y permanente […] Todo lo que hasta ahora he admitido como absolutamente cierto lo he percibido de los sentidos no por los sentidos; he descubierto, sin embargo, que estos engañan de vez en cuando y es prudente no confiar nunca en aquellos que nos han engañado, aunque sólo haya sido por una vez. (Descartes, 1970, p. 46)

			Se afirma que cualquier investigación sin la utilización de un método se convierte en una tarea inútil, estéril e imposible. Para que una investigación logre los objetivos propuestos se debe proceder con rigor, profundidad, disciplina y exactitud, y eso según descartes es lo que permite que la ciencia alcance objetividad y construcción de nuevo pensamiento. El método de Descartes se puede sintetizar así: 

			No admitir nada por verdadero que no conociera evidentemente como tal […] Dividir cada una de las dificultades que examinara en tantas partes como fuera posible y necesario para mejor resolverlas, […] Conducir por orden mis pensamientos, comenzando por los objetos más simples y más fáciles de conocer para subir poco a poco, como por grados, hasta el conocimiento de los más compuestos, […] hacer numeración y revisiones generales con la finalidad de no omitir nada. (Descartes, 1971, p. 46)

			El procedimiento expuesto por Descartes se constituye en un método que finalmente ayuda a alcanzar unas verdades frente a la investigación y que le permite al que se encuentra inmerso en la tarea científica caminar con cierta confianza, puesto que cada uno de los pasos propuestos por Descartes evitan conclusiones subjetivas y falsas. Por supuesto, lo anteriormente dicho es solo una referencia de lo sucedido en la Edad Moderna con respecto a la búsqueda de la ciencia. Se encuentran otros autores en los que es necesario conocer sus criterios y sus métodos científicos, que se instalaron y dieron resultados importantes para la evolución de la ciencia en la historia de la humanidad.

			Finalmente nos encontramos cara a cara con la realidad actual, la ciencia en la Edad Contemporánea, que específicamente en nuestros días ha venido creciendo en forma jamás pensada a tal punto que lo defendido ayer por considerarlo un avance científico importante hoy ya ha sido superado y su obsolescencia se encuentra a la vuelta de la esquina: ¿en este sentido, podemos concluir que la verdad científica es provisional, pasajera, momentánea?

			En estricto sentido de la pregunta, se puede decir que es evidente que la ciencia progresa y el progreso consiste en superar lo que hasta hoy se tenía como el último avance. La inquietud del hombre frente a los enigmas que nos presenta el universo, entre ellos, los fenómenos naturales y los fenómenos sociales, es el pretexto que nos convoca en este libro; todos los trabajos que en este se presentan tienen la finalidad de seguir construyendo nuevo conocimiento, porque lo cierto es que scientia potentia est.
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			El cisne negro de las políticas públicas

			Antonio Quiñones Valero1
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			Edimer Leonardo Latorre Iglesias3

			Resumen

			Este capítulo del libro revisa, desde las bases epistemológicas fundadas en la metodología hermenéutica, nace la necesidad de repensar el proceso de formulación e implementación de políticas públicas desde una visión holística centrada en la incertidumbre, fenómeno conocido como el cisne negro, el cual implica la inserción de lógicas disruptivas en los policy makers, dado que cada día es más notorio que debemos pensar en lo no pensado, de ahí que sea vital para el éxito de una política pública el avistamiento de cisnes negros.

			Palabras clave: cisne negro, principio de incertidumbre, consecuencias no previstas de la acción, políticas públicas e incertidumbre.

			Abstract

			The chapter of the book reviews, from the epistemological bases that make the hermeneutic methodology possible, the need to rethink the process of formulation and implementation of public policies from a holistic vision focused on uncertainty, a phenomenon known as the Black Swan, which implies the insertion of disruptive logic in the politicy makers, given that each day is more noticeable than we should think about what was not thought, hence the sighting of black swans is vital for the success of a public policy.

			Keywords: black swan, uncertainty principle, unintended consequences of the action, public policies and uncertainty.

			Introducción

			La incertidumbre es nuestra disciplina, y que el mayor y más acuciante objetivo humano es comprender cómo actuar en condiciones de información incompleta. 

			(Taleb, 2008, p. 108)

			Los esfuerzos por definir las políticas públicas parecen haber sido infructuosos: no hay una definición precisa y universalmente aceptada. En cambio, parece haber consenso en que la identificación de los procesos de elección de alternativas, ejecución y análisis de los resultados de las decisiones gubernamentales constituyen las preocupaciones fundamentales que guían las políticas públicas (De León, 2006). Aun así, subsisten dificultades epistemológicas, normativas y metodológicas que hacen de este un campo fracturado (Smith & Larimer, 2009; Farr, Hacker & Kazee, 2006).

			Al realizar revisión bibliográfica en revistas especializadas y en textos de carácter científico se encuentran diversas definiciones del concepto de políticas públicas, desde las específicas de naturaleza normativa, si se quiere platónicas, hasta las generales, que tienden a ser incompletas. En relación con lo anterior, Velásquez Gavilanes (2009) propone la siguiente definición de carácter descriptivo:

			Política pública es un proceso integrador de decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e instrumentos, adelantados por autoridades públicas con la participación eventual de los particulares, y encaminado a solucionar o prevenir una situación definida como problemática. La política pública hace parte de un ambiente determinado del cual se nutre y al cual pretende modificar o mantener. (p. 156)

			La anterior definición no se entiende como un deber ser de la política pública, sino como un conjunto de características que especifican lo que esta es. Los aspectos centrales de dicha caracterización son: 

			Política pública como proceso: se entiende como un fenómeno complejo que se extiende en el tiempo y que en algunos casos es permanente.

			La política pública se construye y establece a través de decisiones y acuerdos. Esto le da el carácter de perfectibilidad, en el sentido que este proceso está permeado por la incertidumbre, como se expondrá más adelante.

			No solamente la acción define a la política pública, también el dejar hacer y el dejar pasar o, mejor dicho, el no intervenir se pueden considerar como una política. 

			El nivel de actores y la responsabilidad de estos no solamente está determinada a las instancias públicas, los privados —eventualmente— se reconocen como actores que juegan un papel también importante.

			Toda política está encaminada a la solución o mejoramiento de una problemática o fenómeno dado.

			En el escrito se ahondará en una de las características del concepto de política pública que plantea Velásquez Gavilanes (2008): el de la incertidumbre. Por una parte, la toma decisional de los actores del proceso implica que existe un “palmarés” de alternativas o soluciones a los problemas públicos; por cuanto decidir sobre una vía u otra implica intentar explicar: ¿qué pasaría si se implementa la opción A o la B? ¿Qué pasaría si no se hace nada, si no se actúa? 

			Desde otro punto de vista, el hecho de pretender modificar un problema social genera el siguiente cuestionamiento: ¿con la alternativa planteada se mejorará o modificará el problema?

			En tanto en el proceso de decisión de cualquier política pública existe incertidumbre ante la aparición de un cisne negro, este podría generar un alto impacto en la gestión pública. Para poder contrarrestar lo anterior, los policy makers deben tener planificados y contemplados los posibles cambios que podrían alterar el cauce, funcionamiento o estabilidad de la política pública. En este documento se hará referencia a algunos cisnes negros que pueden generar cambios en el accionar del Estado y que por tanto son cruciales en el análisis de las políticas públicas. 

			La aspiración de un formulador de una política pública, a partir del análisis que se plantea desarrollar, no será intentar controlar dichos cisnes negros sino, por el contrario, estar consciente de que pueden aparecer en algún momento. Una política pública no se puede generar o concebir en función de una probabilidad, la única alternativa ante ello es por tanto planear y tener presentes las contingencias que puedan surgir en el proceso de la acción (Velásquez Gavilanes, 2009).

			El aleteo del cisne negro: política pública y el principio incertidumbre

			Son, pues, innumerables fuerzas que se entrecruzan las unas con las otras, un grupo infinito de paralelogramos de fuerzas, de las que surge una resultante —el acontecimiento histórico—, que, a su vez, puede considerarse producto de una fuerza única, que, como un todo, actúa sin conciencia y sin voluntad. Pues lo que uno quiere tropieza con la resistencia que le opone otro, y lo que resulta de todo ello es algo que nadie ha querido. (Engels, 1976, p. 515)

			Prácticamente toda la ciencia social se ha encargado de realizar paulatinos abordajes al problema de las consecuencias no previstas de la acción humana, es decir, la preocupación por controlar o al menos previsionar lo incierto, que es propio de la acción social intersubjetiva y ha estado presente en la preocupación de casi todos los pensadores sociales. 

			Cuando Merton (1976, p. 145) afirmó que “en alguna de sus numerosas formas, el problema de las consecuencias no queridas de la acción finalista ha sido tocado prácticamente por toda contribución sustantiva en la larga historia del pensamiento social”, se refería a los diferentes enfoques teóricos y prácticos que han tratado de aprehender la paradoja de las consecuencias no planificadas o, al menos, los intentos por aproximarse a una mínima comprensión de la discrepancia entre lo que las sociedades quieren con sus acciones colectivas y los resultados de ese querer.

			Uno de los primeros exponentes de las acciones no esperadas y su incidencia en la vida colectiva fue Bernard de Mandeville (2004). El título de su obra es diciente: La fábula de las abejas: los vicios privados hacen la prosperidad pública. Esta obra satírica que se da en el desarrollo del pensamiento prerrenacentista y explora de forma original la forma como los fenómenos sociales producen su opuesto. 

			El cinismo optimista de Mandeville explica, en el marco de una amplia crítica a la ética y virtud cristiana predominante en la época, los resultados contradictorios de la búsqueda desenfrenada del beneficio personal. Nos precisa Mandeville que cuando los ciudadanos creen practicar la pobreza producen la riqueza, y la prostitución y los vicios públicos son los generadores de la riqueza nacional. 

			La esencia del pensamiento de este autor holandés perdurará en los debates de la ilustración, sin mencionar que autores como Maquiavelo, Vico, Smith, Marx, Engels, Wundt, Pareto, Walras, Cooley, Sorokin, Gini, Chapin, Von Schelting, asumen el debate en otras direcciones, manteniendo la preocupación por los procesos de incertidumbre y su incidencia en el desarrollo y afianzamiento de los conflictos sociales. 

			Tal vez el autor que entendió con claridad la fuerza de las consecuencias no pensadas es Max Weber, quien en su análisis sobre el papel de la religión protestante en la creación del capitalismo en Norteamérica señala cómo un pensamiento puede moldear y construir una fuerza social que es su opuesto; en este sentido, el ahorro y la concepción propia de la ética protestante funda el capitalismo moderno que paradójicamente se basa en el hiperconsumo y la ostentación.

			La corriente marxista analiza las consecuencias no previstas desde la base de que el hombre produce objetos que no le pertenecen; Marx entendía que el capitalista tenía que producir el capitalismo así no quisiera, es decir, las fuerzas sociales no son controladas por el hombre y el producto de sus acciones toma un curso totalmente diferente al de la voluntad subjetiva de los obreros. La Escuela de Frankfurt lo analizara desde la visión de que todo lo que se construye socialmente está diseñado para un opuesto, en el caso de los pseudo trabajos o de los pseudo hobbies o de la pseudo conciencia. Es decir, la racionalización instrumental del mundo de la vida convierte la comida en gastronomía, la sexualidad en erotismo, la cultura en industria y el amor en pornografía.

			Quizá el ámbito que más ha analizado el efecto incertidumbre es el de la epistemología. El debate que Karl Popper (1983) inicia asegurando que la forma de pensar de los científicos no ha culminado. Cuando él afirmaba que los investigadores buscaban las confirmaciones a sus hipótesis en la evidencia empírica, señalaba que siempre se dedicaban a buscar pruebas que validaran sus conjeturas, cuando realmente debían dedicarse a buscar aquellos datos empíricos que no se ajustaran a sus interpretaciones. Esto lo explicaba con la ya clásica idea de los cisnes blancos. Cuando se afirma que todos los cisnes son blancos el investigador solo verá cisnes blancos, pero su teoría entrará en crisis el día en que aparezca un cisne negro.

			Entrando en los debates actuales que están inmersos en las nuevas concepciones de la teoría de juegos, la teoría del caos y especialmente la teoría de la complejidad, el cisne negro introduce el mundo del azar para mostrar que los eventos de baja probabilidad pueden generar un alto impacto (Mira, 2011). 

			De esta manera se pretende comprender los eventos extraños que están por fuera del ámbito de las expectativas, mostrando que mientras sea difícil de predecir el alto impacto que estos puedan generar van a tener un papel desproporcionado. Por lo general las personas —tanto del orden individual como colectivo— son inconscientes de la incertidumbre y del rol masivo del evento de gran magnitud que es considerado extraño o inesperado. 

			Como lo muestra Taleb (2008) con diversos ejemplos, históricamente estos hechos, considerados atípicos extremos, colectivamente juegan roles mucho más grandes que los eventos regulares. En este sentido afirma Taleb (2008) que el mundo está gobernado por lo imprevisto: “el mundo en que vivimos tiene un número creciente de bucles de retroalimentación que hacen que los sucesos sean la causa de más sucesos, lo que genera un efecto de bola de nieve, que ‘afecta todo el planeta’” (p. 28).

			En este orden de ideas, el objetivo de la condición humana es la búsqueda incesante de la certidumbre. Las ciencias, incluidas las sociales, intentan por medio de herramientas matemáticas y estadísticas, consideradas como sofisticadas, establecer probabilidades y realizar predicciones. En el caso de la economía la predicción se da sobre modelos de series temporales que intentan controlar variables estocásticas; es decir, que las conjeturas se obtienen de la conjugación entre elementos predecibles y aleatorios. La aleatoriedad de las variables es lo que no permite tener certidumbre sobre el comportamiento futuro de las mismas. 

			Los futurólogos en la mayoría de los casos erran en sus inferencias. Teniendo en cuenta que el evento inesperado tiene una naturaleza de probabilidad “pequeña”, es decir, de poca ocurrencia o repetición, se da una no computabilidad de la probabilidad en estos raros eventos consecuenciales. En este sentido, los científicos sociales deberían prestar más atención a las observaciones que están por fuera de las generalizaciones, pues aquellas podrían invalidar las confirmaciones a las que se han llegado. En el devenir argumentativo de Taleb (2008) se encuentra que el cisne negro como evento o fenómeno tiene tres propiedades, a saber: es un evento raro; produce un efecto dramático; y su importancia genera una búsqueda por explicarlo una vez ha sucedido. Al aparecer un evento atípico genera grandes estragos y a partir de dicho momento se intenta dar explicación a lo sucedido, lo que tal vez no vuelva a suceder. 

			En el contexto social, la incertidumbre sobre los fenómenos está dada en la medida en que no se pueden repetir. Tener un laboratorio social se da como una imposibilidad y por tanto no es posible establecer funciones de probabilidad. Para Knight el riesgo admite el cálculo probabilístico, mientras que la incertidumbre está por fuera de cualquier estimación de probabilidad (citado por González, 2011, p. 9). El riesgo probabilístico permite hacer predicciones confiables con cierto margen de certeza, frente a la incertidumbre en la cual no es posible tener ningún tipo de certeza; el actor “no conoce” y, por tanto, las estimaciones probabilísticas pierden su razón de ser.

			Siguiendo a Mira (2011), el autor Taleb, para poder argumentar y sustentar su tesis principal, realiza una clasificación “utópica” de la incertidumbre como escenario central del cisne negro: 

			Mediocristán y Extremistán. En la primera los sucesos son predecibles, el promedio es representativo y no hay economías crecientes de escala. Allí los eventos presentan una evolución suavizada y una natural tendencia al equilibrio. En Extremistán, en cambio, la aleatoriedad es salvaje, hay extrema desigualdad en la distribución de los datos, y la impredecibilidad es absoluta. Obviamente, el cisne negro suele aparecer en los lagos de Extremistán, no en los de Mediocristán. La tesis central de Taleb es, entonces, que los individuos fallan en la correcta identificación de estos dos mundos, y a menudo tratan los fenómenos de Extremistán como si pertenecieran a Mediocristán. (p. 405)

			Lo frecuente es analizar los datos normales, los datos centrales de la campana de Gauss, pero analizar las rarezas podría ser el mejor camino para comprender por qué el cisne es negro. Del análisis del cisne negro, en términos de los datos u observaciones extremas, que en la campana de Gauss son los casi lineales y al inicio de la pendiente, se podrían establecer mejores inferencias.

			A continuación se planteará la relación entre el cisne negro y las políticas públicas, intentando argumentar la característica de incertidumbre en estas últimas. 

			El cisne negro y las políticas públicas

			En 1999 Paul Sabatier hizo un llamado a encontrar mejores teorías capaces de explicar la complejidad de los procesos de políticas públicas (Sabatier, 2007). Sabatier señaló el número creciente de actores que manifiestan sus preferencias, a menudo contradictorias, y esperan verlas reflejadas en las decisiones públicas. Así mismo, hizo notar cómo los ciclos de política, contados a partir del surgimiento de un asunto y su inclusión en la agenda del Gobierno, así como la experiencia acumulada en la implementación de acciones para atenderlo y el acopio de información y conocimientos sobre sus impactos, tendrían una duración de entre veinte y cuarenta años.

			Se considera que el terreno de las políticas públicas es esencialmente conflictivo, marcado por los sesgos que aportan grupos y actores interesados en impulsar sus intereses y valores, en acceder a los recursos públicos y en coaccionar a otros, evitando ellos mismos ser objeto de presiones irresistibles. En este juego de posicionamiento estratégico, afirma Sabatier (2007), hay poca trasparencia, pues las partes se interesan en presentar información selectiva, desacreditar a sus oponentes y distorsionar la situación en beneficio propio.

			Siguiendo a Velásquez Gavilanes (2009), toda política pública tiene como fin la solución o prevención de un problema público. En atención a esto, los formuladores de políticas públicas creen tener el control sobre el conjunto de variables de la problemática que están tratando, ya que consideran que el camino o alternativas seleccionadas para los mismos van a ser las indicadas. Pero, como lo plantea Limblom (1992), las políticas públicas son la ciencia de irse por las ramas y salir del paso.

			Para Adam Smith, las interacciones entre seres humanos4 son de tal complejidad que son impredecibles y con un trasfondo egoísta que busca la maximización individual (D´Elia, 2009). En relación con lo anterior, las políticas públicas tienen el carácter de incertidumbre. Pero, además, también se desarrollan en un marco paretiano que se entiende como la búsqueda de un equilibrio con mejor bienestar (William, 1972); en última instancia, una política pública es la búsqueda de un equilibrio entre las demandas sociales y las condiciones de calidad de vida y bienestar de los demás ciudadanos.

			El resultado del proceso de decisión de alternativas o soluciones, es decir, de interacción entre los actores que tienen interés, puede que no sea el más eficiente y eficaz respecto a la problemática. Cuando un policy maker está decidiendo tomar un camino u otro siempre lo hace bajo incertidumbre. Todo hacedor de política pública interacciona en el marco de una caja negra, como lo plantea el modelo sistémico de Easton (1999), de la cual conoce solamente las entradas y las salidas. Dicha caja negra es lo que para Velásquez Gavilanes (2009) es el proceso de decisión sobre la acción o la inacción. 

			La decisión de política pública, la del establecimiento de la agenda pública, se da siempre sobre la incertidumbre. El hecho de formular y diseñar políticas se da sobre el futuro: con unos problemas de hoy pero con unas acciones que esperan mejorar un mañana. Entonces se generan una serie de condiciones con las cuales se espera un comportamiento o un cambio, pero no se puede hacer predicción sobre ellas. Es decir, que en cierta medida los formuladores de políticas públicas se mueven en un campo que se podría considerar como intuitivo y moral en términos de Adam Smith (D´Elia, 2009). En el análisis y gestión de las políticas públicas no se puede construir una función de probabilidad sobre los resultados esperados. 

			Por más que un policy maker intente estar en un escenario de mediocristán le tocará asumir que la mayoría de los escenarios de políticas se construyen en extremistán (Taleb, 2008). La asimetría de la información está presente en toda formulación. Conocer a profundidad y con la mayor exactitud un problema social que requiera ser atendido por el Estado o que a este le interese es generalmente complejo. 

			Algunos de los sectores en Colombia, si no todos, como por ejemplo el del deporte, carecen de información que les permita entender, evaluar, monitorear y retroalimentar el proceso de gestión de las políticas públicas. El Estado requiere información estadística útil y fiable para diseñar las políticas apropiadas, así como de la evidencia que permita monitorear y evaluar permanentemente los efectos de tales políticas (Cepal, 2012).

			Por otra parte, las políticas públicas, así como la economía, se han matematizado de manera avasalladora. Se han apropiado una suerte de métodos estadísticos y matemáticos complejos y sofisticados que no necesariamente explican la realidad, como se planteó anteriormente. En concordancia con el planteamiento de Taleb (2008), quien, como lo referencia Pablo Mira (2011), tiene un doctorado en matemática financiera, el problema de las matemáticas es que “no aplicarlas correctamente provoca la ilusión de certezas donde no las hay” (p. 406). Si bien toda la suerte de creación de bases de datos y compilación de estadísticas de una problemática social sería un instrumento para la construcción de los problemas públicos, estas pueden no necesariamente representar la realidad o el fenómeno. En este sentido, se podría inducir a formular una política pública más propensa al alto impacto de algún cisne negro. A lo anterior, Mira (2011) argumenta que:

			la capacidad analítica formal tiende a interpretarse como mayor grado de justificación teórica, hasta transformarse definitivamente en sinónimo de alto grado de confirmación. Y por ello la necesaria confirmación o validación empírica se convierte en un ejercicio que devuelve resultados corroborativos si son positivos, o acertijos y contraintuiciones si son negativos. (p. 408)

			Entonces, ¿será que formular una política pública que genere los impactos y efectos esperados, es decir, que solucione las problemáticas que se identifiquen, es una suerte de azar? Abstrayendo a Taleb (2008) se trata es de estar en el lugar justo en el momento justo; o, como lo plantearía Kingdon (1995), aprovechar la ventana de oportunidad. De manera más profunda un formulador de política pública también es ese actor que desde cierto punto de vista pretende predecir: existe un problema social que por sus particularidades y contexto merece convertirse en un problema público y que con ciertas acciones o políticas se espera solucionar su condición inicial. La condición de espera o, como lo define Velásquez Gavilanes (2009), de pretensión, para Taleb (2008) no es posible en la medida que está dada por la incertidumbre. 

			Todo formulador de política pública tiene que tener respuesta a todos los problemas, y a su vez todo problema público necesita de una solución; tal vez a ello se deba el fracaso de muchas políticas: son superadas por el propio problema. En todo caso, peor que no tener respuesta para todo es creer que sí se tiene (Taleb, 2008). A algunos problemas públicos se les puede identificar de manera sencilla la alternativa de solución, pero existen algunos que por su complejidad requieren de acciones de las cuales nadie tiene certeza que mejorarán la condición o solucionarán el problema.

			Ante este panorama, ¿cómo deberían entonces tomar decisiones los hacedores de políticas públicas? Para Taleb (2008), es suficiente con reconocer que se encuentran en extremistán y que existen cisnes negros que podrían aparecer en cualquier momento —en el menos esperado; en otras palabras, la opción es la conciencia sobre la incertidumbre y la planeación. Los formuladores de políticas deben saber que estas son susceptibles a una serie de condiciones de cambio. 

			En los siguientes apartados se exploran algunos aspectos de los que se podrían considerar como cisnes negros en el contexto de las políticas públicas. El cambio es ese cisne negro que no espera el ajuste en el accionar del Estado.

			Cambio social y políticas públicas o de cómo lo viejo se mantiene en lo nuevo

			Cambiar es la acción de convertir, evolucionar, intercambiar, modificar, mutar, permutar, reformar, romper, sustituir, transformar, trasladar o virar. El resultado de la acción de cambio es pasar a otra situación. Sin embargo, no siempre es deseable el resultado del cambio. Cambiar significa entonces ser o hacer diferente las cosas o asuntos respecto a lo que con anterioridad se era o se hacía. Inclusive, cambiar implica romper un paradigma. En otras palabras, el cambio denota la transición que ocurre de un estado a otro. 

			Desde otro punto de vista, el cambio no implica un sentido negativo; el cambio puede ser la puerta de solución o de descubrimiento de nuevas maneras de la acción. Teniendo en cuenta lo anterior, el cambio es equivalente al cisne negro de Taleb (2008), en el sentido en que el cambio en una política pública implica la asunción de lo inesperado, es lo improbable el constituyente de la trasformación de las realdiades dadas, por lo tanto, asumir el aleteo del cisne negro nos abre hacia la fuerza de la incertidumbre.

			Las políticas públicas son un asunto que cambia constantemente, no solo en el sentido procedimental y de cumplimiento del modelo secuencial, sino también en el entendido de que los problemas sociales y aquellos que llegan a ser problemas públicos hoy puede que no sean los del mañana, en el sentido de Taleb (2008); o puede que dichos problemas se hayan transformado entre el momento de la formulación al de la implementación. 

			Según Dunn, “tanto los problemas como las soluciones están en constante evolución. Las soluciones a los problemas se pueden volver obsoletas, o los problemas pueden cambiar o transformarse” (2004, p. 76, citado por Ordónez Matamoros, 2013, p. 100). 

			El cambio, por tanto, es un imperativo en el análisis de las políticas públicas, pues entender las transformaciones y posibles variaciones permite tomar contingencias que minimicen los impactos y efectos de cambiar de rama o raíz, como lo plantea Lindblom (1992). Entonces, el cambio es un proceso de mejoramiento del rendimiento de los sistemas existentes y de aseguramiento de respuestas eficientes y equitativas a las contingencias futuras o a la aparición de cisnes negros. 

			Es importante conocer el comportamiento de la política pública y del problema como variable dependiente. Los cambios o transformaciones que se presentan ¿son permanentes o son temporales? En este sentido, conocer el alcance de la problemática también permite delimitar temporalmente el conjunto de acciones para resolverla. Si el problema se considera como un asunto temporal, probablemente la acción a tomar sea dirigida hasta el espacio límite en donde se considere se va a hallar la solución. Si la problemática se da en el marco de una coyuntura, la limitación de acción se dará hasta cuando el asunto desaparezca de la linealidad.

			Otro asunto a analizar es la velocidad del cambio. El denotar ¿qué tan rápido cambia la problemática? o ¿cuál es la velocidad de los cambios? implica que el conjunto de acciones preparativas para el cambio deben darse en un marco de movilidad con aceleración. El no disponer de tiempo ante un cambio puede generar problemas administrativos y de respuesta, lo cual puede incidir directamente sobre el resultado de la política. Ante una aceleración es difícil controlar las variables que intervienen en el proceso. Por otra parte, es fundamental tener en cuenta si el problema tiene un carácter cíclico. En algunos casos, los problemas sociales y públicos aparecen, desaparecen y vuelven a aparecer. Prever una próxima aparición o resurgimiento de un problema podría estar determinado por una situación causal que se puede establecer. 

			Finalmente, otro asunto en los procesos de cambio es la aparición de una crisis o, como lo diría Taleb (2008), de un cisne negro. Según Surel (2008), “llega un momento en el que el paradigma se agota en solucionar las anomalías que le presenta la realidad” (2008, p. 56). Por ejemplo, el descubrimiento de una innovación puede generar reacciones que desequilibran el marco cognitivo racional. En este sentido, la problemática social y pública deja de ser estable cuando se presenta una anomalía o perturbación. En relación con ello, Padioleau (1982, p. 25, citado por Surel, 2008, p. 56) definió un problema como una situación donde “los actores perciben las desviaciones entre lo que es, lo que podría ser o lo que debería ser”. En adición, Kingdon (1995) plantea que el cambio en la política pública se produce durante una ventana de oportunidad cuando los defensores se conectan con éxito a dos o más componentes del proceso de la política: la forma en que un problema se define, la solución al problema o el clima político que lo rodea.

			Siguiendo a Bennett y Howlett (1992), la manera sobre la cual se deberían abordar dichos procesos de cambio o transformación es mediante el conocimiento de la problemática. Conocer a profundidad una problemática permite entender y anticipar los posibles cambios. El aprendizaje como proceso tiene como fin establecer técnicas con el propósito de mejorar la política (1992, p. 286). 

			Con lo anterior se quiere decir, además, que el proceso de objetivación de los problemas públicos debe darse en un marco de conocimiento a profundidad, de lo contrario las alternativas de solución no generarán los impactos y efectos esperados y los problemas persistirán o se potenciarán. En el mismo sentido, Peter Hall (1993) plantea que luego del proceso ilustrado se da un aprendizaje social (social learning); es decir, que después del proceso de cambio se da un proceso de aprendizaje. 

			Como lo plantea Surel (2008), las políticas públicas son paradigmas que se transforman y que son objeto de análisis amplios con fundamento en las nociones de redes de actores, sistemas de creencias o universos cognitivos. Dicho sistema de creencias, universo cognitivo o de conocimiento en general es el fundamento y la base de la construcción de la objetivación. 

			Entonces, el conocimiento y definición del problema es estratégico porque grupos, individuos y agencias del Gobierno deliberan para promover el curso de la acción a su favor (Stone, 2002, p. 133). Como lo plantea Stone, los problemas en la formulación se concentran entre símbolos (lenguaje), números (medición), causas subyacentes, mediación de intereses y decisiones. Por tanto, se interpreta que los problemas se definen en un contexto político y los actores políticos usan diferentes métodos y lenguajes para definir los problemas.

			Actores y cambio de ideas

			Los modelos tradicionales de análisis de políticas públicas se concentran en el asunto procedimental de la relación entre el Estado y los resultados de su acción. Analizar a los actores involucrados y caracterizar, como lo plantea Surel (2008, p. 44), las fases de transición y de crisis o ruptura permiten tener un espectro más amplio de análisis sobre el objeto mismo de los actores involucrados, no solamente de los “encargados” de la política (policy makers).

			El proceso de cambio pasa por el apoyo y la capacitación de los responsables políticos, es decir, por un grupo de personas influyentes (Stone, 2002). Entonces, se podría inferir que el cambio también se puede dar desde un contexto de transformación o evolución del pensamiento, ideas, creencias o de actitud de los actores. El hecho de ser más proclive o de ser persuadido puede reafirmar la agenda de otro actor que tenía intereses disímiles. Los promotores del cambio, como actores que interactúan y ejercen poder sobre otros actores más “blandos”, pueden concluir en grupos de presión que interactúan y generan modificaciones en el proceso de objetivación.

			En este proceso de interacción e interrelacionamiento de actores, los medios de comunicación y difusión juegan un papel fundamental. Como lo plantean Baumgartner y Jones (1991), los grandes saltos se presentan cuando existe una fuerte capacidad de defensa de los medios. En este sentido, Shanahan, McBeth y Hathaway (2008), analizando un estudio de caso, plantean que los medios de comunicación son un colaborador en el proceso de cambio de las políticas. Los medios generan influencia y grandes espectros de la sociedad y por tanto pueden cambiar la percepción de los problemas y la manera de solucionarlos. El problema no es la asimetría a la información, sino las relaciones de poder que generan influencias sobre el comportamiento de los actores.

			A partir de la anterior perspectiva, e integrándola con el planteamiento de Taleb (2008), quienes generan los cisnes negros son las personas que están en los extremos. En Extremistán estan los actores que intervienen en el proceso y que tienen un gran poder al influir sobre una cantidad importante de personas; en ese sentido, los medios, y actualmente las redes sociales, generan grandes cambios a gran velocidad sobre el accionar del Estado. Y es que, como lo plantea Mira (2011), los actores toman decisiones “utilizando una distribución de probabilidades normal. En la distribución normal (la campana de Gauss), los riesgos extremos tienen baja probabilidad de ocurrencia” (p. 408). En términos de políticas públicas, se toman como alternativas aquellas que se consideran como caminos que presentan riesgos manejables.

			Por otra parte, para Jenkins Smith y Sabatier (1993) los cambios se producen en el marco de una actividad coordinada entre una gama de individuos con las mismas creencias políticas. La teoría de la coalición desarrollada por Paul Sabatier y Hank Jenkins Smith, y comúnmente conocida como la ACF, propone que las personas tienen creencias básicas sobre las áreas políticas, incluyendo la seriedad de un problema, sus causas, la capacidad de la sociedad para resolver el problema y las soluciones prometedoras para abordarlo. Quienes utilizan esta teoría creen que el cambio de política pasa por la actividad coordinada entre los individuos y las organizaciones fuera del Gobierno con las mismas creencias políticas.

			Existen conjuntos de ideas fundamentales sobre la causalidad y el valor en las políticas públicas; estas coaliciones se forman debido a ciertos intereses que están vinculados a ellas; es posible mapear estas redes de actores dentro de un sector de la política. El cambio viene de la capacidad de estas ideas para adaptarse. El cambio de política se produce a través de interacciones entre los cambios externos o golpes en el sistema político y el éxito de las ideas en las coaliciones (Jenkins Smith & Sabatier, 1993). La definición de un sentido colectivamente legítimo, como lo plantea Surel (2008), se da en un acuerdo social de paradigma que busca ser aceptado por la mayoría de actores que confluyen en el proceso. Los actores participantes son capaces de situarse en el entorno de discusión y decisión e incluso modificarlo. 

			Otro modelo de cambio es el de equilibrio puntuado (Baumgartner & Jones, 1991) que propone que cuando una idea determina atención se expandirá rápidamente y llegará a convertirse en imparable. Muchas ideas están compitiendo por la atención, pero luego algo pasa en algún momento. El proceso se produce por acontecimientos externos que alteran el sistema político, en particular los que son lo suficientemente grandes como para interrumpir o acentuar su equilibrio. Primero se tiene que demostrar que se producen signos de puntuación y después que se producen debido a los cambios políticos.

			El proceso de cambio de las políticas públicas está interrelacionado y es conducente por los actores, ideas, estructuras e instituciones, pero además por la objetivación de los problemas. Con esto se quiere decir que si una problemática no está identificada y planeada de manera correcta muy probablemente generará cambios y externalidades en el proceso de construcción e implementación, y finalmente será un blanco blando ante la aparición de un cisne negro.

			Conclusiones

			Una de las características atribuibles al concepto de política pública es el de incertidumbre, en tanto que las decisiones que toman los actores que confluyen en el proceso están medidas por los intereses, conocimiento y relacionamiento. Lo anterior complementa la definición del profesor Velásquez Gavilanes (2009), en el sentido en que permite establecer a la política como un asunto perfectible y vulnerable a los cambios.

			La aparición intempestiva de un cisne negro y los impactos que pueda generar sobre el proceso de gestión, construcción y establecimiento de una política pública debe ser mitigado por medio de la planificación. El formulador de política pública debe ser consciente de que todo proceso de política puede presentar unos cambios inesperados que alteren dramáticamente el contexto y que requerirán un esfuerzo por explicarlos. En tanto que las políticas públicas se ubican en un contexto de estremistán, con un margen importante de impredecibilidad, se debe intentar cuestionar no la aparición del cisne, sino por qué este es negro.
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			La pedagogía social como estrategia para el postconflicto1
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			Resumen 

			El conflicto armado en Colombia ha sido uno de los eventos de mayor trascendencia social que no solo ha marcado el desarrollo de nuestras instituciones, sino a varias generaciones que nacieron en tiempos de guerra, quienes hoy tienen la posibilidad de visualizar un futuro en paz, en mejores y mayores condiciones de justicia y equidad. El tránsito por este camino no se hace en forma solitaria, sino que todos los estamentos de la sociedad colombiana han de articularse por el medio más expedito con el que cuenta la humanidad que es la educación, y con ella a una de sus aristas, la pedagogía social, para dejar atrás y superar los esquemas de dolor, estableciendo dentro del presente trabajo la estructuración de los conceptos determinantes de este enfoque pedagógico, realizando una breve descripción de los conceptos más relevantes frente a la temática del conflicto armado colombiano, para concluir que solo mediante la sumatoria de fuerzas y con estrategias de pedagogía social puede brindarse a nuestras generaciones presentes y futuras la esperanza de una Colombia en paz, con la consecuente recomposición de su tejido social.

			Palabras clave: conflicto armado, postconflicto, sociedad, pedagogía social, tejido social. 

			Abstract

			The armed conflict in Colombia has been one of the most social transcendent events, that has not marked just the institutional developments, but too many generations that borned in war times, who nowadays has the possibilities to visualize the future in peace, in better and higher conditions of justice and equity; but the step of this way, do not happen alone, but all the Colombian statements, must be articulated by the most expedient means available to humanity, which is education and with it one of his edge, social pedagogy, to leave behind and overcome the pain schemes, setting with the this lecture the structuring of determinants concepts from this formative scheme, making a short description of most relevant concepts inside the armed conflict thematic from Colombia, to conclude that just through the combination of efforts and social pedagogy strategies, we can offer to our present and future generations the ideal of a peaceful Colombia, with the consequent recomposition of its social fabric.

			Keywords: armed conflict, postconflict, society, social pedagogy, social fabric. 

			Introducción

			La historia de una sociedad se cuenta desde su nacimiento, como la vida. Esa historia narra el presente y cuenta cómo afrontar el futuro; crecer desde los errores y aportar al camino es una tarea ardua que compromete a todos. Colombia, gestora del realismo mágico, coexiste con la memoria más dolorosa de los últimos años, el conflicto armado, que ha generado secuelas de desigualdad y luchas por el poder; que ha incrustado recuerdos de color rojo que manchan nuestra tierra, mente y corazón; que ha retardado el progreso y la práctica de la equidad; que ha herido el punto más sensible de la dignidad hasta el punto de fortalecerse con sentimientos de resentimiento y odio. 

			Nacer de entre las cenizas pareciera una idea imposible, añorar lo inalcanzable, ignorar la realidad; es aquí donde los colombianos se hacen tan distintos. La felicidad que les caracteriza solo es muestra de la esperanza que se hincha con constancia en sus gentes; el dolor que este pueblo ha padecido, unas personas mucho más que otras, solo es prueba de que hasta el más grande de los obstáculos es superable; avanzar a pesar de todo es un ideal generalizado e independiente de las distinciones regionales que figuran en el país; la guerra que se ha padecido será solo una arista, un mal recuerdo, solo si se aprovecha de manera consciente y responsable esta etapa crucial que se ha generado. 

			La academia, fuente del progreso, hereda el compromiso social más grande; sus fines siempre son contributivos y sus principios no son más que la satisfacción de necesidades humanas. Por lo tanto, el interés siempre lo han generado las ciencias pragmáticas materializadas a través de la intervención social. Aquí es donde aparecen las ciencias educativas, las cuales participan con todas sus ramas en colectividades, a las cuales se les brinda un conocimiento de acuerdo con sus necesidades. En este sentido, la pedagogía social, con la intención de determinar cómo se construye una estrategia para el postconflicto desde esta corriente teórica; por lo cual, con anterioridad han de desarrollarse los lineamientos de la pedagogía social para así entrecruzar los planteamientos teóricos explicados con la realidad social a describir. Todo esto nos permitirá establecer actores, pautas, factores y objetivos a tener en cuenta para la construcción de la estrategia que se gesta con el firme deseo de aportar a la reestructuración del tejido social.

			Justificación

			En el marco de las votaciones del plebiscito del pasado dos de octubre de 2016 para la aprobación de un acuerdo que diera viabilidad a la construcción de lo que el Gobierno Nacional denominó como una paz estable y duradera, se evidenció un apretado proceso democrático que resultó en la consolidación del “no” como decisión sostenida por los colombianos, aun cuando la diferencia, según los datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil, fue de 0,43% y la abstinencia rondaba por el 62%, lo que nos lleva a entender que no hay una coalición unánime de cómo resolver el problema que tanto aqueja a los nacionales. 

			El conflicto entre la organización guerrillera Farc-EP y el Estado colombiano ha cobrado una gran cantidad de vidas y ha causado mucho sufrimiento, generando recelo de la sociedad hacia el grupo guerrillero lo que, refleja una ruptura en el tejido social a causa de la violencia que dificulta en gran medida la reinserción de los excombatientes a la vida civil desde todas sus ópticas; es aquí entonces donde se hace necesario acudir a bases teórico-prácticas para plantear una viabilidad a este proceso, adoptando las bases teóricas de la pedagogía social para aventurarse en posibles soluciones.

			Por tanto, la presente investigación plantea el siguiente interrogante: ¿cómo reconstruir el tejido social, desde las bases metodológicas de la pedagogía social en el escenario del postconflicto colombiano? Esta pretensión resulta pertinente basados en que Colombia ha de superar los años de violencia que ha trasegado para inmiscuirse en la generación de políticas públicas que generen progreso en la sociedad, sobre todo en el sector rural que tanto se ha olvidado por el contexto de guerra en el que se encontraba el pueblo colombiano. Es pertinente, antes de ahondar en este aspecto, buscar la unificación de la sociedad (victimas, victimarios, terceros afectados indirectamente y los indiferentes a todo el conflicto) para que se estructure y propicie un trabajo mancomunado por un verdadera paz que apunte a prerrogativas sociales que satisfagan los intereses colectivos. 

			Marco histórico

			Es necesario establecer que la investigación versa sobre el período del postconflicto, derivado del resultado de la terminación del conflicto entre el Gobierno y las Farc-EP, siendo oportuno establecer las causas y acontecimientos de mayor interés para una mejor comprensión. 

			La historia común que comparte el pueblo colombiano respecto a los orígenes de la violencia evoca aspectos políticos, militares e ideológicos. La Violencia en Colombia nace, como lo relata William Ospina, con el arraigado bipartidismo político entre liberales y conservadores que se enfrentaban constantemente por razones de poder; es así como esa lucha traspasó a los campos donde adquirió un carácter sangriento: campesinos conservadores buscaban asesinar a los liberales y estos, a su vez, se organizaban en grupos de defensa, llevando al presidente de ese entonces, Mariano Ospina Pérez, a ordenar jornadas de “pacificación” siendo “la cura peor que la enfermedad”. Esta crisis política e institucional se agudizó con el asesinato del aspirante presidencial y líder liberal Jorge Eliecer Gaitán, que desató un ola de violencia nacional (Ospina, 1999).

			En este orden de ideas, la violencia terminó siendo causal de más violencia, refiriéndonos al posterior conflicto con las Farc. Luego de esto rescatamos dos hechos políticos que marcaron la historia de Colombia: la dictadura del general Gustavo Rojas Pinilla, que dio un aire a la guerra bipartidista en nuestro país, y su posterior derrocamiento a través del Frente Nacional, acuerdo entre liberales y conservadores para repartirse la administración de la país, consecuencias que fueron la exclusión directa de otras corrientes políticas. El empuje ideológico llegó desde Cuba, cuya Revolución fue la bandera para toda Latinoamérica, desencadenando diversos movimientos con principios socialistas, tal y como lo afirmó Fidel Castro:

			Se declaraba, además, que la política cubana en América sería de estrecha solidaridad con los pueblos democráticos del continente y que los perseguidos políticos de las sangrientas tiranías que oprimen a las naciones hermanas, encontrarían en la patria de Martí, no como hoy, persecución, hambre y traición, sino asilo generoso, hermandad y pan. Cuba debía ser baluarte de libertad y no eslabón vergonzoso de despotismo. (Castro Ruiz, 1953) 

			Resultó ser una expresión realmente acertada la pronunciada por Castro en sus alegatos de defensa en el juicio que hubo en su contra, puesto que los ideales de la Revolución cubana fueron los que trazaron y fundamentaron los movimientos sociales y revolucionarios de las guerrillas. Las Farc-EP en sus inicios adoptarían una postura social-castrista con motivación en la lucha ante el Gobierno opresor, elitista y sanguinario. De manera subsiguiente, tal y como lo relata Ospina, se dio un matrimonio nefasto y duradero que terminó por condenarnos alrededor de sesenta años a la guerra y con ella a la muerte: el narcotráfico y las mafias, que apoyaron en muchos casos el nacimiento de las autodefensas con el fin de protegerse de enemigos y de custodiar sus cultivos, unión que imitarían con el tiempo las guerrillas y que evidentemente los obligó a alejarse de sus ideales iniciales (Ospina, 1999). 

			En pocas palabras, la historia muestra tres situaciones que son referentes hoy en el conflicto: en primer lugar, heredamos la violencia que nace desde la misma institucionalidad, quienes luchaban por el poder político terminaron normalizando métodos vehementes y discriminatorios que infirieron directamente en el país; como segundo aspecto, las ideologías socialistas acometieron en los movimientos de la época, produciéndose así un deseo inmensurable por cambiar las realidades que ahogaban a la nación; y finalmente, la articulación de estos movimientos con actividades ilícitas fue una mezcla que desdibujó intereses afables y los cambió por un terrorismo atroz. 

			Marco conceptual 

			A nivel conceptual se tratará en lo posible de generar una homogeneidad en los términos que consideramos relevantes dentro del contenido de la investigación, es así como se señalarán a continuación las definiciones de los autores que se han adoptado.

			Postconflicto: la Universidad de los Andes y la Fundación Ideas para la Paz mencionan la existencia de tres acepciones del concepto de postconflicto: primero se habla de los extremos, donde encontramos la posición minimalista que considera que postconflicto es el término que se extiende hasta la recuperación de los daños específicos causados por el conflicto, es decir, cuando se da la ayuda humanitaria y la reparación física de los daños causados; en segundo lugar encontramos la posición maximalista, que habla sobre la construcción de paz del postconflicto, que tiene como última meta el alcance de la superación de la pobreza, la inequidad y la exclusión, pues supone que el postconflicto termina con progreso social en lo económico y político; y, finalmente, existe la posición intermedia, donde la construcción de paz se extenderá hasta que se consiga desaparecer las hostilidades, se genere una reparación integral y se aprehendan nuevas reglas político-económicas que satisfagan las expectativas generalizadas (Sayas & Ortega, 2015; Universidad de los Andes & Fundación Ideas para la Paz, 2002). A lo largo del presente escrito se entenderá el postconflicto tal y como lo plantea la posición intermedia, es decir, el postconflicto es el termino en el cual se construye la paz, comprende la superación material del conflicto y, al mismo tiempo, una asimilación de nuevas reglas que no solo serán políticas y económicas, sino también sociales, entendiendo que si se reconstruye la sociedad y se satisfacen sus expectativas primarias entonces se podrán entablar políticas públicas direccionadas al progreso colectivo.

			Sociedad: usualmente comprendemos este concepto desde la sencillez de decir que es un conglomerado de personas o una agrupación o la unión de diversas culturas orientada a la vida común; pero para el presente trabajo se entenderá que la sociedad es el conjunto de actores que intervienen en las distintas dinámicas sociales, es decir, no solo hacen parte de esta quienes históricamente han coexistido en el conglomerado con intereses comunes, sino también quienes siempre han estado alejados de ella sin dejar de hacer parte de la misma. Básicamente, bajo este postulado entenderemos que la sociedad está conformada principalmente por la sociedad civil afectada de manera indirecta por el conflicto, que son quienes siempre han estados inmiscuidos en las relaciones comunes sin padecer consecuencias directas por la guerra; por las víctimas directas, que estando incluidas en las relaciones comunes han vivenciado situaciones problemáticas totalmente diferentes a las que vive la sociedad en general. Cabe aclarar que aun cuando toda la sociedad es consiente del conflicto y le afecta directa o indirectamente, la presente distinción se hace para recalcar el realidad adversa y desigual que ha sufrido este grupo y que por consiguiente se caracteriza como un grupo particular de la sociedad; y, finalmente, la sociedad también está conformada por los victimarios, que todavía así pareciera que sus prácticas son contrarias a la vida en sociedad, debemos asimilar que sus acciones responden a disyuntivas que tienen origen en la misma, lo que implica que incluso cuando no son coherentes con las prácticas sociales, sus hechos nacen desde relaciones conflictivas que se han dado en la sociedad. 

			Tejido social: partimos de la premisa de que el tejido social es un componente del comportamiento que une y permite la identificación de los individuos como parte de un grupo, cultura, tradición o nación o bien posibilita el establecimiento de las reglas condicionantes de la interacción (Óscar Fernández, 2016). El tejido social se define como aquel factor generador de coyuntura dentro de la sociedad, la materialización de un vínculo abstracto de identidad y filiación cultural y el empalme incluyente de la pluralidad de los grupos participantes en las dinámicas sociales, todo esto bajo el amparo de pautas reguladoras inmersas en el imaginario colectivo y concretadas en las relaciones consuetudinarias. 

			Marco teórico

			Como bien se ha dicho, la investigación desarrollada implementa los componentes teóricos de la pedagogía social, por la cual estableceremos dichos componentes desde la recopilación teórica realizada por Gloria Pérez Serrano.

			Dentro de la dimensión social de la educación la pedagogía social pretende abordar una labor inmarcesible orientada a la educación social de los individuos y grupos, de manera que se califica como una respuesta a problemas histórico-sociales que se dan en las relaciones intersubjetivas y colectivas, atendiendo de manera especial y aplicada a los conflictos y concertando saberes científicos de la educación como tal y saberes prácticos inherentes a las aproximaciones sociales. 

			En este orden de ideas, es pertinente apropiarse de la pedagogía social como doctrina de la formación social del individuo. Esencialmente reducimos la pedagogía social a la ciencia que enseña a formar parte del tejido social, de la vida en sociedad, de la inclusión y la superación de conflictos. Dentro de las características de la pedagogía social observamos, en primer lugar, una visión dinámica de la realidad interpelando problemas de la misma, lo que evidentemente la dota de practicidad; está orientada al cambio y la transformación social, desembocando en conclusiones reflexivas y requiriendo primordialmente la participación activa de los implicados para así crear un conocimiento útil para la sociedad (Pérez Serrano, 2004).

			En últimas, la pedagogía social nace con la existencia de un conflicto, el cual debe causar una desfragmentación del tejido social para que así haya la necesidad de una reconstrucción del mismo; posteriormente se hace un llamado a la intervención de los actores del conflicto y todos aquellos que puedan tener una afectación o interés sobre este, se hace necesaria esta inclusión para que se edifique una solución que responda a diversas inclinaciones o posturas, donde el único acuerdo es la firme intención de superar el problema; consecuentemente, la participación directa de la sociedad en la pedagogía dibujará un camino relacionado intrínsecamente con el conflicto y sus particularidades, desarrollando así decisiones que a la luz grupal serán tenidas como verosímiles y que finalmente concluirán en la resolución del conflicto, la producción de conocimiento, la satisfacción de expectativas, la aceptación de la realidad, el perdón y la reinserción. 

			La pedagogía social no cuenta con una metodología marcada y rígida aplicable a todos los casos porque, como se ha dicho anteriormente, debe alcanzar sus fines teniendo en cuenta la singularidad de cada proceso, esto no le resta merito a su aspecto científico, más bien solidifica el aspecto social y práctico enmarcado en esta teoría. Los educadores, en el transcurso de esta transformación, deben ser indiscutiblemente los mismos actores del conflicto, tanto los afectados de manera directa como los comprometidos de manera indirecta, puesto que el cambio debe ser una tarea de todos, lo que obliga evidentemente a la aplicación de modelos basados en la experiencia para la elaboración de la metodología. Finalmente, los resultados de la evolución educativa terminan por no ser estáticos, sabiendo que las dinámicas sociales son cambiantes y que por consiguiente la pedagogía social deberá estar sujeta a dichas variaciones. 

			Marco normativo

			Si bien es cierto que la creación de una ley que determine cómo será llevado a cabo el postconflicto siempre termina siendo una labor infructuosa –en el entendido de que cada periodo de construcción de paz parte desde las características propias del conflicto y los actores que participan en este–, no obstante, el Congreso de la República, a través de una ley, creó el Consejo Nacional de Paz, y por tanto:

			Su misión será propender por el logro y mantenimiento de la paz, y facilitar la colaboración armónica de las entidades y órganos del Estado, otorgando prioridad a las alternativas políticas de negociación del conflicto armado interno, en orden a alcanzar relaciones sociales que aseguren una paz integral permanente. (Ley 434, 1998)

			Todo esto en compañía de la sociedad civil, que es una entidad asesora y consejera que delega funciones a través de la creación de tres comisionados con diferentes líneas de trabajo (pedagogía, educación y cultura de paz; implementación de acuerdos y paz territorial; y la veeduría y garantías de no repetición). 

			Sumado a lo anterior, la misma ley habla del Comité Nacional de Paz, al cual se le da el carácter de órgano ejecutor de las funciones delegadas por parte del Consejo Nacional de Paz y de la presidencia de la República (Ley 434, 1998). Otras de las entidades con sustento normativo que existen en nuestro ordenamiento jurídico es la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, reglamentada por el decreto 2107 de 1994.

			La encargada de asesorar al Presidente de la República entorno a la estructuración y desarrollo de la política de paz, la formalización de diálogos y celebración de acuerdos de paz, la participación de diversos sectores de la sociedad en los procesos de paz, entre otros. Además, de acuerdo a las instrucciones del Presidente de la República se liderará los diálogos y la firma de acuerdos que busquen la reintegración de miembros de grupos armados al margen de la ley. (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, s.f.)

			También se le encargan las funciones de Secretaría Técnica, es decir, funciones de acompañamiento y coordinación.

			Planteado lo anterior, podemos decir que hay una organización estatal para el trabajo en la construcción de paz. Seguido a esto, el Alto Comisionado para la Paz ha propuesto una agenda común para la construcción de paz, es así como se tiene programado elaborar un mapeo, identificando zonas prioritarias para la articulación de iniciativas de paz (artísticas, culturales y científicas) y organizaciones e instituciones en una red de educación para la paz. Del mismo modo, se quiere comprender y refrendar el proceso de paz y, junto al apoyo ciudadano, formular la agenda de paz, circular material pedagógico y, con la ayuda de consejos municipales para la paz (Consejo Nacional de Paz, s.f.), edificar medidas que se materializarán en políticas públicas.

			En últimas, como fundamento normativo hay que resaltar el que termina siendo el más importante, el Acuerdo de Paz, el cual, en cuanto al período de postconflicto, cabe decir que se evidencia en el contenido de este una serie de objetivos direccionados a las medidas que se tomarán posterior a la firma del acuerdo, las cuales se deben concretizar por medio de políticas públicas. 

			En este sentido, sobresale una intencionalidad del Gobierno por imperar políticas de carácter agrario y desarrollo rural en aras de propender una mejor calidad de vida a quienes históricamente han sufrido el conflicto en el campo, todo esto incluyendo un factor económico que alimentará el progreso de estas regiones. La construcción de la paz se puede resumir en participación política, principalmente a las Farc-EP y eventualmente a grupos que se les ha marginado del goce de estos derechos, fomentando así, desde el Congreso y el Gobierno, leyes y políticas direccionadas en este querer (Gobierno de Colombia y Farc-EP).

			En resumidas cuentas, las normas que regularán el postconflicto se resumen en intencionalidades, cuyo fin último es el aprovechamiento del campo, la participación política, la pedagogía ciudadana y la construcción de paz desde las organizaciones, las instituciones, la sociedad civil y el Gobierno

			Marco jurisprudencial 

			En este punto se destacan como primordiales los pronunciamientos de la Corte Constitucional respecto al imaginario existente del término “paz”, bajo la lógica de que el postconflicto se concibe como el tiempo para la construcción de la misma. Siendo así, la Corte Constitucional afirma: 

			En conclusión, la jurisprudencia constitucional ha concluido en diversas decisiones y de una manera estable, que la paz es un objetivo de primer orden dentro del modelo de organización política adoptado por la Constitución. Para ello, se reconoce la triple condición de la paz como derecho, deber y valor fundante de dicho modelo, lo cual conlleva a obligaciones directas en, al menos, tres aspectos definidos: (i) un deber estatal de diseño e implementación de acciones, normativas y de política pública, dirigidas a la superación del conflicto armado y, en general, el logro de la convivencia pacífica; (ii) un deber social de preferir a la solución pacífica como mecanismo exclusivo y constitucionalmente admisible de resolución de las controversias; y (iii) el logro progresivo de la plena vigencia de los derechos fundamentales, lo cual es un presupuesto tanto para la paz como para la vigencia del orden democrático, concebido desde una perspectiva material. (Sentencia de plebiscito para la paz, 2016)

			Lo que nos lleva a entender que la paz es un derecho porque debe ser garantizada y perseguida por el Estado, se hace exigible cuando este omita sus funciones al respecto o sea responsable de actos que atenten contra la misma; un deber porque es un derecho individual y subjetivo que genera responsabilidad en las personas con sus otros y con el Estado en la búsqueda y cumplimiento de los fines constitucionales; y un fin por su consagración en el preámbulo de la Constitución, en los artículos de esta y en los tratados internacionales incluidos en el ordenamiento jurídico por el bloque de constitucionalidad, lo que hace que el Estado deba garantizar los derechos primarios a sus ciudadanos, es decir, los derechos fundamentales, y que adquiera el compromiso orientado a la supresión de todo tipo de conflicto y de repetición de estos (Viviescas Cabrera, Parra Vega & Agudelo Gómez, 2015). Todo esto se traduce en medidas y políticas adoptadas para la superación de la violación masiva de derechos humanos que busca reconciliación, eficacia de los derechos y el fortalecimiento del Estado, lo que requiere una participación de la comunidad en la búsqueda de la reparación de sus agravios y la consolidación de la construcción de paz

			Estrategia pedagógica para el postconflicto

			Giroix afirma que “los trabajadores de la educación no sólo nacen de un contexto histórico específico: también encarnan su historia de diversas maneras, como un estado de conciencia y a la vez una experiencia sedimentada, una realidad sentida” (Giroix, 2003, p. 43), entendiendo que dentro de este contexto la educación tiene implícita la marca de la colectividad, del contexto histórico en el que se desarrolla, de las herramientas de que disponga e incluso hasta del pensamiento que es aceptado por esa misma sociedad. Para el colombiano promedio superar los esquemas de conflicto armado que ha marcado el devenir de su realidad no ha de ser tarea fácil, y es donde entra a jugar un papel preponderante la pedagogía social para estructurar los modelos y esquemas necesarios para una convivencia de todos con todos, bajo una óptica de aceptación y de tolerancia. 

			La experiencia determina que lo que en el papel se estructura como una política pública dista mucho de lo que discurre en la realidad, debiendo asumirse por parte de los ciudadanos la vocería real en aspectos que son de especial interés como es la educación de sus congéneres. Transitar y concluir de manera exitosa por la reconstrucción del referente colectivo desde un estado de permanente zozobra a la superación del conflicto requiere de esfuerzos de todos los estamentos estatales y de toda la sociedad colombiana; pero no deja de ser inquietante todo el panorama que se proyecta: ¿qué enfoque educativo debe darse a los niños en las escuelas a partir del posconflicto?; ¿cómo debe ser el enfoque educativo a los adultos?; ¿cómo se explica a un ciudadano urbano, cuyo conocimiento del conflicto ha sido visualizado a través de la pantalla de su televisor, que en su conjunto habitacional o en su barrio vive un exmilitante o que sus hijos comparten la escuela con los hijos de desmovilizados?; aspectos como estos, entre muchos otros, solo pueden ser abordados desde la conjunción de esquemas integrales de pedagogía social. 

			Atendiendo al concepto emitido por José M. Esteve (2010), se ha de entender la educación como aquel proceso que inicia desde el mismo momento en que nacemos y trasciende nuestra vida, llevándonos al entendimiento de nosotros mismos y al mundo que nos rodea, procurando que seamos partícipes del complicado don de la convivencia y, bajo esta perspectiva, entender que el proceso que se inicia no es de fácil tránsito y que requiere de la conjunción de todos los estamentos sociales de la nación (Esteve Zarazaga, 2010), ya que la pedagogía social:

			Ha de aportar a lo cívico y a la ciudadanía; a los derechos y a los deberes ciudadanos, pero también en la posibilidad de contribuir a resolver conflictos, de ejercer la tolerancia y la solidaridad, de afinar las convicciones éticas y morales, de vigorizar la democracia cultural y la participación social, de apreciar la paz, de contribuir a la formación e inserción laboral, o de poner en valor el respeto al medio ambiente y a la diversidad cultural. (Caride, Gradville & Caraballo, 2015)

			Lo anterior conllevaría a un proceso inmediato y mancomunado de todos los estamentos para poner en marcha estrategias para hacer el tránsito hacia una convivencia armoniosa y tolerante en conciliación de las zonas de conflicto con las zonas de relativa paz; sin olvidar que nuestras zonas urbanas están plagadas de delincuencia común y altos niveles de inseguridad, lo que podría llegar a complejizar mucho más el proceso. 

			Al afirmar Freire que la ciudadanía no llega por casualidad, sino que es una construcción que jamás termina (1994), debemos acudir necesariamente a los lineamientos de la pedagogía social para abordar la complejidad de la problemática en la que se halla inmerso el pueblo colombiano; una vez superada, en teoría, la situación de conflicto, es el momento en donde se situará la pedagogía social, la cual entraría a ejercer una influencia positiva en la reinserción a la sociedad de quienes han estado inmersos en el conflicto social desde sus diferentes orbitas, a efecto de que puedan reintegrarse a su condición ciudadana, los reincertados, y ejerciendo, a su vez, apoyo en la aceptación de su condición por los ciudadanos, buscando construir una cultura de respeto, aceptación y tolerancia. 

			La pedagogía social presenta dentro de su objeto de estudio la coexistencia entre los seres humanos, referida a aquella conexión que se da entre el ser humano y el contexto social en el que se desenvuelve, aprendiendo a convivir con el otro y a aceptarlo en un marco conceptual más amplio. Esta coexistencia se extiende a la relación con su entorno, y frente a esto asaltan nuevos interrogantes: ¿está el ciudadano colombiano preparado para propiciar los espacios de participación que se requieren para aplicar estrategias efectivas de pedagogía social? ¿Cuál será el nivel de éxito de estas estrategias si el ciudadano no genera procesos de participación ciudadana?

			Entendiendo por espacios de participación ciudadana a aquellos que permiten construir aspectos de la vida social en forma democrática, debiendo cumplirse al menos con una educación básica a efectos de formar personas como seres sociales. A esto es necesario sumarle acciones de seguimiento permanente a las acciones propuestas e informar a los ciudadanos sobre los avances del proceso, ya que solo así logran comprobarse sus efectos, pues al informarse de los resultados de la participación se invita a muchos otros ciudadanos que no han participado de estos esquemas para que se sumen a hacerlo. 

			Bajo este precepto, la Comisión Internacional para la Educación del siglo XXI de la Unesco, elaborado por catorce reconocidas personalidades, Jacques Delors, describe: 

			Frente a los numerosos desafíos del porvenir, la educación constituye un instrumento indispensable para que la humanidad pueda progresar hacia los ideales de paz, libertad y justicia social. Al concluir sus labores, la Comisión desea por tanto afirmar su convicción respecto a la función esencial de la educación en el desarrollo continuo de la persona y las sociedades, no como un remedio milagroso —el “Ábrete Sésamo”, de un mundo que ha llegado a la realización de todos estos ideales, sino como una vía, ciertamente, entre otras, pero más que otras, al servicio de un desarrollo humano más armonioso, más genuino, para hacer retroceder la pobreza, la exclusión, las incomprensiones, las opresiones, la guerra, etc. (Delors et al., 1997, p. 86)

			Abanderados con ideales de entendimiento mutuo y tolerancia, se expresan interrogantes que reflejan inquietudes de los autores: 

			¿Cómo aprender a vivir juntos en la “aldea planetaria”, si no podemos vivir juntos en las comunidades a las que pertenecemos por naturaleza: la nación, la región, la ciudad, el pueblo, la vecindad? El interrogante central de la democracia es si queremos y si podemos participar de la vida en comunidad. Quererlo, no lo olvidemos, depende del sentido de responsabilidad de cada uno. Ahora bien, si la democracia ha conquistado nuevos territorios hasta hoy dominados por el totalitarismo y la arbitrariedad, tiende a debilitarse donde existe institucionalmente desde hace decenas de años, como si todo tuviera que volver a comenzar continuamente, a renovarse, a inventarse de nuevo. (Delors et al., 1997, p. 87)

			Partiendo de la pedagogía social, los pasos a seguir para gestar una estrategia para el tiempo de postconflicto no se encuentran estipulados de manera taxativa en escritos desarrollados por los teóricos de las ciencias educativas. Si bien es cierto que estos han establecido parámetros que podrían entenderse como pautas aplicables, realmente lo que terminan por plantear son características, principios y fines genéricos de la ciencia en cuestión. 

			Entonces, si la idea es generar una estrategia pedagógica que se adapte a las necesidades que hoy por hoy se hacen visibles en el post conflicto, ¿por qué se haría uso de una ciencia tan blanda como lo es la pedagogía social para crear una estrategia tan indispensable? La respuesta a este cuestionamiento se encuentra en la misma teoría, básicamente se entiende que en todos los casos existirá un vacío teórico de “qué hacer”, pero nunca habrá un vacío en “cómo hacerlo”. En otras palabras, no habrán respuestas preexistentes ante todo lo que con ocasión de un problema surja en la sociedad, sino una construcción de las medidas que deben adoptarse y las herramientas que se deben usar para que correspondan siempre a un contexto; es decir, este es el ideal a alcanzar. Elaborar una guía de acción pasa a ser tarea de quienes viven la realidad intervenida, los “pasos a seguir” no son más que los que ellos mismos crean que requieren según sus necesidades y según su propio conflicto. Una vez mencionado el término “conflicto” se trae a colación otro de los puntos a tener en cuenta cuando se construye una estrategia desde los lineamientos de la pedagogía social, un problema. Esta ciencia nace alrededor de situaciones problemáticas, su razón de ser son los conflictos y su idea es tratarlos desde el modelo pedagógico expuesto por esta ciencia educativa. 

			Ahora bien, los conflictos requieren de una contradicción de posiciones, actores que presentan divergencias en aspectos de su relación intervinientes en una situación difícil que genera repercusiones en quienes hacen parte de la disputa; consecuentemente, adquieren protagonismo los actores del conflicto, pero ¿y los actores sociales? Esta pregunta se responde al pensar que al hablar de sociedad no se deben dejar de lado los conflictos; entonces, si los conflictos hacen parte de la sociedad y en los conflictos existes actores, estos últimos serán actores sociales. 

			Resumamos, la sociedad está compuesta por actores, en la sociedad se presentan conflictos, en estos intervienen los actores mencionados anteriormente, la pedagogía social plantea que estos mismos deben construir su estrategia para resolver problemas desde la educación, los actores se convierten en educadores y educandos, construyen su destino y resuelven sus problemas, su objetivo se impregna del interés de materializar la reinserción y de pregonar por la reestructuración del tejido social, rescatando valores de tolerancia, respeto y perdón, superando las disoluciones y apostando por una sociedad capaz de autooxigenarse y renacer en la dificultad. 

			Contextualizando, lo triste de la realidad colombiana es que el conflicto padecido durante tantos años ha sido exageradamente sangriento y doloroso, ha desdibujado cualquier concepto que se pueda tener de sociedad y aun cuando se nos denomine como tal la realidad es que solo somos un grupo de personas que se ha intentado organizar políticamente en un territorio y que sus diferencias hirieron de gravedad el tejido social; asimismo, el desarrollo económico se ha introducido con timidez, golpeado constantemente por las contiendas que se han presentado en el país.

			En resumidas cuentas, tenemos un conflicto de gran magnitud que manchó nuestra historia y que generará consecuencias en las posteriores generaciones. Se firma un acuerdo, el cual contiene parámetros que guiarán las medidas gubernamentales que se tomarán para el tiempo de postconflicto, pero la realidad es que por más extenso que hubiese llegado a ser el documento, materializarlo va mucho más allá.

			La obligación inicialmente recae sobre todos los estamentos estatales, pero en últimas todos los actores sociales deben participar en el proceso entendiendo que si bien la reconstrucción del tejido social se está dando con una parte merecedora de odio como lo son los grupos armados, el perdón pasa a ser el primer paso para la reconstrucción y el proceso de nacer de entre las cenizas, la sangre y las balas. Esto no es una tarea fácil, pero el hecho de superar un conflicto que ha sido tan grande genera esperanza. Ha de convertirse en una oportunidad de crecimiento que debe concluir en estrategias educativas para niños, jóvenes y adultos, donde deberán participar el Estado, los excombatientes, las víctimas, los afectados indirectamente, las universidades, la academia, la fuerza pública y todos los que hagan parte de la sociedad.

			Conclusiones

			Del anterior despliegue investigativo se extraen como conclusiones:

			La pedagogía social hace parte de las ciencias de la educación, se basa en la reconstrucción del tejido social en razón de los conflictos que desmejoran a la sociedad, promueve una intervención de los actores sociales y plantea una necesidad de reinserción por quienes se han alejado; fomenta, igualmente, valores como el perdón, la tolerancia y el respeto e insiste en una sociedad capaz de superar los problemas a los que se enfrente.

			La pedagogía social, como estrategia para la reconstrucción del tejido social en el marco del postconflicto, resulta pertinente en aras de que presenta un aporte de todos los que en algún momento han participado de la guerra; del mismo modo, se plantea que al afectar la guerra a la sociedad entonces el deber y la labor social trasciende a todos los que hacen parte de la sociedad. No hay que olvidar que la guerra nos ha hecho tanto daño, es más, la memoria nos sirve como motivación para el trabajo arduo, para la superación del conflicto y para el postconflicto.

			Todos los estamentos estatales han de sumar fuerzas para implementar procesos de formación ciudadana con miras al fortalecimiento de competencias ciudadanas como una estrategia para consolidar la cultura de paz, con la finalidad de que el ciudadano actúe de manera propositiva y tolerante frente a los nuevos esquemas de movilidad social que se avecinan y sin olvidar que esta es una tarea que comprende a todos los sectores e instituciones que deben actuar en forma mancomunada y constante, involucrando incluso al ámbito familiar y los medios de comunicación, al tenor de lo afirmado, la educación tiene un papel muy concreto que desempeñar en la realización de esta tarea universal: ayudar a comprender el mundo y a comprender al otro, para así comprenderse mejor a sí mismo (Delors et al., 1997).

			La sociedad colombiana debe renacer de entre las cenizas. El conflicto quedará marcado en la memoria como páginas oscuras, pero la esperanza que genera esta oportunidad de crear una sociedad humana incluyente y participativa en las transformaciones que sufre se da en el marco del postconflicto, que será un tiempo para repensarnos, redireccionarnos y apostarle al desarrollo social, sustentado en valores, respeto por el hombre, por el ambiente, por los derechos y por las diferencias. La pedagogía social no solucionará nuestros problemas, pero acogerla nos permitirá entender que el postconflicto es un trabajo de todos y que cada una de las cosas que se requieran para que este concluya en feliz término será una obligación de todos y para todos. La sociedad cuenta con todos los que hacen parte de ella, sus ideales están más sensibles que nunca, el momento de cambiar nuestro destino es ahora, y la academia adquiere protagonismo poniendo al servicio de la sociedad estrategias pedagógicas para que sean herramientas de superación humana.
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			Análisis de la democracia participativa colombiana1

			Alfredo Ramírez Nárdiz2

			Resumen

			La democracia participativa es una de las áreas de mayor innovación del derecho constitucional en la actualidad. El presente texto analiza la regulación, principal jurisprudencia constitucional y fundamental práctica de la democracia participativa en Colombia desde la aprobación de la Constitución de 1991, con el objeto de conocer su estado y tratar de comprender los motivos de este. La conclusión es que, si bien la importancia que la Constitución da a la participación es muy elevada, la práctica de los instrumentos participativos en Colombia ha sido, en líneas generales y desde 1991, escasa, pudiéndose encontrar la principal razón en la regulación de desarrollo que ejerce la Ley 134 de 1994.

			Palabras clave: democracia participativa, Colombia, regulación, jurisprudencia, práctica.

			Abstract

			Participatory democracy is one of the most innovative Constitutional Law areas nowadays. This paper analyses the regulation, main constitutional jurisprudence and essential practice of the participatory democracy in Colombia from the approval of its Constitution of 1991, with the object to know its state and to try to understand its reasons. The conclusion is that, while the importance that the Constitution gives to participation is very big, the practice of participatory tools in Colombia has been, in general terms and from 1991, little, being possible to find the main reason in the developing regulation that supposes the Ley 134 of 1994.

			Keywords: Participatory democracy, Colombia, regulation, jurisprudence, practice.

			Introducción

			Este texto supone la exposición de algunos de los avances producidos dentro del proyecto de investigación en curso Transformaciones democráticas y democracia participativa. El objetivo principal de este proyecto es doble: elaborar una teoría general del desarrollo de la democracia en los países occidentales válida para las próximas décadas y evaluar las potencialidades que la democracia participativa puede tener en el desarrollo democrático de los distintos países. Este texto se centra en el segundo de los objetivos del proyecto de investigación, en concreto, en la evaluación de la regulación, jurisprudencia constitucional y práctica de la democracia participativa en Colombia, tratando no solo de conocer cómo se ha regulado tanto constitucional como legalmente la democracia participativa, sino también de examinar cuál ha sido la práctica de los instrumentos participativos y encontrar y proponer explicaciones a por qué esta práctica se ha desarrollado del modo en que lo ha hecho y no de otro.

			En función de esto, la pregunta de investigación que da vida a estas líneas es: ¿cuál es la regulación, jurisprudencia y práctica de la democracia participativa en Colombia? El objetivo principal es conocer el estado de la democracia participativa en Colombia. El objetivo secundario es, desde este conocimiento, responder a por qué la democracia participativa se encuentra en el estado en el que se encuentra y no en otro.

			Se parte (Ramírez Nárdiz, 2012, p. 109) de considerar la democracia participativa como un conjunto de instrumentos jurídicos (referendos, revocatorias, iniciativas populares, etc.) que se introducen en un modelo esencialmente representativo con el fin de complementarlo y mejorarlo al incorporarle una mayor participación de los ciudadanos y un más intenso control de éstos sobre sus gobernantes. La democracia participativa, vista así, no es ni rupturista, ni revolucionaria, como tampoco tiene una ideología determinada más allá de la propiamente democrática, no siendo su finalidad otra que la profundización en la democracia, la mejora del modelo representativo a través de una mayor implicación de la población en el mismo (Ramírez Nárdiz, 2016, pp. 360-361).

			Esta opción doctrinal no pretende, por supuesto, suponer otra cosa más que una propuesta académica sujeta a debate. Como sujeto a debate se encuentra incluso el propio término democracia participativa, no siendo extraño, sino, por el contrario, bastante habitual encontrar otros como democracia directa, participación ciudadana, democracia deliberativa, etc., que se acostumbran a utilizar tanto por la legislación, como por la jurisprudencia, como por la doctrina comparadas para referirse a las mismas o a similares realidades a las que se hace referencia en este texto con la expresión democracia participativa (Ramírez Nárdiz, 2014).

			El concepto de democracia participativa que se asume en estas páginas es aquel que en gran medida surge de la doctrina participacionista de finales de los años sesenta y de los setenta, particularmente del pensamiento de autores como Habermas (1998), esto es, un concepto fundado en la búsqueda de la corrección de unos considerados excesos elitistas del modelo democrático imperante desde el final de la Segunda Guerra Mundial. Modelo que, como bien definiría Schumpeter (1971), se basaba en la competencia entre élites que se disputarían la elección popular, pero que en todo caso asumirían como común un mismo sistema tanto político (democracia representativa), como económico (capitalismo), que no acudirían a los ciudadanos más que a ratificar su elección y que incluso tendrían por positiva una escasa participación de la ciudadanía en la vida pública. Ante esto y en la voluntad de acercar el gobierno a la población, recuperar, en palabras de Habermas, el espacio público y garantizar que serían los intereses del pueblo y no los de las élites los que se impondrían, surge la democracia participativa.

			No se trata ya, por tanto, exactamente de las mismas fórmulas que podía defender Kelsen (1977) en el periodo de entreguerras, fundadas en el intento de consolidar el parlamentarismo haciendo que los ciudadanos participaran cuantas más veces mejor, ya en referendos, ya en iniciativas populares, para consolidar la joven democracia de masas asediada por los distintos totalitarismos, sino de un modelo que nace como respuesta a lo que se consideran perniciosas derivas de una democracia en exceso elitista. Por ello, la moderna democracia participativa tiene algunos rasgos particulares y diferenciados respecto a las prácticas participativas de épocas anteriores. En concreto, tiene tendencia a ser promovida de abajo arriba y no de arriba abajo, circunstancia esta última que fue la habitual con los referendos y plebiscitos previos a la Segunda Guerra Mundial. Es eminentemente local, mucho más que nacional, y así sus instrumentos acostumbran a prosperar e innovar en los ámbitos municipales, mientras que su práctica resulta casi anecdótica a escala nacional. Igualmente, se sirve cada vez más de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación para su ejercicio.

			Metodología

			En este texto se sigue un método de investigación analítico-sintético mediante el cual se parte del estudio tanto de la legislación, como de la jurisprudencia, como de la práctica de la democracia participativa colombiana, cuyo conocimiento pormenorizado se pretende para desde este elaborar una teoría general que pueda aplicarse a la comprensión de la realidad participativa colombiana, tanto pasada (desde la aprobación de la Constitución de 1991) como presente. El método seguido será, por tanto, esencialmente teórico buscando resultados igualmente teóricos.

			Resultados y discusión

			Para el estudio de la democracia participativa colombiana resulta relevante analizar su regulación, la principal jurisprudencia y la práctica más relevante.

			Regulación

			La Constitución Política de Colombia de 1991, tras indicar en su Preámbulo que el marco jurídico colombiano ha de ser participativo, apunta en su art. 1 que Colombia es una República participativa e incorpora en el art. 2 entre los fines esenciales del Estado el de facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la nación, recoge específicamente la democracia participativa en sus arts. 40 y 103. Así, en el artículo 40 (Título II: “De los derechos, las garantías y los deberes”, capítulo I: “De los derechos fundamentales”) cita siete mecanismos de participación de los ciudadanos en la conformación, ejercicio y control del poder político uniendo los propios de la democracia participativa y de la democracia representativa: 

			a)	Elegir y ser elegido.

			b)	Participar en las elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras formas de participación democrática.

			c)	Constituir partidos políticos, movimientos y agrupaciones políticas sin limitación alguna, formar parte de ellos y difundir sus ideas y programas.

			d)	Revocar el mandato de los elegidos en los casos y en el modo que establecen la Constitución y las leyes. 

			e)	Tener iniciativa en las corporaciones públicas. 

			f)	Interponer acciones públicas en defensa de la ley y la Constitución. 

			g)	Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos. 

			A su vez, el artículo 103 (título IV: “De la participación democrática y de los partidos políticos”, capítulo I: “De las formas de participación política”) enumera los instrumentos de la democracia participativa3: 

			a)	El voto 

			b)	El plebiscito

			c)	El referendo 

			d)	La consulta popular

			e)	El cabildo abierto

			f)	La iniciativa legislativa

			g)	La revocatoria de mandato

			Los distintos instrumentos participativos se regulan en el propio texto constitucional, así como, especialmente, en la ley a la que remite el art. 103 de la Constitución: la (Ley No. 134,1994)4, por la cual se dictan normas sobre mecanismos de participación ciudadana. Esta ley ha sido reformada por la Ley 741 de 2002, por la cual se reforman las leyes 131 y 134 de 1994, reglamentarias del voto programático, y por la Ley 1757 de 2015, por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la participación democrática. En detalle, esta regulación configura los instrumentos participativos de la siguiente forma:

			El referendo. Regulado en los arts. 32 a 49 de la Ley 134 y definido en el art. 3 que apunta que el referendo es la convocatoria que se hace al pueblo para que apruebe (referendo aprobatorio) un proyecto de norma o derogue (referendo derogatorio) una norma ya vigente. En el referendo aprobatorio se somete un proyecto de ley, de ordenanza, de acuerdo o de resolución local de iniciativa popular, que no haya sido adoptada por la corporación pública correspondiente, a voto popular para que este decida si lo aprueba o lo rechaza total o parcialmente. En el referendo derogatorio se somete una ley, una ordenanza, un acuerdo o una resolución local, en alguna de sus partes o en su integridad, a voto popular para que decida si la deroga o no, total o parcialmente. Los referendos pueden ser también constitucionales.

			 El referendo constitucional requiere la iniciativa del Gobierno o el respaldo de un mínimo del 5% del censo electoral y que el Congreso apruebe por ley su convocatoria por mayoría de los miembros de ambas cámaras. Para convocar un referendo no constitucional se requiere que al menos el 10% del censo electoral del ámbito territorial del que se trate lo solicite ante el registrador del Estado Civil correspondiente. Una vez este expida la certificación sobre el cumplimiento del número de apoyos y controlada con carácter previo su constitucionalidad, el gobierno territorial correspondiente convocará el referendo en ochos días. Una vez inscrito el referendo habrá un mes para inscribir otras iniciativas sobre la misma materia. Pasado este mes se abre plazo de seis meses para la recolección de firmas de apoyo a la convocatoria del referendo. El referendo debe realizarse en seis meses desde que se inscriba la solicitud para realizarlo. Para ser aprobado, el referendo requiere el voto afirmativo de más de la mitad de los sufragantes y que estos supongan más del 25% del censo electoral vigente.

			El plebiscito. Se regula en los arts. 77-80 de la Ley 134 y se define en el art. 7 que afirma que es el pronunciamiento del pueblo convocado por el presidente de la República mediante el cual apoya o rechaza una determinada decisión del Ejecutivo. La convocatoria debe contar con la firma de todos los ministros y debe versar sobre las políticas del Ejecutivo que no requieran aprobación del Congreso, excepto las relacionadas con los estados de excepción y el ejercicio de los poderes correspondientes. 

			El presidente debe informar al Congreso de su intención de convocar un plebiscito, las razones y la fecha en que se hará la votación, que no puede ser anterior a un mes ni posterior a cuatro meses, contados a partir de la fecha en que el Congreso reciba el informe del presidente. El plebiscito no puede coincidir con otra elección. Si dentro del mes siguiente a la fecha en que el presidente informe de su deseo de realizar un plebiscito, ninguna de las dos cámaras, por la mayoría de asistentes, ha manifestado su rechazo, el presidente puede convocarlo. 

			El plebiscito no puede versar sobre la duración del periodo constitucional del mandato presidencial, ni puede modificar la Constitución. El acceso de los partidos y movimientos políticos a los espacios de televisión financiados por el Estado se hace de conformidad con lo establecido para el referendo constitucional, siendo que el Gobierno tiene el mismo tiempo en televisión para expresar su opinión sobre el plebiscito. El uso de estos espacios se hace dentro de los veinte días anteriores a la fecha señalada para la votación. El pueblo decide por mayoría del censo electoral debiendo participar más del 50% del censo electoral vigente.

			La consulta popular. Regulada en los arts. 50-57 de la (Ley 134) y definida en el art. 8 como la institución mediante la cual una pregunta de carácter general sobre un asunto de trascendencia nacional, departamental, municipal, de distrito o local, es sometida por el Presidente ‒con firma de los ministros y con aceptación del Senado‒, el gobernador o el alcalde ‒con aceptación del consejo o la junta administrativa local, según el caso, a la decisión de la ciudadanía. Para ser convocada, la consulta popular nacional de origen ciudadano requiere el apoyo del 5% de los ciudadanos del censo electoral. 

			Si la consulta popular de origen ciudadano se da en los ámbitos territoriales se requiere el apoyo del 10% de los ciudadanos del respectivo censo. Las preguntas deben redactarse de forma clara, para que puedan contestarse con un sí o un no. En la consulta popular nacional, el texto de la consulta se envía por el presidente de la República al Senado para que en veinte días se pronuncie. Igualmente, el gobernador o el alcalde solicita a la asamblea, el concejo o a la junta administradora local un pronunciamiento sobre la conveniencia de la consulta en los mismos términos que la consulta nacional.

			Si es desfavorable, el gobernador o el alcalde no pueden convocar la consulta. La votación de la consulta popular nacional se debe realizar dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha del pronunciamiento del Senado de la República, o del vencimiento del plazo indicado para ello. En los demás casos, el término es de dos meses. No se pueden hacer consultas populares sobre temas que impliquen una modificación de la Constitución. La decisión de la ciudadanía en la consulta es obligatoria, pero deben ser favorables al menos la mitad más uno de los sufragios válidos emitidos y participado en la misma no menos de la tercera parte de los electores que compongan el respectivo censo electoral. 

			El Congreso a través de una ley puede demandar al pueblo que decida mediante una consulta popular si convoca una asamblea constituyente. Se considera que el pueblo aprueba la convocatoria de la asamblea constituyente si en la consulta popular se pronuncian a favor de la misma un mínimo de un tercio de todos los miembros del censo electoral.

			La iniciativa popular legislativa y normativa ante las corporaciones públicas. Regulada en los arts. 28-31 de la Ley 134 y definida en el art. 2 que indica que la iniciativa popular legislativa y normativa ante las corporaciones públicas es el derecho político de un grupo de ciudadanos de presentar proyectos de acto legislativo y de ley ante el Congreso, de ordenanzas ante las asambleas departamentales, de acuerdos ante los consejos municipales o distritales y de resoluciones ante las juntas administradoras locales y demás resoluciones de las corporaciones de las entidades territoriales para que sean debatidos y así aprobados, modificados o negados por la corporación pública correspondiente. 

			Sólo pueden ser materia de iniciativa las que sean de la competencia de la respectiva corporación. No se pueden presentar iniciativas populares en materias que sean de iniciativa exclusiva del Gobierno, de los gobernadores o de los alcaldes; presupuestales, fiscales o tributarias; relaciones internacionales; concesión de amnistía o indultos; preservación y restablecimiento del orden público. 

			Para promover una iniciativa popular de acto legislativo o de ley ésta debe estar suscrita por el 5% de los ciudadanos inscritos en el censo electoral. Debe estar suscrita por el 10% de los ciudadanos inscritos en el respectivo censo electoral si es propia de competencias de las entidades territoriales. Cuando las iniciativas populares promovidas por concejales o diputados sean de ley, requerirán de un respaldo 30% de los concejales o diputados del país. Si la corporación correspondiente no aprueba la iniciativa, los ciudadanos pueden pedir la convocatoria de un referendo con el apoyo de no menos del 10% de los ciudadanos del censo correspondiente. 

			Una vez certificado el cumplimiento de los requisitos de una iniciativa por la Registraduría del Estado Civil correspondiente, su vocero presenta dicho certificado con el proyecto de articulado y la exposición de motivos, así como la dirección de su domicilio y la de los promotores, ante la Secretaría de una de las cámaras del Congreso o de la corporación pública respectiva, según el caso. El nombre de la iniciativa, el de sus promotores y vocero, así como el texto del proyecto de articulado y su exposición de motivos, deben ser divulgados en la publicación oficial de la correspondiente corporación.

			 El vocero de la iniciativa debe ser convocado a todas las sesiones en que se tramite el proyecto y ser oído en todas las etapas del trámite, así como puede apelar si la comisión respectiva se pronuncia en contra de la iniciativa popular. Cuando la respectiva corporación no dé primer debate a una iniciativa popular durante una legislatura y esta deba ser retirada, se puede volver a presentar en la siguiente legislatura. En este caso, siguen siendo válidas las firmas que apoyan la iniciativa popular y no es necesario volver a recogerlas.

			La revocatoria de mandato. Se regula en los arts. 64 a 76 de la Ley 134, así como en la Ley 131. Mediante la revocatoria los ciudadanos dan por terminado el mandato que han conferido al gobernador o al alcalde. Debe solicitarse ante la Registraduría Nacional mediante un memorial que suscriban los ciudadanos en número no inferior al 30% del total de votos que obtuvo el elegido. La revocatoria solo puede iniciarse cuando haya transcurrido un año como mínimo desde la toma de posesión del gobernador o el alcalde. Se debe hacer la solicitud de revocación exponiendo los argumentos por los que se solicita (insatisfacción general de los votantes o incumplimiento del programa de gobierno del mandatario). 

			Expedida la certificación que apruebe la solicitud de realizar la revocatoria, la votación se realiza en un plazo de dos meses. El mandato del gobernador o del alcalde es revocado si la votación es aprobada en el pronunciamiento popular por la mitad más uno de los votos ciudadanos que participen en la respectiva convocatoria, siempre que el número de sufragios no sea inferior al 40% de la votación válida registrada el día en que se eligió al respectivo mandatario5.

			Si la revocatoria no tiene éxito, no puede volver a convocarse otra en el mismo mandato del gobernador o alcalde. Si tiene éxito, y previo informe del resultado positivo al presidente de la República o el gobernador respectivo, la remoción del mandatario es inmediata y en los dos meses siguientes se celebrarán elecciones para la elección del sustituto. Durante estos sesenta días, el presidente de la República o el gobernador nombra un encargado del mismo partido del mandatario revocado para ejercer sus funciones. 

			Puede inscribirse como candidato a sucesor cualquier ciudadano que cumpla los requisitos constitucionales y legales para ello, de conformidad con lo establecido en las normas electorales generales, a excepción del mandatario que ha renunciado o al que le ha sido revocado el mandato.

			El cabildo abierto. Regulado en los arts. 81-90 de la Ley 134 y definido por el art. 9 que considera que el cabildo abierto es la reunión pública de las asambleas departamentales,6 los concejos distritales, municipales o las juntas administrativas locales, en la cual los habitantes pueden participar directamente a fin de discutir asuntos de interés para la comunidad. Es obligación del gobernador o alcalde, según el caso, asistir al cabildo abierto. 

			En cada periodo de sesiones deben celebrarse al menos dos sesiones para estudiar asuntos propuestos por los residentes. Estos asuntos deben ser competencia de la corporación ante la que se presenten (departamento, municipio, distrito, localidad, comuna o corregimiento). Para que un asunto sea discutido en cabildo abierto la propuesta debe estar apoyada con las firmas del 5 por mil del censo electoral y la petición deberá ser presentada con no menos de 15 días de anticipación a la fecha de inicio del periodo de sesiones.

			Las organizaciones civiles pueden participar, así como todo aquel que tenga interés en las materias que se traten, teniendo derecho a ser oídos el vocero de quienes solicitaron el cabildo y todos los que se inscriban con un mínimo de tres días de anticipación y presenten un resumen escrito de su intervención. Puede ser materia de cabildo abierto cualquier asunto de interés para la comunidad. No pueden serlo los proyectos de ordenanza, acuerdo o resolución local. Si la materia del cabildo afecta específicamente a una localidad, corregimiento o comuna, el cabildo puede sesionar en cualquier sitio de ésta, con la presencia del respectivo concejo municipal o distrital, o la junta administradora local. Las asambleas departamentales, los concejos municipales o distritales, o las juntas administradoras locales, deben dar amplia difusión de la fecha, el lugar y los temas del cabildo abierto.

			 Se debe ordenar la publicación de dos convocatorias en un medio de comunicación idóneo. Terminado el cabildo, en la semana siguiente, en audiencia pública, el presidente de la corporación debe dar respuesta escrita y razonada a los planteamientos y solicitudes de la población. Si se trata de un asunto relacionado con inversiones públicas municipales, distritales o locales, la respuesta debe dar el orden de prioridad de estas dentro del presupuesto y los planes correspondientes. 

			El cabildo abierto puede utilizarse para controlar a los funcionarios municipales y distritales, pues por solicitud de los promotores del cabildo o por iniciativa de los voceros, previa proposición aprobada por la corporación, puede citarse a funcionarios municipales o distritales, con cinco días de anticipación, para que concurran al cabildo y para que respondan, oralmente o por escrito, sobre hechos relacionados con el tema del cabildo siendo la desatención inmotivada, causa de mala conducta.

			Jurisprudencia

			La jurisprudencia constitucional colombiana sobre democracia participativa comienza con las sentencias C-180/1994, de 4 de abril de 1994 y C-011/1994, de 21 de enero de 1994, siendo sus objetos respectivamente la Ley No. 134 de 1994 y la Ley N° 131, 1994. La sentencia C-180/1994, cuyo magistrado ponente fue Hernando Herrera Vergara, definió la democracia participativa y puso la base de la posterior jurisprudencia constitucional: 

			En la democracia participativa el pueblo no sólo elige sus representantes por medio del voto, sino que tiene la posibilidad de intervenir directamente en la toma de ciertas decisiones, así como la de dejar sin efecto o modificar lo que sus representantes en las corporaciones públicas hayan adoptado, ya sea por convocatoria o por su propia iniciativa, y la de revocarle el mandato a quienes han elegido […] implica la ampliación cuantitativa de oportunidades reales de participación ciudadana, así como su recomposición cualitativa en forma que, además del aspecto político electoral, su espectro se proyecte a los planos de lo individual, familiar, económico y social.

			1.	La jurisprudencia constitucional colombiana sobre democracia participativa se ha mantenido esencialmente uniforme en los últimos veinte años desde sentencias como la C-180/1994 a las más recientes como la C-150/2015. Su contenido ha girado en todo momento alrededor de una serie de puntos tales como: 

			2.	La consideración de la participación como uno de los elementos nucleares de todo el modelo constitucional surgido de 1991, herramienta para la profundización democrática y la creación de un verdadero estatus ciudadano democrático y participativo. Así, la participación no se concibe como un concepto estrictamente político, sino como un principio que debe extenderse a todos los ámbitos legislativos y sociales.

			3.	Tener a la democracia participativa como herramienta para lograr una auténtica soberanía popular (Sentencia SU-1122/2001).

			4.	Entender la democracia participativa como un complemento, pero nunca como un substitutivo de la representación. La democracia participativa complementa, enriquece y amplía la democracia representativa, pero no pretende substituirla, ni eliminarla (Sentencia C-141/2010).

			5.	Utilizar la democracia participativa como una herramienta contra la corrupción y de control de la administración pública y para lograr una mayor eficiencia política. Pues la participación no pretende solo aumentar la intervención de los ciudadanos en la toma de decisiones públicas, sino también mejorar el control sobre los gobernantes7.

			Se plantea la democracia participativa más como un límite al poder del Estado, que como estrictamente un derecho de los ciudadanos, siendo su función la protección de las minorías frente a las mayorías (Sentencia C-150/2015).

			La jurisprudencia constitucional, en sentencias como la C-150/2015, profundiza en el análisis de la democracia participativa llegando a clasificar los instrumentos participativos en instrumentos de conformación de la voluntad popular, de ejercicio de esta y de control del poder político, o determinando si son altamente participativos o poco participativos, siendo tal vez lo más significativo que ratifica la crucial importancia que la Constitución le da a la participación llegando a indicar que el listado de instrumentos participativos no se agota con aquellos recogidos en la Constitución, sino que puede haber otros no contemplados en la regulación y que surjan del ser expansivo de la democracia.

			Habiendo sido la jurisprudencia constitucional sobre democracia participativa notablemente homogénea surge la pregunta de si podría cambiar en un futuro. Como dicen Cárdenas y Naranjo (2012), “en materia constitucional las cuestiones tratadas son resueltas tomando como base una normatividad generalmente elástica, abierta e incluso ambigua, lo cual evidencia que en esta área del Derecho existe un amplio margen de apreciación para los jueces”. No obstante, un supuesto cambio jurisprudencial parece improbable, tanto por la constante jurisprudencia de la Corte en los últimos veinte años, como por la importancia tan evidente que la Constitución de 1991 le da a la participación. Por el contrario, parece previsible que la jurisprudencia se mantenga en la misma línea y que las sucesivas sentencias repitan muchos argumentos ya dados en las anteriores. Este fenómeno se puede observar en sentencias tan distantes en el tiempo como la C-180/1994 y la C-150/2015. 

			Práctica

			La práctica de la democracia participativa en Colombia es, en líneas generales, muy escasa en el ámbito nacional y más abundante, sin tampoco serlo en exceso, en el ámbito local. Así, por ejemplo, en el año 2013 hubo en Colombia 128 instrumentos participativos en el conjunto de todos los departamentos del país, de los cuales 89 fueron cabildos y 34 revocatorias. Solo dos consultas, dos referendos y una iniciativa popular (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2017). Por instrumentos, la práctica más destacada ha sido la siguiente: 

			Referendo. El único8 referendo de ámbito nacional realizado en Colombia desde la aprobación de la actual Constitución de 1991 fue el Referendo contra la corrupción, el desparrame de las finanzas públicas y para fortalecer la democracia, de 25 de octubre de 2003. Buscaba reformar la Constitución en materia fiscal, económica, entes de control y corrupción. No se aprobó. Los resultados fueron negativos para el Gobierno del presidente Uribe, pues de las quince reformas constitucionales votadas solo se aprobó una, la relativa a la “muerte política”, la que prohibía a personas condenadas por corrupción ser candidatos para cargos públicos o ser adjudicatarios de contratos públicos. Las otras catorce propuestas de reformas (sobre materias como los límites de las pensiones estatales o el congelamiento de los salarios de los funcionarios públicos) no fueron aprobadas al no alcanzar los umbrales de participación mínima necesarios (BBC Colombia, 2003). 

			No obstante, aunque este haya sido el único referendo realizado, no ha sido el único que se ha intentado efectuar. Ha habido intentos sobre materiales tales como (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2017): el desarme ciudadano en 2003, el régimen de transferencias en 2007, la reelección presidencial, el agua potable y la cadena perpetua para abusadores de niños en 2008, la dignidad y las garantías laborales en 2010, revocación del Congreso en 2012, etc. Todas estas convocatorias de referendo fracasaron, bien por no reunir los apoyos suficientes, bien por no obtener la aprobación del Congreso, bien por no superar la revisión de la Corte Constitucional.

			Plebiscito. Más allá de las preguntas de octubre de 1996 y octubre de 1997 tituladas Mandato de los niños por la paz y Mandato ciudadano por la paz, que no pueden ser tenidas por plebiscitos. El único plebiscito celebrado en Colombia con la actual regulación tuvo lugar en octubre de 2016 para ratificar los acuerdos de paz con las FARC. Después de varios años de negociaciones ‒2012/2016‒ y tras un primer intento de conducir la ratificación popular de los acuerdos por vía de referendo (para regular el cual se aprobó el Proyecto de Ley Estatutaria No. 063 de 2013 Senado, 073 de 2013 Cámara, por medio del cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del Conflicto Armado), específicamente para regular este plebiscito se tramitó el proyecto de Ley Estatutaria 156 de 2015, aprobado finalmente como Ley Estatutaria 1806 de 2016 (agosto 24), por medio de la cual se reguló el plebiscito para la refrendación del acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera. 

			Esta norma modificó algunos aspectos de la regulación general del plebiscito para la pregunta del 2 de octubre de 2016, particularmente la reducción del quorum necesario de más del 50% al 13% del censo electoral vigente (“Se entenderá que la ciudadanía aprueba este plebiscito en caso de que la votación por el sí obtenga una cantidad de votos mayor al 13% del censo electoral vigente y supere los votos depositados por el no”) y el carácter vinculante del resultado del plebiscito. La pregunta del plebiscito fue: ¿Apoya usted el acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera? La votación se realizó sin incidentes reseñables el 2 de octubre de 2016. Votaron 13.06 millones de colombianos (37.43% de participación, 62.57% de abstención). El no ganó con un 50.21% (6.43 millones de votos) frente a un 49.78% (6.37 millones de votos ‒el umbral aprobatorio del 13% estuvo en 4.53 millones de votos‒) del sí (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2017).

			Consulta popular. No ha habido ninguna consulta popular de ámbito nacional en Colombia estando vigente la actual Constitución. Sin embargo, sí que las ha habido a nivel local y son cada vez más relevantes por las materias que en las mismas se trata. Ejemplo de esto es la consulta popular del municipio de Piedras (Tolima), donde el 28 de julio de 2013 se votó sobre la minería y sus efectos en el medioambiente local: 

			¿Está de acuerdo, como habitante del municipio de Piedras, Tolima, que se realice en nuestra jurisdicción actividades de exploración, explotación, tratamiento, transformación, transporte, lavado de materiales, provenientes de las actividades de explotación minera aurífera a gran escala, almacenamiento y el empleo de materiales nocivos para la salud y el medio ambiente, de manera específica el cianuro y/o cualquier otra sustancia o material peligroso asociado a dichas actividades y se utilicen las aguas superficiales y subterráneas de nuestro municipio e dichos desarrollos o en cualquier otro de naturaleza similar que pueda afectar y/o limitar el abastecimiento de agua potable para el consumo humano, la vocación productiva tradicional y agrícola de nuestro municipio?

			De un censo de cinco mil personas, tres mil votaron en contra de las actividades mineras y apenas unas pocas decenas a favor (Garcés Villamil y Rapalino Bautista, 2015, pp. 52-62). Los efectos fueron escasos al ser competencia del Gobierno Nacional la actividad minera. No fue esta la única consulta popular sobre materia medioambiental y explotación de recursos naturales, pues ha habido otras como las de Tauramena y Monterrey en el departamento de Casanare (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2017).

			Iniciativa popular. La mayoría de las iniciativas no concluyen el proceso y terminan en alguna de las etapas del mismo. Así, por citar algunos ejemplos, la iniciativa de 2005 de modificación del régimen constitucional de los servicios públicos domiciliarios (obtuvo casi 1.8 millones de firmas, pero no prosperó en el Congreso); la iniciativa de 2006 de modificación del Decreto Ley 2535 de 1993, por el cual se expiden armas, municiones y explosivos (obtuvo casi 1.5 millones de firmas, pero no prosperó en el Congreso); la iniciativa de 2010 de reglamentar la organización y prestación del servicio público de transporte terrestre automotor colectivo para el municipio de Tunja (fue retirada en el Concejo Municipal de Tunja en 2010); la iniciativa de 2012, por la que se busca prohibir la circulación del carbón, se detalla la reglamentación de los fondos locales de desarrollo, se adoptan medidas respecto de la contribución de valorización y respecto de la mujer, juventud, movilidad, ambiente, educación, salud, vivienda, damnificados y deslizamientos, cultura y deporte, y se dictan otras disposiciones (no se aprobó por faltarle apoyos válidos suficientes) (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2017).

			Revocatoria de mandato. Sin practicarse con excesiva fruición, la revocatoria es, sin embargo, uno de los mecanismos participativos que más se intenta poner en marcha por los ciudadanos colombianos, si bien con resultados rara vez satisfactorios para sus deseos de revocar el mandato de los alcaldes o gobernadores. Así, por ejemplo, en el año 2013 hubo en Colombia más de treinta revocatorias, pero sólo dos prosperaron (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2017). Tal vez, el intento de revocatoria más mediático que haya habido en Colombia haya sido el del alcalde de Bogotá, (Gustavo Petro), la cual comenzó en 2013, consiguió recoger varios cientos de miles de firmas (641.707, entregadas el 18 de abril de 2013, de las que se validaron 357.250, siendo el umbral mínimo necesario 289.263 y siendo 1.234.214 el total de votos requerido para aprobar la revocatoria) pero finalmente no prosperó al ser destituido el alcalde en diciembre de 2013 (fue repuesto en el cargo en 2014) por la Procuraduría General de la Nación. La fecha de la votación hubiera sido el 6 de abril de 2014 (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2017). 

			Cabildo abierto. El cabildo abierto es el instrumento participativo más ejercitado en Colombia. Así, en 2013 de 89 cabildos puestos en marcha 48 fueron aprobados, lo que supuso un porcentaje del 54% (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2017). Algunos ejemplos de cabildos podrían ser el de Cartagena de 2015 (Meza Altamar, 2015), que reunió más de ocho mil firmas y que buscaba encontrar soluciones al problema del suministro eléctrico, o el de Bucaramanga de 2011, realizado sobre educación especial, inclusiva y discapacidad (Ministerio de Educación Nacional, 2011).

			Explicación del desarrollo de la democracia participativa colombiana

			La regulación colombiana en materia de democracia participativa es generosa. La Constitución de 1991 la regula explícitamente, contempla varios instrumentos y da la posibilidad a los ciudadanos de iniciar la mayoría de ellos. La jurisprudencia constitucional respalda esta regulación y se manifiesta claramente a favor de la democracia participativa. Esta apuesta por la participación es perfectamente comprensible si se valora el marco en el que surgió la Constitución. Hija como fue de un movimiento popular (la Séptima Papeleta), resulta comprensible que apostara por aquello que le había dado la vida: la participación. Sin embargo, y aun y todo lo dicho, la práctica participativa colombiana es escasa. Las cifras dadas en el epígrafe anterior corroboran que a nivel nacional es casi inexistente y, aunque a nivel local es más popular, su práctica tampoco es excesivamente elevada en este ámbito territorial. 

			Del análisis de la regulación, jurisprudencia y práctica de la democracia participativa colombiana se puede sacar, casi de inmediato, la explicación a por qué siendo la regulación aceptablemente rica y variada y la jurisprudencia notablemente favorable, por el contrario, la práctica es relativamente escasa. Esta explicación se encuentra en la regulación de desarrollo materializada en la Ley N° 134 de 1994 y los porcentajes de participación que exige. Existe un fuerte contraste entre los altos porcentajes necesarios tanto para iniciar un instrumento participativo, como para aprobarlo, y los bajos niveles de participación del electorado colombiano. La necesidad de contar con apoyos populares elevados en un país cuya ciudadanía participa poco en los procesos electorales lleva inevitablemente a que muchos instrumentos participativos fracasen antes de comenzar por falta de apoyos suficientes o, una vez empezados, por carencia del respaldo mínimo. 

			Basta, por ejemplo, con comparar el número de revocatorias que se intentan poner en marcha cada año, con el reducidísimo número de ellas que finalmente se materializa para comprobar lo dicho. El legislador es perfectamente consciente de este fenómeno y, por ello, las reformas de la Ley 134 de 1994 han ido en la dirección de reducir los porcentajes requeridos facilitando el inicio y buen fin de los instrumentos participativos (nuevamente, la revocatoria es un buen ejemplo: los iniciales porcentajes del 40% para iniciar, 60% para aprobar y 60% de participación mínima, se han reducido hasta los actuales 30% para iniciar, la mitad más uno para aprobar y 40% de participación mínima). La prueba más significativa del conocimiento del legislador de esta situación se pudo ver en el plebiscito de 2016, para el que se aprobó una legislación específica que redujo la participación mínima del 50% al 13% del electorado. Cifra extraordinariamente baja y que muestra el temor que existía a que el plebiscito no fuera aprobado por falta de participación.

			El problema que Colombia tiene con la democracia participativa es, por tanto, un problema de regulación de desarrollo. Si bien la Constitución apuesta por la participación, la Ley 134 es notablemente más timorata y, aunque las sucesivas reformas han relajado diversos porcentajes, aún siguen siendo altos en un país en el que gran parte de la población no acude a las citas electorales. Mientras esto siga así, y no se reduzcan los porcentajes y simplifiquen los requisitos, es muy probable que la democracia participativa colombiana no acabe nunca de despegar.

			Conclusiones

			La democracia participativa colombiana es paradójica. Si bien su desarrollo constitucional y jurisprudencial es notable, su regulación legal modera enormemente la intensa voluntad participativa que demostró el constituyente y que ha mantenido la Corte Constitucional. La explicación de por qué la legislación para la Ley 134, impuso unos porcentajes y unos requisitos que, en la práctica, limitaron en mucho las capacidades participativas de la sociedad colombiana excede el presente estudio jurídico y se adentra en análisis políticos, sociológicos y hasta económicos que no corresponden a este texto. No obstante, desde las presentes líneas sí se puede exponer el hecho jurídico objetivo: frente a una regulación constitucional amplia y una jurisprudencia voluntariosa, el ejercicio de la democracia participativa es escaso, cuando no inexistente según el instrumento y el ámbito territorial del que se trate. 

			Buscando la causa de que gran parte de los intentos participativos no culminen, surge poderosa la habitual falta de apoyos populares suficientes ya para iniciarlo, ya para culminarlo. Pero no porque el ciudadano no se movilice en unos mínimos números, sino porque la movilización que exige la legislación, aun y las reformas introducidas de 1994 a 2015, es excesiva. 

			Excesiva para cualquier país, pero especialmente para uno como Colombia que no se caracteriza por una participación electoral elevada. Es, por tanto, la regulación legal la explicación jurídica más visible (y, quizás también, la más sencilla de corregir) del escaso éxito participativo colombiano, lo cual resulta aún más chocante desde el contraste con la regulación y la jurisprudencia constitucional. Tal vez, y aunque no deje de ser una anécdota, donde mejor quede definida la experiencia colombiana con la democracia participativa sea en su proceso constituyente de 1991, del cual surgió una Constitución muy participativa que, sin embargo, no fue sometida a ratificación popular.
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			Apuntes para el escenario de desarme, desmovilización y reintegración de las Farc: el temor a repetir el fenómeno de las bacrim1

			Donaldo Villegas Tamara2 

			Resumen

			Las expectativas sobre la implementación de los acuerdos de paz concertados con las Farc son realmente altas, especialmente en lo que respecta a sus dispositivos orientados a desactivar las acciones bélicas, esto es, el Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR) de ese grupo. No obstante, no es la primera vez que Colombia enfrenta un escenario similar, con las AUC; en años anteriores se produjeron frustraciones y lo que muchos consideran un fracaso: el surgimiento de las bandas criminales (bacrim). Ahora, ante un proceso de DDR que empieza a implementarse con las Farc, surge la duda sobre los riesgos de repetir los yerros. El presente artículo profundiza en los elementos oportunos para analizar comparativamente ambos contextos, depurando de ello algunos riesgos importantes a tener en cuenta. 

			Palabras clave: desarme, desmovilización y reintegración, Farc, bacrim, Acuerdo de paz. 

			Abstract

			The expectations about the implementation of the peace agreements reached with the Farc are very high, especially those regarding to their disarmament, disarmament, demobilization and reintegration (DDR) devices. However, it is not the first time that Colombia faces a similar scenario, with the AUC in previous years there were frustrations and what many people consider a failure: the emergence of criminal gangs (bacrim); beside that, in a process of DDR that begins to be implemented with the Farc arises the doubt on the risks of repeating mistakes. The present article delves into the opportune elements to comparatively analyze both contexts, thus debugging some important risks to be taken into account

			Keywords: disarmament, demobilization and reintegration, Farc, criminal gangs, peace agreement.

			Introducción

			Sea lo primero indicar que Colombia se encuentra en un momento coyuntural, debido a los acuerdos de paz adelantados con uno de los grandes actores del conflicto armado interno como lo son las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (Farc); y es que, más allá de las circunstancias, se encuentra ante el desafío de generar estabilidad en el Estado de derecho y el imperio de la ley (rule of law) más que desde la coacción a partir de la resolución pacífica de los conflictos sociales (Sañudo Ospina, 2017). De allí que el momento actual reviste una responsabilidad en manos de la sociedad civil, la cual consiste en no olvidar las experiencias vividas, luego del proceso de desmovilización, desarme y reintegración de las autodefensas o grupos paramilitares en 2005; en ese sentido, es necesario que se planteen estrategias que no permitan la repetición de errores que condicionen el proceso de Desarme, Desmovilización y Reintegración (en adelante, DDR) a adelantar con las Farc. 

			Uno de los posibles efectos a los que más se teme es la mutación del conflicto interno, específicamente en relación con los miembros de las Farc y una posible conversión al crimen organizado, como sucedió con el surgimiento de las “bandas criminales” (en adelante, bacrim), luego del desarme de los grupos paramilitares como las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) (Saravia Caballero, 2014). Es apenas evidente que asumir los costos de la justicia transicional y el proceso de DDR para obtener un aumento del crimen organizado perturba las finalidades que inspiran estos mecanismos y encarece el costo de transacción que debe asumir el Estado colombiano por reafirmar sus instituciones. 

			Por lo anterior, el presente trabajo constituye un análisis sobre los aspectos básicos de los procesos de DDR y algunas de las particularidades dadas en el caso de las AUC y ahora en el de las Farc; resaltando los aspectos negativos que llevaron a la constitución de las bacrim en el proceso con las AUC, con el fin de que sean tenidos en cuenta en los esfuerzos y estrategias futuras frente a las Farc, una vez acontezca su reintegración en la sociedad civil colombiana.

			Metodología

			La presente investigación es de naturaleza socio-jurídica, en tanto la formulación y resolución del problema que la orienta tiene una visión interdisciplinar y no solo sobre fenómenos normativo-jurídicos. Su enfoque es el cualitativo y por ello las principales técnicas empleadas son las de recolección y análisis documental; de ello también se infiere que las fuentes empleadas son secundarias. 

			El objetivo primordial del trabajo es el análisis comparativo de los procesos de DDR adelantados con las AUC y el que actualmente se ejecuta con las Farc. Para poder desarrollar dicho análisis, en primera medida se realizará un examen del contexto del conflicto colombiano y el fin de las acciones bélicas, esto es, los procesos de Desmovilización, Desarme y Reintegración (DDR); posteriormente, se plantearan algunas generalidades sobre las bacrim, y cómo ellas son producto de algunas inconsistencias en el proceso de DDR., específicamente del caso de las AUC, y finalmente se plantearan los posibles resultados que traiga el proceso de DDR frente a las Farc, desde lo planteado para la dejación de las armas en el texto del acuerdo de paz suscrito con el Gobierno colombiano y que actualmente se encuentra en implementación.

			Discusión

			El contexto del conflicto colombiano y el fin de las acciones bélicas: desmovilización, desarme y reintegración

			Mucho se ha escrito sobre la crudeza del conflicto armado interno colombiano, y no es para menos. En efecto, su duración de más de medio siglo, aunado a las particularidades que reviste, plantea la necesidad de ponerle punto final, especialmente cuando el enfrentamiento en el campo militar si bien ha rendido esfuerzos, ha significado altos costos para la población civil y en general para el tejido social (Trejos, 2016). Algunas de esas particularidades, que también están asociadas a la duración de los enfrentamientos, residen en los posibles intereses económicos que hoy implica la guerra para algunos actores: 

			[…] la teoría económica del conflicto, para sostener que el conflicto armado colombiano es el triste resultado de la acción local de actores armados y no armados, que se adaptaron a la supervivencia con elevados niveles de incertidumbre, poca solidaridad y ausencia de normas que regulen las relaciones entre los individuos. Estos autores sostienen que las guerrillas nacieron en contextos de injusticia y violencia, pero esconden fines primordialmente económicos, de ahí que se beneficien más de la guerra que de la paz. (Trejos, 2013, p. 62)

			Si bien no es posible atribuirle la extensión del conflicto interno colombiano en el territorio y el tiempo exclusivamente a meros intereses económicos, en tanto varias de las razones estructurales de este, como la debilidad de construcción de la nación colombiana y su relación con la institucionalidad estatal o el modelo de desarrollo hiperelitizado y de espaldas a los sectores populares y campesinos son complejas y determinantes (Uribe Lopez, 2013), no puede ocultarse que el narcotráfico y las distintas formas de financiación de naturaleza ilegal constituyen una motivación para continuar las acciones bélicas. Ahora, los intereses económicos no son solo los que poseen los actores ilegales, pues la industria de la guerra asociada al Estado también genera intereses que suelen entrar en pugna cuando se amenaza su sostenibilidad como en cualquier otra actividad productiva. Todo lo anterior encuentra ejemplo en los lineamientos del Plan Colombia, que condensa la idea de lucha contrainsurgente y la lucha contra las drogas, identificando el factor financiación y los intereses que este produce como un “alargador” de las acciones bélicas. Sin embargo el abordaje hecho por este programa parte desde una perspectiva sesgada, pues considera al narcotráfico como la esencia de los enfrentamientos ignorando las verdaderas causas estructurales y reduciéndolo, ya que la aparición del narcotráfico como modelo de financiación es un factor sobreviniente que incursionó casi dos décadas después del inicio de los enfrentamientos y no una causa estructural, así como tampoco fue practicada solo por los grupos insurgentes, sino también por los grupos de autodefensa: 

			The Colombian armed conflict began in the 1960s and, after a long period in hibernation during which its growth was precarious and limited to a few rural areas, especially colonisation zones at the frontiers of agricultural expansion, the rebel groups (FARC, ELN and illegal self-defence forces specifically) began a process of accelerated growth in the 1980s. This numerical growth and territorial expansion, as well as a significant increase in their capacity for military action, was linked to their new economic prosperity. This prosperity came from the exploitation of legal and illegal exports, without directly participating in them and thus without incurring the direct costs of military activity. (Díaz & Sánchez, 2004)

			Lo más peligroso de la extensión de duración y cobertura del conflicto, en donde el narcotráfico y los intereses económicos explican solo una parte, es que se conjuga con algunos otros que tienen efectos devastadores en la sociedad, como por ejemplo la asimetría del conflicto, entendiendo este concepto como la diferencia entre medios materiales y combatientes de los intervinientes, que comúnmente llevan a la inclusión de la población civil como afectada; o la no convencionalidad de la confrontación armada, derivada del uso de la guerra de guerrillas como táctica operativa principal, sin contar con el uso indiscriminado de explosivos y de minas antipersonas que, teniendo en cuenta el alto grado de participación involuntaria de la población civil, termina haciendo más daño a quienes no están envueltos en la disputa (Trejos, 2013).

			No siendo poco lo que se ha referido hasta el momento, las facciones que históricamente se han enfrentado son tanto antisistémicas como prosistémicas (Uprimny & Saffon, 2008), es decir, además de existir grupos insurgentes que van contra el orden constitucional y la estructura política dominante, como las guerrillas del ELN y las Farc, también se presentaron grupos paramilitares, los cuales tienen como principal objetivo la defensa y justicia privada, casi siempre impulsada por intereses económicos, en el caso colombiano las llamadas AUC, que de alguna forma comparten finalidad con la fuerza pública. A todo esto debe sumársele la influencia y penetración del narcotráfico y la dinámica de los carteles de la droga, no solo como mecanismo de financiación, sino como laboratorio de organización criminal de estos grupos que los acercó cada vez más a la delincuencia organizada y los alejó de ideologías; frente a ello es oportuno mencionar que tales conocimientos provienen de toda la incursión urbana de los carteles en la décadas de los ochenta, resaltándose la práctica de cooptar las instituciones, lo cual fue bien aprendido y aplicado por los paramilitares, como lo demuestra el fenómeno parapolítico. 

			Como estas afirmaciones pueden hacerse muchas más que revelan la gravedad del conflicto, pero una de las más relevantes tiene que ver con uno de sus resultados históricos: la sociedad colombiana ha empezado a construirse desde el ejercicio de la violencia y actualmente la percibe como algo aceptable y normal:

			En Colombia, los altos niveles de violencia con fines políticos están lejos de desintegrar o fracturar profundamente la estabilidad social o institucional, ya que la sociedad en general ha logrado soportar la violencia en niveles superiores a los aceptados en contextos sociales europeos, normalmente pacíficos. La sociedad colombiana se ha adaptado a la violencia que contra ella se ejerce, absorbiéndola e integrándola a sus estructuras, pasando de este modo a ser una variable activa de su ordenamiento social. (Trejos, 2012, p. 50)

			Las justificaciones para dejar atrás el conflicto, como ha quedado evidenciado, abundan, pero el camino hasta la consecución de una convivencia pacífica no se agota en la disposición estatal y de los actores o el uso del discurso de la paz, sino que requiere enfrentarse a los procesos de justicia transicional que sean adecuados para el medio específico. En ese contexto es oportuno mencionar que la finalización de un conflicto armado interno en cualquier Estado, si no es producida por la dinámica beligerante, debe tener en cuenta la importancia de la desarticulación de la capacidad armada de las partes en disputa, especialmente de aquellas que no corresponden a la fuerza pública, a quien se le atribuye el monopolio legítimo de estas. Es aquí cuando cobra importancia hablar de DDR como estrategia de construcción de paz. Cabe resaltar que la acepción DDR y lo que ella implica es de reciente popularización inclusive en el contexto internacional3; pero con ocasión de sus aportes y utilidad se han generado importantes desarrollos que actualmente lo ubican como un punto de discusión necesario en la aplicación de marcos de justicia transicional (Negociaciones de Paz, 2014).

			La DDR es un proceso que implica no solo la neutralización de la capacidad armada de las estructuras beligerantes, esto es, el mero desarme, también lleva implícito el deber de desarticular la organización mediante la cual se ejerce la violencia y lo que podría tenerse como más importante, la asistencia a los excombatientes4 para que inicialmente se reinserten y a largo plazo se reintegren a la vida civil, procurando que este proceso sea lo menos traumático posible y en un contexto en el que pueda procurarse que no se reincida en actividades beligerantes e inclusive delictivas. La ONU la ha definido como: 

			Hoy, la ONU define el DDR como el proceso de “remoción de armas de las manos de los combatientes, el retiro de los combatientes de estructuras militares, y la asistencia a estos para reintegrarse social y económicamente en la sociedad mediante formas de vida civiles”. También lo describe como “un proceso complejo con dimensiones políticas, militares, de seguridad, humanitarias y socioeconómicas” cuya finalidad última es “encarar los desafíos de seguridad del postconflicto que resultan de dejar a los excombatientes sin medios de subsistencia o redes de apoyo, diferentes a los de sus excompañeros, durante el crítico periodo de transición del conflicto a la paz y el desarrollo”. Más adelante, acota que “aunque gran parte del DDR se centra en excombatientes los principales beneficiarios deberían ser en últimas una comunidad más amplia” (Instituto de Estudios Geoestratégicos y Asuntos Políticos - Iegap, 2013)

			Siguiendo a las Naciones Unidas (2013), se entiende que el DDR ocurre en distintas fases, en el orden que lo indica su nombre: la primera fase de desarme corresponde a la documentación del material de guerra y su adecuada disposición, esto equivale a la neutralización logística del grupo armado; la segunda fase es la desmovilización y tiene que ver con el desmantelamiento de la organización armada, lo que implica normalmente su concentración y eventual procesamiento en donde se neutraliza la capacidad operativa; la fase de desmovilización a su vez contiene una transición llamada reinserción, que es la ayuda o asistencia que se le brinda a los excombatientes para afrontar la próxima fase: la reintegración. La reinserción es de carácter temporal y con ella se busca que se cubran las necesidades básicas de los desmovilizados para que a largo plazo, y con la participación de la comunidad, los combatientes puedan adquirir nuevamente un estatus civil (Escola de Cultura de Pau, 2011).

			Ahora, si bien parecen haber desarrollos y consensos importantes sobre lo que significa el proceso de DDR, ello no implica que tales desarrollos se hayan obtenido de forma pacífica. Aún más, la aparición de los llamados los Estándares Integrados para el Desarme, Desmovilización y Reintegración (IDDRS, por sus siglas en inglés), de la ONU, provienen de una serie de fracasos en la implementación de esta estrategia (Instituto de Estudios Geoestratégicos y Asuntos Políticos - IEGAP, 2013). Inclusive Colombia ha participado en la discusión con la Contribución de Cartagena al DDR (CCDDR/2009) (Negociaciones de Paz, 2014) con aportes tan interesantes como el de un enfoque menos militarista del proceso. 

			Lo cierto es que la existencia de los procesos de DDR o su implementación, e incluso la existencia de estándares, no representan o aseguran su éxito. Para el contexto del caso colombiano, podemos iniciar por revisar el antecedente del proceso de DDR de las AUC, con la Ley 975 de 2005 o Ley de Justicia y Paz. Tal como afirma Uprimny (2012), la Ley de Justicia y Paz (en adelante, LJP) es la muestra de cómo un Estado se apropia y contextualiza las herramientas de justicia transicional, por lo que es normal que existan discusiones sobre posible impunidad y los principios de verdad, justicia, reparación y no repetición, especialmente cuando en la desmovilización y desarme se cometieron varias omisiones, una de ellas referida a la existencia de un número de combatientes residuales bastante alto, es decir, integrantes de las autodefensas que no ingresaron a los mecanismos que la ley contempló: 

			Esta residualidad de la LJP ha sido fuertemente criticada por organizaciones de derechos humanos (Gallón, Reed y Lleras, 2007). Ahora bien, en principio es razonable que sólo un número limitado de paramilitares entren al proceso más complejo de la LJP que al trámite simplificado del indulto, pues no sólo muchos combatientes rasos pudieron no tener involucramiento en crímenes atroces sino además debido a la capacidad limitada del sistema judicial. El problema serio ha sido que las autoridades prácticamente no realizaron ninguna labor de verificación, siquiera mínima, sobre esos paramilitares rasos, con lo cual no sólo el Estado colombiano desaprovechó una fuente de información valiosa sobre la dinámica del paramilitarismo sino que, además, es muy posible que un buen número de esos combatientes haya tenido responsabilidades muy serias en crímenes atroces. (Uprimny, 2012, p. 76)

			Las críticas que se ciernen sobre esta ley no son las únicas, pero sí resultan importantes. De un lado, se observa que la LJP y sus inconvenientes en relación con el DDR es solo una muestra de lo complejo que pueden ser ese tipo de procesos en Colombia, que frecuentemente se ven ligados a asuntos burocráticos o a trampas asistencialistas que terminan perjudicando la finalidad intrínseca de la herramienta: 

			Así, lo que en un inicio puede nombrarse de manera sencilla como DDR, para el caso colombiano, claramente evidencia su complejidad. Son rutas diversas y a veces hasta contradictorias, en las cuales las excepciones son constantes; inscritas en un conflicto armado vigente, acuden cada vez con más frecuencia a criterios de favorabilidad. En muchos casos, hacen parte de la resolución de dejar atrás la contienda bélica y de explorar nuevas posibilidades vitales, pero también están acompañadas de ofrecimientos y prebendas, de cobros y pagos, que no están exentos de su articulación con venganzas y retaliaciones y hasta de dobles pertenencias, a la legalidad y a la ilegalidad. (Observatorio de Procesos de Desarme, Desmovilizacion y Reintegración)

			Incluso en el caso del cese de hostilidades con las Farc, aún quedarían actores del conflicto que usan la plataforma de la violencia política. De otro lado, y como es expuesto por un informe de la Escuela de Cultura de Paz (2011), son varias las enseñanzas y los fracasos de los procesos de DDR en Colombia, pero resaltan aquellos derivados de la Ley de Justicia y Paz que tienen que ver con la violación del cese de hostilidades, la presencia de datos irregulares en cuanto a los combatientes desmovilizados, la modificación y exageración del número de combatientes, la excesiva duración de la desmovilización por etapas y, por último, la formación de nuevos grupos paramilitares y bandas criminales. Está visto que es necesario entender y aprender de los fracasos de los procesos de DDR ya existentes, especialmente cuando la mayoría de los errores son del contexto, la formulación y la planeación de las herramientas (Escola de Cultura de Pau, 2011).

			Por tal motivo, analizaremos algunas características de las bacrim como el principal resultado de los escollos de los procesos de DDR en nuestro país, de cara a un eventual proceso de ese tipo con los acuerdos de paz negociados en La Habana con la guerrilla de las Farc. 

			Las bandas criminales emergentes (bacrim): un fracaso de los procesos desarme, desmovilización y reintegración

			Las bacrim se han venido catalogando como una nueva forma de manifestación del paramilitarismo, con estructuras, modus operandi y características propias, que las condicionan dependiendo, por ejemplo, del lugar donde se originan, pero que, en resumidas cuentas, conservan la estructura del sistema paramilitar de las AUC.

			Los sectores sociales, académicos, políticos y económicos se dividen en opiniones a favor y en contra de esta tesis, otros más moderados en sus consideraciones toman un partido más centrado. El objeto de este apartado es descubrir cuáles son las particularidades de las bacrim y cuál es su situación dentro del crimen organizado en Colombia, así como su nexo con el proceso de DDR adelantado respecto de las AUC. 

			El surgimiento de las bacrim tiene lugar presumiblemente con el fin del proceso de desmovilización paramilitar, aunque aquí es donde se genera la polémica, al tratar de determinar si las bacrim son la misma organización paramilitar de las AUC, o si, por el contrario, son una nueva modalidad de violencia organizada en las urbes, donde se identificó su presencia, primeramente.

			A la par con el fin del proceso de desmovilización de los grupos paramilitares en Colombia, en 2006 las autoridades iniciaron el monitoreo de las acciones de grupos que eran considerados o bien reductos de los grupos desmovilizados, o estructuras armadas que nunca se desmovilizaron dentro del proceso que se adelantó con las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), o grupos de desmovilizados que se habían rearmado como nuevos grupos, aprovechando el vacío de poder dejado por los paramilitares en las regiones donde tenían presencia. (Prieto, 2013, p. 2)

			Ahora, como ya se indicaba, hay sectores que consideran que nada tiene que ver con las desaparecidas AUC, puesto que no es un móvil político lo que, como organización, motiva a las bacrim.

			Si se busca establecer un punto de quiebre en la dinámica reciente de las denominadas bacrim, definidas oficialmente por la policía como “estructuras de crimen organizado, especializadas en narcotráfico, [que] poseen niveles de hostilidad, vinculados a rentas ilícitas y con alcance nacional y trasnacional [pero] carecen de ideología política y contrainsurgente […] su propósito es el control de la cadena productiva del narcotráfico”. (Pérez & Montoya, 2013, p. 20)

			Se debe, por demás, tener en cuenta que incluso el término “autodefensa”, que suele relacionarse con paramilitarismo de manera indiscriminada, no es precisamente lo mismo, ya que para algunos sectores de la academia no son conceptos que se correspondan, por cuanto dicho término, por su carácter ofensivo y sus dinámicas de control y expansión territorial ligadas a intereses económicos particulares, materializados en la prelación de los mercados ilegales y la captura de las rentas locales por medio de violencia, lo asemejan más a organizaciones mafiosas o a ejércitos privados (Trejos, 2016).

			Sin embargo, si se realiza un contraste entre lo que se entiende por “bacrim” y “autodefensas”, a partir de la noción antes anotada, se puede deducir que tienen grandes semejanzas, así como con la definición de paramilitarismo o neoparamilitarismo, como se ha propuesto que se denomine a las bacrim por parte de quienes insisten en la continuidad de los fenómenos. Inclusive, los principales defensores de la distinción entre un fenómeno y otro, que son las fuerzas de seguridad del Estado, no son ajenas a ciertos elementos que demuestran la posibilidad de continuidad. 

			Romero Vidal y Arias Ortiz (2011) señalan cuatro elementos que permiten hablar de este enlace, a pesar de que no exista el componente de lucha ideológica política. El primero es la presencia del narcotráfico y la persistencia de las relaciones estratégicas de las AUC con ciertas estructuras del tráfico de drogas, lo que garantiza su financiación; en segundo lugar, señalan que los actuales jefes de los grupos denominados bacrim proceden de la organización de las AUC, donde eran mandos medios o bajos, y que han capitalizado todas las relaciones e incidencias de ese grupo; el tercer elemento se refiere al nivel de cooptación de las instituciones y las representaciones políticas locales en donde las AUC tenían una presencia importante y que coincidían con los territorios donde las rentas de las actividades ilegales eran más viables y elevadas. El último elemento, pero no menos importante, es la división de intereses entre las élites locales y sus contextos políticos y el contexto político del Gobierno Nacional. Recapitulando, podemos considerar que las bacrim se caracterizan por ser:

			(i) un fenómeno de crimen organizado representado (ii) organizaciones criminales construidas alrededor del narcotráfico y otras fuentes de financiación (legales e ilegales, como la minería, la micro-extorsión o el micro-tráfico), (iii) desligadas teóricamente de las lógicas del conflicto armado en términos jurídicos y militares (no aplicación del Derecho Internacional Humanitario), (iv) de bajo perfil, urbanas, con estructuras en su mayoría no militares pero con capacidad para administrar territorios y ejercer amplio control social en lo local, (v) con capacidad para realizar alianzas transitorias con grupos guerrilleros en el nivel nacional y con carteles y redes criminales a nivel internacional, (vi) infiltrar instituciones y corromper miembros de fuerza pública y funcionarios públicos, y (vii) responsables de un número significativo de masacres, homicidios, desplazamientos forzados, extorsiones y hechos de reclutamiento forzado de menores, entre otros hechos delictivos. (Prieto, 2014, p. 13) 

			Así como afirma Massé y Camargo (2012), resulta totalmente evidente la conexión entre uno y otro fenómeno, además de resultar claro que la conformación de estos grupos de crimen organizado tiene gestación en los reductos de la desmovilización de las AUC por el tipo de herencia del cual hacen gala. Antes se mencionaron algunos de esos legados, pero también puede señalarse que: 

			Las continuidades son obvias. La herencia paramilitar de las Bacrim” ha sido bien estudiada: estructuras, modus operandi, ubicación geográfica, uso de las mismas rutas de narcotráfico, prolongación de sus actividades por parte de familiares, segundos y terceros mandos que no se desmovilizaron y/o de otros que se desmovilizaron y posteriormente se re-movilizaron. No todo es idéntico, pero la filiación de esas estructuras con los grupos anteriores, a la vez que era clara y reconocida, no generaba mucha polémica.

			Claro está, según este autor, las bacrim sí han perdido su esencia paramilitar debido a que los cabecillas y altos mandos que antes integraban esas organizaciones fueron capturados o dados de baja, los integrantes de las bacrim son nuevos miembros, y en ese sentido ha cambiado la naturaleza de dichas organizaciones, así, ya no son grupos contrainsurgentes, segundo, en esencia ya no son grupos paramilitares, y finalmente ya no se relacionan con la fuerza pública de la manera en que lo hacían los grupos paramilitares, es decir, ya no establecen las mismas relaciones con políticos y actores económicos. A pesar de tales consideraciones, la evolución reciente ha demostrado que solo se ha perdido la conexidad en aspectos ideológicos pero que las estructuras y su organización, incluso en algunos mandos medios o bajos, se ha mantenido; por tanto, aunque ya no comparten intereses con la fuerza pública, que en buena medida era lo que les daba el rótulo de paramilitar, siguen actuando como ejércitos privados al servicio del tráfico de drogas entre otras actividades ilícitas que les resulten rentables y con el esquema tradicional que funcionaron los grupos paramilitares en el país. 

			Inicialmente este desprendimiento de la dinámica del conflicto (que implica la sustracción de los supuestos del derecho internacional humanitario, DIH) mostraba a las bacrim más vulnerables a las fuerzas de seguridad del Estado, sin embargo la dinámica de estas en las urbes se ha caracterizado por ejercer actividades como extorsiones a negocios y residencias, asesinatos selectivos, desalojos forzados, amenazas de muerte, distribución de panfletos, acciones dirigidas a aterrorizar, desplazamiento intraurbano, masacres, disputas por control territorial, principalmente en ciudades como Barranquilla, Medellín, Cúcuta, Cali, Buenaventura y Bogotá, entre otras (Pérez & Montoya, 2013), convirtiéndose en un creciente desafío de seguridad con mayor visibilidad por desarrollarse en buena medida en las ciudades. 

			Según datos de la Policía Nacional, en Colombia hay presencia de: 

			Bandas criminales en once departamentos: Chocó, Córdoba, Antioquia, Vichada, Meta, Guaviare, Cesar, Valle del Cauca, Nariño, Norte de Santander y Santander. Según esta fuente, las bandas criminales estarían distribuidas en cuatro estructuras que mantienen constante presencia y control, a saber, Urabeños, Rastrojos y dos bandas disidentes del Erpac: Bloque Meta y Libertadores del Vichada. En total estas cuatro bacrim sumarían cerca de 2.900 integrantes de los cuales 1.023 habrían sido capturados durante el período 2012-2013. (Pérez & Montoya, 2013, p. 28)

			Sin embargo, esta información no alcanza a estimar, por ejemplo, la presencia e influencia de estas bandas en otras zonas del caribe colombiano donde las AUC tenían una presencia significativa. 

			Del análisis de estos datos es claro que las bacrim son un actor importante en la configuración de la seguridad regional y que su accionar tiene grandes impactos en el desarrollo de las relaciones económicas, políticas y sociales de las distintas regiones del país, pues su influencia se rescata en todo el territorio nacional. El narcotráfico es la principal actividad delictiva desarrollada por estas organizaciones y aunque su presencia suele resaltarse en el contexto de la ciudad no se puede negar que en el ámbito rural también se encuentra representada en la suerte de la población. 

			Aunque se evidencian los esfuerzos estatales, la proliferación de las actividades delictivas sigue en aumento, en especial en aquellas zonas en donde había una importante presencia paramilitar, pues existe una herencia paramilitar innegable en la naturaleza de estas organizaciones. Por lo tanto, las estrategias correctivas del Estado en materia de seguridad deben apuntar por atacar la actividad del narcotráfico, de donde surge el principal financiamiento de las bacrim, con el fin de que la seguridad de las regiones fuertemente influenciadas mejore. 

			Ahora, ¿cómo podemos explicar que esa herencia y relación entre bacrim y las extintas AUC se deriva de una mala experiencia o irregularidades en el proceso de DDR? A continuación, aportaremos algunos argumentos dirigidos a mostrar que las características esenciales de estos grupos, y su relación con las AUC, tienen conexión con ciertas carencias de lo que significó la LJP como evento de DDR. 

			Como balance del proceso de DDR de las AUC, el Centro Nacional de Memoria Histórica (2015) elaboró un informe titulado Desmovilización y reintegración paramilitar. Panorama posacuerdos con las AUC, en el cual recuperó las enseñanzas que dejaba ese proceso en particular después de diez años de acontecido. En él se analizan de manera precisa y detallada la relación entre los procesos de DDR, en especial el de las AUC, y sus aportes a la construcción de paz, así como sus consecuencias menos positivas, abordando el fenómeno de las bacrim. Cabe destacar de dicho informe la reseña de las fallas más importantes en el proceso de DDR de las AUC que, según uno de sus autores (Verdad y Abierta, 2015), consisten en: 

			La ausencia de la transparencia entre las partes, pues por un lado las AUC incrementaron de forma ficticia el número de combatientes y de otro lado porque el Gobierno no tenía una ruta ni una política pública clara en relación con los futuros excombatientes.

			Las desmovilizaciones se efectuaron en un tiempo extremadamente amplio, generando incertidumbre y permitiendo que algunas estructuras no desmovilizadas se desplazaran a regiones donde ya había operado la desmovilización, un mal manejo de las armas de fuego entre los grupos y la incursión en hechos de victimización durante el proceso. Este último aspecto resulta particularmente grave, pues se señala que: “Al respecto, el informe cita cifras de la Comisión Colombiana de Juristas, que indican que 4.820 personas fueron asesinadas o desaparecidas por grupos de autodefensas durante el proceso de negociación y desmovilización, pese a que estuvo condicionado a un cese de hostilidades”. (Verdad Abierta, 2015, parr. 7)

			Otro de los errores de gran peso fue la deficiencia en las medidas de atención para las víctimas y las comunidades donde actuaron los paramilitares frente a las ventajas negociadas para los excombatientes. El problema no reside tanto en la concesión de beneficios para los desmovilizados como en la asimetría frente a las medidas para satisfacer a las víctimas, quienes desde 2006 hasta 2011, año de expedición de la Ley de Víctimas, no contaron con medidas eficientes para su atención. 

			Tampoco se evitó el rearme, en parte por los errores enunciados en precedencia, con lo que no solo se siguió afectando la tranquilidad de la población civil y la ocurrencia de nuevos hechos victimizantes, sino también el riesgo para los excombatientes que pretendían reintegrarse y que terminaron siendo ultimados o desaparecidos. Esto no solo contribuyó enormemente a que se desincentivara la desmovilización (que, recordemos, se produjo de manera progresiva y no simultánea y en un periodo de tiempo amplio), sino que impactó negativamente en el porcentaje de reincidencia en las actividades ilegales. 

			Las anteriores consideraciones, contrastadas con las percepciones sobre el origen de las bacrim y sus características, nos ofrecen mayor claridad sobre la incidencia de los errores en el proceso de DDR sobre el rearme y la constitución grupos posdesmovilización. La naturaleza de los problemas presentados tienen que ver con el manejo de las armas, la concentración de los combatientes y la organización, logística y tiempo de las desmovilizaciones; aún más allá del momento de la desmovilización y el desarme, el proceso con las AUC adoleció también de estrategias que llevaran de la reinserción a la reintegración, no obstante este problema normalmente se invisibiliza en tanto las otras dificultades son las que en mayor medida facilitaron la formación de las bacrim, pero tanto unas como otras son esenciales para la sostenibilidad de los proyectos de DDR. 

			Finalmente, un último inconveniente que también fue determinante para las condiciones actuales reside en las relaciones de las AUC con el narcotráfico y su inclusión soterrada en el proceso. En tanto las negociaciones se efectuaron sin transparencia y así se mantuvo el proceso, se presentó como un espacio que algunos jefes narcotraficantes pretendían utilizar para evadir la justicia; esta interacción facilitó que los combatientes no desmovilizados, reemplazados por falsos combatientes, con armas no recolectadas, tuvieran acceso al manejo del negocio de la droga, poder en ese contexto y logística para emprender el negocio sin ningún vínculo con la lucha contrainsurgente: en pocas palabras, la descripción del surgimiento de las bacrim: 

			En la negociación con las AUC casi no existió claridad sobre las estructuras que realmente existían y se produjeron creaciones, recomposiciones, confrontaciones armadas entre las estructuras, negociaciones de poder e incluso las llamadas “venta de franquicias” que se atribuye a narcotraficantes que ingresaron en calidad de jefes y voceros en el curso de la negociación con el gobierno. No existió realmente un período de concentración previa sino la llegada pocos días previos al acto de desarme y desmovilización. Incluso, aunque formalmente se preveían al menos tres semanas de concentración de los efectivos, con frecuencia no sucedió así. Esta situación sumada a las desmovilizaciones progresivas facilitó la duplicación de los efectivos reales, acompañada de los hechos denunciados de vinculaciones irregulares. (Verdad Abierta, 2015, parr. 11)

			Habiendo analizado lo que puede considerarse una de las principales consecuencias negativas y no deseadas del DDR, se analizaran algunas perspectivas y enseñanzas del DDR en Colombia y el próximo proceso a surtirse con las Farc.

			Perspectivas de un proceso de DDR para el postacuerdo con las Farc. ¿Acecha el fantasma de las bacrim?

			El presente acápite constituye una lectura conjunta de las posiciones planteadas hasta el momento en relación con proyecciones políticas sobre la implementación de los acuerdos de La Habana que buscan un cese de actividades hostiles con la guerrilla de las Farc y los posibles riesgos para un proceso de DDR, teniendo presente la lectura de las disposiciones establecidas en el Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera y las experiencias que en términos de DDR se han presentado en Colombia. 

			Como en casi todo, Colombia ha presentado un contexto único de convivencia entre programas y procesos de DDR y el conflicto del cual pretenden desligarse, lo que no ha permitido que la transición que se espera ocurra en esos espacios sea efectiva. Esa coexistencia no en todos los casos ha pretendido la construcción de paz o el cese del conflicto, de hecho en el caso de los programas permanentes de desmovilización se utilizó como herramienta estratégica para obtener información del enemigo a cambio de las garantías de la reinserción, sin que contara mucho el deseo de regresar a la vida civil; esta forma de ver el proceso de DDR produjo incontables daños en el imaginario colectivo, pues durante años se mantuvieron programas de indulto individual con condicionantes relativos a la colaboración con la fuerza pública y la ventaja estratégica en la guerra, lo que naturalmente no permite enfocarse en la paz y la reintegración (CNMH, 2015). 

			Las experiencias también indican que es necesario cada vez más pensar en estrategias para acercar a los excombatientes a la vida civil y que ello es importante para el éxito de los procesos; en el mismo sentido es preciso que se brinden las suficientes garantías y protección estatal, pues ya aconteció (caso M-19 y EPL, inclusive con algunos colaboradores de las AUC) que este abandono combinado con el conflicto que persistía llevó a la intolerancia y la violencia sociopolítica, con el penoso resultado de una cuantiosa cifra de homicidios y desapariciones que negaron la esencia de la reintegración, en especial en entornos rurales, donde el conflicto fue más crudo. Los eventos afrontados con el M-19, el EPL y algunas otras fracciones guerrilleras así lo demuestran, y muestran además que no todas las enseñanzas de la experiencia anterior son malas, pues de lo logrado con esos grupos pueden sacarse en limpio, como avances, los impactos de transformación política que dejaron los procesos de DDR, que tienen con la Asamblea Nacional Constituyente su máximo esplendor. 

			Aterrizando a nuestro debate específico, la primera aproximación se hará desde el informe elaborado por la fundación Insight Crime (2016), que es una fundación dedicada al estudio del crimen organizado en la región a partir de hechos noticiosos de impacto. Desde el documento titulado Farc: paz y posible criminalización, es posible extraer algunos de los rasgos del contexto y posibles riesgos más importantes para el caso de las Farc: en un primer momento, la preocupación más importante proviene de una posible fragmentación de la estructura de ese grupo armado, bien sea que haya ocurrido antes de la firma de los acuerdos o de forma posterior. Es bien sabido que una organización armada tan grande como esta puede enfrentar problemas de unidad, especialmente cuando su distribución geográfica en el país ya es un factor de desunión importante; no obstante, se evidencia que con los ceses al fuego bilaterales la mayoría de los frentes se acoge a las decisiones de su secretariado (representantes de su Estado Mayor). La fragmentación posterior a los acuerdos es también improbable, dado que lo dispuesto en el acuerdo es la concentración de las fuerzas en espacios diseñados para ello, lo que es estratégicamente importante para la guerrilla misma como para el proceso de DDR.

			No obstante, existen algunos riesgos más importantes según ese informe que deben tenerse en cuenta de manera urgente: el primero de ellos tiene que ver con el narcotráfico y lo atractivo que representa para el combatiente raso, que en muchos casos no posee la formación ideológica suficiente o que pertenece a las filas del grupo por la perpetuación sinsentido que actualmente tiene el mismo. Junto a ello se encuentra la baja de los líderes u objetivos estratégicos, en tanto su ausencia debilita el control y las características del reclutamiento que cada vez más carecerá de jerarquía y estructura, favoreciendo la aparición de nuevos líderes sin filiación ideológica y más cercanos a la criminalidad organizada que se asemeja a las bacrim; como hemos visto, estos riesgos también fueron patentes en el caso de las AUC y en ese momento fueron desatendidos. Como riesgos contextuales, se presentan las reacciones ante la oportunidad de encausar a las Farc como un partido político que reclame sus exigencias en un plano democrático no violento, pues se han levantado objeciones desde sectores políticos que no evalúan la importancia de la transición para sustraer algunos de los fundamentos ideológicos del grupo armado y que han creado un ambiente de intolerancia frente a la necesidad de que se produzca una reintegración política. 

			En torno a la planeación y formulación de una eventual política de DDR, el documento considera como un problema la gran cantidad de combatientes con los que se está lidiando, lo que implicará esfuerzos del Estado para documentar apropiadamente a esta población y evitar los llamados soldados fantasma5 que se presentaron en el caso de las bacrim. De igual manera, uno de los riesgos más importantes al que alude el informe tiene que ver con lo irregular de los procesos de DDR en Colombia y su vinculación a intereses económicos y asistencialistas, donde no existe tolerancia a la frustración y la mayoría de veces la ineficacia de las ayudas pecuniarias puede conducir a los excombatientes a la escena criminal. 

			Por último, y aunque en menor instancia, este estudio menciona que también debe contarse como riesgo la polarización que la sociedad civil presenta ante la posibilidad de la reintegración de los combatientes de las Farc, lo que genera desconfianza y escepticismo ante la posibilidad de adquirir un estatus cívico por completo. 

			El Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera contiene en diversos apartados el programa dispuesto a seguir para el proceso de DDR (Alto Comisionado para la Paz, 2016). En el punto tercero, o de fin del conflicto, se disponen las definiciones más importantes y las reglas a seguir para el Desarme y la Desmovilización y además se contemplan los programas de reinserción y reintegración de los excombatientes; en los acápites de implementación también se disponen elementos logísticos para la aplicación y ejecución del proceso de DDR, además de contener el documento unos protocolos adicionales, en los cuales consta el cronograma y la proyección de los aspectos administrativos. 

			En materia de desarme y desmovilización se contemplan las líneas generales del Cese al Fuego y de Hostilidades Bilateral y Definitivo y la Dejación de Armas, que consiste en la terminación de las acciones bélicas, las cuales ya han operado de manera previa a la firma del acuerdo, y la movilización hacia los dispositivos de terreno para la concentración de combatientes y entrega de armas, con sus respectivas reglas y medidas de seguridad; también se propone la creación de un Mecanismo de Monitoreo y Verificación compuesto por el Gobierno, las Farc y un componente internacional que presidirá dicho ente. 

			Luego del procedimiento de dejación de armas se tiene prevista la Reincorporación de los combatientes en dos niveles: una reincorporación política y una económica y social, que estará coordinada por el Consejo Nacional de Reincorporación a crearse con la implementación del acuerdo, y que dependerá de un diagnóstico de las necesidades y condiciones de los excombatientes. 

			Si se ponen en perspectiva las experiencias de Colombia en DDR (específicamente la de las AUC) y los riesgos o peligros que la opinión pública percibe del proceso a adelantarse con las Farc, con lo que contiene el nuevo acuerdo debe reconocerse que la ruta para el proceso de DDR y su cronograma es claro y el tiempo que dispone para su ejecución es razonable; uno de los logros que contiene además es que se contempla hacer el proceso de manera simultánea para todos los combatientes y con un mecanismo de verificación que no solo incluye a las partes, sino a un componente internacional, esto ayudaría en gran medida a evitar el desplazamiento de combatientes entre zonas, así como la posibilidad de transgredir el cese al fuego, sin contar con que la disposición de las armas y su recogida se encuentra delegada al componente internacional y según estándares internacionales, además de incluir la participación de las Farc en la tarea de desminado y erradicación de otro tipo de armas y explosivos no convencionales. Asimismo, se ha precisado que los excombatientes serán censados y que ello también será determinante para establecer de qué forma serán reintegrados. Además, es de resaltar la participación de las víctimas en el acuerdo y que tienen un punto propio dentro del documento, además de la participación que tuvieron en la discusión y construcción de este; es necesario recordar que debe propenderse por la asimetría entre los beneficios para uno y otro estamento para evitar frustraciones en la sociedad civil.

			A pesar de los avances significativos en planeación y regulación del DDR, existen riesgos que persisten y no tienen que ver con lo revisado inicialmente, pues el acuerdo ha respondido efectivamente a esos planteamientos. Los riesgos más allá de la presencia de narcotraficantes en el proceso, cubierto por la presencia del Mecanismo de Monitoreo y Verificación, o el temor a que se fragmenten las tropas o se rearmen, tienen que ver con la resistencia generada en la refrendación de los acuerdos por parte de algunos sectores políticos y la incidencia de estos en la sociedad civil; el peligro que ello representa es que la reintegración no es un proceso que solo deba adelantarse de cara a los excombatientes, sino también a nivel comunitario, y si se presenta rechazo o estigmatización, es posible que se presente reincidencia, en tanto se acerca más al individuo a sus antiguas redes relacionadas con la vida de guerra que con los entornos cívicos que pretende. 

			De lo analizado debe destacarse que los posibles riesgos pueden ser tratados oportunamente, pues existen algunas ventajas derivadas de las experiencias anteriores y de la diferencia de contextos y grupos en cuestión: aunque las Farc no son el ultimo actor del conflicto, se han iniciado acercamientos positivos con el otro gran actor antisistémico que es la guerrilla del ELN, lo que favorece el decrecimiento de las acciones bélicas que pudieran resultar espacios de vuelta a las armas; de igual forma, puede concluirse de la formación de las bacrim que es importante la estructura de poder y su cooptación del Estado formulada por los paramilitares, aspecto que no puede predicarse de las FARC pero que se pone en duda al observar que en algunos territorios el narcotráfico fue un espacio de encuentro y alianza para todos estos actores; por último, se tiene que el panorama de las bacrim, su historia, evolución y características, está ligado al control de áreas y estrategias del negocio de la droga, que pueden ser obtenidas en los acuerdos de cese de actividades como parte del proceso de desmovilización y prevenir que tales escenarios se ocupen con grupos criminales emergentes. 

			Conclusiones

			Existen muchos factores de riesgo que permiten decir que es posible que alguno de los combatientes de las Farc, una vez adelantado el proceso de DDR, entre al crimen organizado, a pesar de que el acuerdo responde a muchas de las preocupaciones provenientes especialmente del contexto de surgimiento de las bacrim. Ello se debe a que existen vínculos que unen los intereses de las AUC con los de las Farc como el narcotráfico, especialmente en lo atractivo que resulta para muchos soldados rasos y a la resistencia que existe a la presencia de los excombatientes de las Farc en la vida civil, siendo que el crimen organizado es una forma de seguir viviendo como lo hacían desde hace algún tiempo. De todas formas, la ejecución del proceso de DDR modifica el abordaje sobre el uso de la violencia como herramienta política, lo que produce modificaciones en los escenarios de aplicación del derecho internacional humanitario, pero sobra decir que no es la forma de combatir a estas personas lo que interesa en un contexto de construcción de paz, sino su verdadera reintegración y la capacidad de dialogar desde los valores de la sociedad democrática. 

			Ahora, aunque el narcotráfico es el mayor miedo y riesgo que pueda pensarse, producto del proceso de DDR de las Farc, muchos de los errores que llevaron a la conformación de las bacrim relacionados con este flagelo tuvieron que ver con el tema de planeación en el DDR y respecto de la reintegración de los actores de las AUC a la vida civil; por ello las estrategias de planeación empleadas son tan importantes pero también lo resultan el contexto y las políticas permanentes de paz que involucren a todos los sectores y que además propendan por beneficiar a las víctimas y a los más vulnerables; en ese sentido, debe estarse atento a la revisión y construcción continua del proceso de DDR de los miembros de las FARC, pues no pueden desconocerse las experiencias aprendidas y, por el contrario, se deben tener en cuenta para que el proceso de DDR pueda ser efectivo y acorde a la legalidad. 
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			Resumen

			El objetivo central del proyecto de investigación es analizar las consideraciones de justicia, en las relaciones de trato de los humanos con los animales en la ciudad de Barranquilla con el propósito de implementar estrategias que puedan contribuir en mejorar la calidad de vida de estos seres sintientes. El método utilizado fue el cuantitativo, de tipo descriptivo, utilizando una población constituida por las entidades que cita la Ley 1774 de 2016. La muestra representativa consta de 100 personas. Entre las conclusiones de la investigación se tienen los siguientes aspectos: en el Distrito, solo diecisiete personas estuvieron de acuerdo con la implementación del Coso Distrital, las demás personas manifestaron no estar de acuerdo, consideran sería un atropello contra los animales.

			Palabras clave: ordenamiento jurídico, protección, animales, justicia.

			Abstract

			The main objective of the research project is to analyze the considerations of justice in the relationships between humans and animals in the city of Barranquilla in order to implement strategies that can contribute to improve the quality of life of these sentient beings. The method used was quantitative, descriptive type, using a population constituted by the entities cited in Law 1774 of 2016. The representative sample consists of 100 people. Among the conclusions of the investigation are the following aspects: in the District, only seventeen people agreed with the implementation of the District Coso, the other people said they did not agree, they considered a serious violation of the animals.

			Keywords: law, protection, animals, justice.

			Introducción

			En las calles del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, existen animales abandonados, nómadas con un futuro incierto, al arbitrio del destino que es tirano, así que depende de la sociedad definir la suerte de estos seres vivos. En las calles del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla hay miradas, indiferentes, apáticas, vacías, temerarias y acusadoras, que reposan en el regazo de esos seres que, ya sea abandonados, perdidos o provenientes de las entrañas de la ciudad, tienen un corazón que late, y un sistema metabólico que les permite vivir, sujetos de protección por parte del Estado colombiano, y la sociedad, quienes a su antojo o conveniencia los someten a sus caprichos.

			Cuando la ciudad poco a poco se va poblando de estos animales que no tienen un hogar que los cobije, la Policía Ambiental no cuenta con la colaboración de las diferentes entidades, que por ley les corresponde disponer de los medios o recursos necesarios para atender las necesidades previstas en los términos que la Constitución Política establece, al igual que la Ley 1774 de 2016. 

			Muchos gobernantes han intervenido durante el transcurrir de la creación del Coso Animal desde distintos puntos de vista, pero sin consultar su implementación con los habitantes de la ciudad de Barranquilla, evidenciando la falta de compromiso por parte de los dirigentes, con respecto a la protección hacia los animales y la sostenibilidad ambiental. Es claro que es función del Estado regular la conducta de las personas en la sociedad de acuerdo con las necesidades que vayan surgiendo en la medida que esta avanza; pero no basta con regular, no es suficiente con expedir leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos, que a la larga pueden no ser justos o pertinentes para una sociedad como es la implementación del Coso Distrital, lo cual evidencia atrocidades legalizadas por el derecho positivo y en contra de los animales habitantes de la calle.

			Es el caso del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, se hace realidad una figura planteada inicialmente por el Código Nacional de Tránsito (Ley 769 de 2002), en donde en el artículo 97 se hace referencia a la movilización de animales, en la cual se dispone que no pueden haber animales sueltos en las vías públicas y que deben ser trasladados a un coso municipal o depósito animal; dicha medida nunca se ha llevado a cabo, pero se ha dejado plasmada por diversos alcaldes, desde el año 2007 en cabeza de Guillermo Hoenisberg Bornacelly (2004-2007), alcalde en ese momento, quien expide el Decreto 0117 de 2007; más adelante, en 2009, Alejandro Char Chaljub (2008-2011) expide el Decreto Distrital 0915 de 2009 y posteriormente su predecesora, Elsa Noguera de la Espriella (2012-2015), expide el Decreto 0065 de 2013, donde regula y deroga las disposiciones legales anteriormente señaladas. Actualmente se encuentra en vigencia la Ley 1774 de 2016.

			Surge el interrogante de si es justa o no, más que la implementación, la regulación del Treinta y seis en el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla. Uno de los pensadores que mejor define el concepto de justicia animal es el filósofo Jeremy Bentham quien postuló que los animales, por su capacidad de sentir agonía y sufrimiento, independientemente de que tuviesen la capacidad de diferenciar entre “bien” y “mal” (una capacidad que algunos discapacitados psíquicos no tienen) deben tener unos derechos fundamentales, como el derecho a la vida y a su seguridad, y a estar libres de la tortura y de la esclavitud. 

			Él también dedujo que un perro es más aprehensivo que un recién nacido y que de este modo estaría más cercano al humano adulto que un bebé. Con sus tesis y comparaciones que hacen referencia a los miembros de la propia especie, “los cuales carecen de calidad de personas normales, parece imposible que su vida fuera más válida que la de unos animales” (The First Animal Rights Philosopher, Between the Species 6:122-127, citada por Angus Taylor, en Animals and Ethics). El problema no es la medida del treinta y seis en sí, la dificultad se presenta en la manera como se plasma en el derecho positivo la implementación del treinta y seis, cómo se ejecuta una vez expedida la norma. 

			De toda la legislación del treinta y seis local son preocupantes varios aspectos, como lo planta María Janneth Torres. representante legal de la fundación animal salud (Funansalud)3:

			Suponemos que la administración escogerá los depositarios a los cuales les exigirá medidas mínimas para tener los animales en depósito, estas medidas tendrán que ser pensando en el bienestar de los animales entonces tendremos Cosos Satélites.

			Es probable que la administración pagara la manutención de estos animales a estos depositarios, esperamos que muy puntualmente o veremos animales muriendo literalmente de hambre porque la administración no ha pagado su manutención.

			Es probable que una vez transcurridos los 60 días calendarios por los que ha pagado la administración ya que no pagara un peso más, el depositario adoptara los animales si no los ha podido dar en adopción. Creemos en la buena fe de este depositario, o tendremos que vigilar al depositario para que no sacrifiquen los animales pues les trancan el negocio.

			Existe la posibilidad de realizar la ruleta con los animales y el depositario los vuelve a la calle, pasados los 60 días, los recoge el Coso, lo tiene por 10 días y los vuelve a mandar al depositario.

			Este artículo además estimula a los propietarios a no pagar multas ni costos de parte de los propietarios irresponsables, pues mejor esperan a ver a que depositario fue su mascota y lo toman en adopción nuevamente. 

			La investigación se fundamenta en la teoría de los derechos y para ello se hace referencia a lo que los autores plantean frente a salvaguardar los intereses tienen tanto las personas como los animales. Esta teoría alude a definir cuáles son los diferentes derechos que poseen las personas y los animales, desde el punto de vista moral o a los derechos legales: “Los derechos legales se conciben como derechos con los que los individuos nacen y que tienen con independencia de si tienen o no derechos legales para protegerlos” (Franklin, 2005). Algunos teóricos, incluso en las teorías del derecho, no creen que exista algo como derechos morales, pero defienden los derechos legales para los animales como una manera de proteger sus intereses. 

			En la actualidad, existen diferentes teorías sobre los derechos morales y cada una presenta su propio punto de visita según las interpretaciones que han realizado. De acuerdo con los postulados de Immanuel Kant, se debería actuar solamente de la forma como se quiera y asumirla como una ley universal. En otras palabras, solamente hay el derecho de hacer algo si quisiéramos que todos los demás lo hicieran también. Kant (1997) pensaba que esto “implica tratar a todos los humanos como fines en sí mismos, más que como meros medios para un fin” (p.126).

			En la actualidad, teóricos como Christine Korsgaard (2005) y Julian Franklin (2005) proponen la posición esbozada por Kant, pero no están de acuerdo con las conclusiones que estas han realizado y piensan que se debería aplicarse solamente a los hombres. Estos teóricos argumentan que los animales tienen sentimientos, de manera que no solamente los humanos deberían ser considerados como fines en sí mismos, sino todos los animales sintientes.

			Tom Regan (2004) defiende los derechos morales de los animales no humanos. Él considera que se tiene la obligación moral a rechazar cualquier teoría que niegue los deberes directos hacia los animales, o que afirme que solamente los humanos tienen valor inherente. Regan usa el criterio del “sujeto de una vida”. Según él, cualquiera que sea “sujeto de una vida” tiene valor inherente. Esto incluye no solamente a los humanos, sino a los animales.

			Otro teórico que ha defendido los derechos para los animales es Gary Francione (2000), quien alega que los animales poseen derechos legales y derechos morales, que consisten en el derecho básico de no ser usados como recursos por otros y porque son sintientes.

			Como objetivo general se argumenta sobre la necesidad de analizar las consideraciones de justicia, en las relaciones de trato de las personas con los animales en la ciudad de Barranquilla. Como objetivo específico se plantea la necesidad de revisar dentro del ordenamiento jurídico colombiano los aspectos relacionados con la protección hacia los animales; establecer las funciones que en la práctica cumplen la Policía Nacional y las autoridades policivas competentes de acuerdo con lo planteado por la Ley 1774 de 2016 y, por último, discernir sobre la eficacia de la Ley 1774 de 2016.

			Como justificación se plantean las implicaciones jurídicas que se generan a partir del maltrato animal ocasionadas por las circunstancias desventajosas de estos. Es importante que se tenga el conocimiento por parte de los estudiosos del derecho teniendo en cuenta que el fin del derecho es buscar la justicia. Son pocas las personas que se interesan por el buen cuidado y salud de los animales, por tal motivo al presentar este proyecto ante la comunidad académica se busca concientizarla y mostrarle cómo para la sociedad es importante reclamar y velar por los derechos de todos, y más de los animales que no tienen voz para comunicarse, de ahí el significado e interés que se emana de las disposiciones jurídicas. En esta dinámica se encuentra esta investigación que, en términos generales, se orienta por determinar cómo la justicia y la sociedad garantizan la vida, el buen trato a los animales afectados con el fin de luchar en hacer valer los derechos de estos como seres vivos que son.

			La metodología utilizada en este estudio se enmarca en las investigaciones con enfoque analítico-descriptivo, cualitativo y cuantitativo, básicamente en las que se inscriben en el ámbito del paradigma histórico/hermenéutico, cuya finalidad es comprender e interpretar. 

			El tipo de investigación definido es de naturaleza cualitativa y cuantitativa, por ello se utilizarán técnicas como el análisis de texto, la entrevista, la encuesta, la observación y los cuadros estadísticos. 

			El proceso se orientará por la inclusión del enfoque mixto (cualitativo y cuantitativo) retomando los postulados de la teoría crítica a través de una revisión minuciosa de sus términos, valiéndose de las estrategias adecuadas para la recolección, sistematización y análisis de la información obtenida mediante las siguientes técnicas: 1) recolección y análisis de información relacionada con los planteamientos teóricos de los temas anteriormente referenciados y que fundamentas esta investigación; 2) observación directa a los actores de la policía ambiental, con el consentimiento autorizado para los fines investigativos; 3) selección de los grupos focales (muestra representativa) que serán sujetos de entrevistas, pertenecientes a la sociedad civil y autoridades administrativas descritas en la Ley 1774 de 2016.

			El procedimiento que se realizará para la recolección de la información tanto de fuente primaria como secundaria es el siguiente: la información de fuente secundaria consignada en los textos y documentos legales (constitución, leyes, decretos) en los cuales se trata cada uno de los aspectos referidos a la protección de los animales, el maltrato y las teorías que desde una concepción crítico-social han sido expuestas y que son el fundamento y la esencia de la filosofía de normas jurídicas.

			La información que se recolectará de fuente primaria y que responde a observaciones y entrevistas sigue los siguientes pasos: sistematización y análisis de la información para vincularla a la redacción de los informes (avance y final) junto con la información de fuente secundaria. El proceso se orientará por la inclusión del método cualitativo, con un enfoque mixto que retoma los postulados de la teoría crítica, valiéndose de las estrategias adecuadas para la recolección, sistematización y análisis de la información obtenida mediante la recolección de información de fuente secundaria, la cual alude a teorías y planteamientos teóricos consignados en los documentos que hacen referencia a cada uno de los temas propuestos.

			Como conclusiones parciales se tiene que luego de hacerle un breve resumen a la comunidad acerca de la figura del Coso Animal, de los cien encuestados solo diecisiete estuvieron de acuerdo con la implementación del Coso Animal, las demás personas manifestaron no estar de acuerdo debido a que consideran que sería un atropello en contra de los animales y sería un trato indigno para ellos. Por lo que la mayoría sugirió alternativas distintas a la problemática, como por ejemplo realizar campañas de esterilización y/o darlos en adopción.

			La Constitución ecológica

			De diversas sentencias expedidas por la Corte Constitucional se extrae que la Constitución puede dividirse en cuatro tipos: (1) la económica. Propiedad, trabajo, empresa, diversidad; 2) la social (Derechos Económicos Sociales y Culturales); 3) la ecológica. Protección de reservas naturales y al medio ambiente; y 4) la Constitución cultural (Sentencia T-411 de 1992. M. P. Alejandro Martínez Caballero).

			De conformidad con la Sentencia T-411 de 1992, las disposiciones constitucionales que conforman la llamada Constitución ecológica son: el Preámbulo, 2o, 8o, 11, 44, 49, 58, 66, 67, 78, 79, 80, 81, 82, 95-8, 215, 226, 268-7, 277-4, 282-5, 289, 300-2, 301, 310, 313-9, 317 y 294, 330-5, 331, 332, 333, 334, 339, 340 y 366. De todos esos artículos, se puede extraer el deber de cuidar la ecología y la de salvaguardar el medio ambiente. Específicamente del artículo 79 de la Constitución Política, se señala que el Estado tiene el deber de “proteger la diversidad e integridad del ambiente”. El artículo 8 de la Constitución Política consagra “la obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y naturales de la nación”. El artículo 95 numeral 8, de la Constitución Política “Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano”. 

			Instrumentos internacionales ratificados por Colombia

			El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales aprobado mediante la Ley 74 de 1968; la Declaración de Estocolmo de 1972; la Declaración de Río de 1992; la Resolución 45 de 1994 de la Asamblea General de las Naciones Unidas; el Convenio sobre la Diversidad Biológica aprobado mediante la Ley 165 de 1994 y el Convenio de Ramsar aprobado por la Ley 357 del 21 de 1997 hacen referencia sobre la necesidad de asegurar un medio ambiente sano para el bienestar de las personas. Se consagró la existencia de un vínculo inescindible entre la realización mundial de la dignidad humana y un medio ambiente de calidad. 

			También se encuentran instrumentos internacionales, no vinculantes, como la Declaración Universal de los Derechos de los Animales, celebrada en Londres del 21 al 23 de septiembre de 1977. En síntesis, la Corte ha precisado que la Constitución ecológica tiene una triple dimensión: 

			Por un lado, el deber de protección al medio ambiente es un principio que irradia todo el orden jurídico, siendo obligación del Estado, proteger las riquezas naturales de la Nación. De otro lado, existe un derecho de todos los individuos a gozar de un medio ambiente sano, el cual es exigible por medio de diferentes acciones judiciales —civiles, penales, populares. A su vez, existen un conjunto de obligaciones impuestas a autoridades y particulares para el resguardo del medio ambiente, derivadas de disposiciones de la constitución ecológica. (Sentencia T-760 de 2007. M. P. Clara Inés Vargas)

			Esto da a entender que en la Constitución Política de Colombia consagra la llamada constitución ecológica, la cual tiene un mandato constitucional de protección animal.

			El bienestar animal

			Del concepto de medio ambiente, del deber de protección de la diversidad de flora y fauna y su integridad, de la protección a los recursos y del valor de la dignidad humana como el fundamento de las relaciones entre los seres humanos y estos con la naturaleza y los seres sintientes, se puede extraer un deber constitucional de protección del bienestar animal que encuentra su fundamento igualmente en el principio de la solidaridad que se encuentran en los siguientes artículos 1, art. 25, art. 58, art. 333, art. 95-9, art. 49, art. 95-1, -2, arts. 8 y arts. 80 y 95-8, establecido en la Constitución Política de acuerdo con la Sentencia T-125 de 1994. M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz. De acuerdo con lo anterior, existe un deber constitucional previsto en la denominada Constitución ecológica de garantizar la integralidad de los animales como seres sintientes. Ahora bien, dicho deber no es absoluto y admite excepciones.

			En el derecho comparado se puede evidenciar diferentes formas de protección del bienestar animal. Tal es el caso de países como Alemania y Suiza, que prevén dentro de sus cláusulas constitucionales derechos de los animales, preservando los fundamentos naturales de la vida y de los animales y otorgando la responsabilidad de su resguardo al Estado a través de las diferentes ramas públicas. En la Constitución de Ecuador se protege la naturaleza integralmente, debiendo respetar sus ciclos vitales de existencia, mantenimiento, estructura y regeneración; dándole la facultad a cualquier persona o comunidad de exigir el cumplimiento de los derechos de la naturaleza. En el mismo sentido, la Constitución de Bolivia permite que a título individual o en representación de una colectividad se puedan ejercer acciones legales para la defensa del derecho al medio ambiente sin perjuicio de la obligación de las instituciones públicas de actuar de oficio frente a los atentados contra el medio ambiente. 

			Por su parte, la jurisprudencia constitucional desde sus inicios ha consagrado la importancia de la protección al medio ambiente y con ello al bienestar animal, en el ordenamiento constitucional desde sus inicios (Sentencia T-411 de 1992).

			Así las cosas, la Corte extrae la noción del bienestar animal que comporta un límite y una obligación de los seres humanos de actuar con respeto a los animales por tratarse de seres sintientes que forman parte del contexto en que se desarrolla la vida de los seres humanos. Ahora bien, consideró la Sala Plena que la protección a los animales se concreta a partir de dos perspectivas: 

			[…] la de fauna protegida en virtud del mantenimiento de la biodiversidad y el equilibrio natural de las especies; y la de fauna a la cual se debe proteger del padecimiento, maltrato y crueldad sin justificación legítima, protección esta última que refleja un contenido de moral política y conciencia de la responsabilidad que deben tener los seres humanos respecto de los otros seres sintientes. (Sentencia C-666 de 2010)

			Por tanto, un deber de rango constitucional para el Estado comporta obligaciones concretas de las diferentes ramas públicas de restringir el apoyo, el patrocinio o participación positiva en actos que impliquen el maltrato animal, tampoco podrá asumir un papel neutro en el desarrollo de la protección que corresponde otorgarse a los animales. Asimismo, teniendo como fundamento a la dignidad humana, la protección animal impone cargas de respeto de los seres humanos con los seres sintientes. A pesar de la existencia del deber de protección al bienestar animal, la Corte avaló unos límites legítimos, entre los cuales se encuentran: (i) la libertad religiosa, (ii) los hábitos alimenticios de los seres humanos, (iii) la investigación y experimentación médica y, (iv) la cultura. En cuyo caso, el operador jurídico deberá armonizar en concreto, cuando haya tensión entre el bienestar animal y los límites al deber de protección (Sentencia C-666 de 2010). 

			Por lo tanto, del interés superior de protección del medio ambiente y a la fauna surge un deber de resguardo de los animales contra el padecimiento, el maltrato y la crueldad. De la relación entre la naturaleza y los seres humanos se puede inferir el estatus moral de la vida animal y dotar de la capacidad de sufrimiento a los mismos, por ello se entiende que son seres sintientes que conllevan una serie de obligaciones para los seres humanos, de cuidado y protección (Sentencia C-283 de 2014). 

			Leyes

			La Ley 84 de 1989, denominada Estatuto Nacional de Protección Animal, tiene por propósito impedir el maltrato animal y que estos puedan verse afectados por actividades humanas. 

			La Ley 769 de 2002, “Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones”, expone en sus artículos 97 y 98: 

			Artículo 97. Movilización de animales. No deben dejarse animales sueltos en las vías públicas, o con libre acceso a éstas. Las autoridades tomarán las medidas necesarias para despejar las vías de animales abandonados, que serán conducidos al coso o se entregarán a asociaciones sin ánimo de lucro encargado de su cuidado.

			Se crearán los cosos o depósitos animales, en cada uno de los municipios del país, y, en el caso del distrito capital de Bogotá, uno en cada una de sus localidades.

			Parágrafo 1o. El coso o depósito de animales será un inmueble dotado con los requisitos necesarios para el alojamiento adecuado de los animales que en él se mantengan. Este inmueble comprenderá una parte especializada en especies menores, otra para especies mayores y otra para fauna silvestre, esta última supervisada por la entidad administrativa del recurso.

			Parágrafo 2o. Este inmueble se construirá según previo concepto técnico de las Juntas Municipales Defensoras de Animal.

			Recientemente se expidió la Ley 1774 de 2016, “por medio de la cual se modifican el Código Civil, la Ley 84 de 1989, el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y se dictan otras disposiciones”. El objeto de esta ley es establecer una “especial protección contra el sufrimiento y el dolor, en especial, el causado directa o indirectamente por los humanos, por lo cual en la presente ley se tipifican como punibles algunas conductas relacionadas con el maltrato a los animales, y se establece un procedimiento sancionatorio de carácter policivo y judicial”, de los animales al tratarse de seres sintientes y no cosas. 

			El artículo 5, con las modificaciones de los incisos 5 y 6, expresa lo siguiente: 

			Los animales enfermos sin posibilidad de recuperación o que sea un factor de riesgo para la salud humana. No serán susceptibles de entregarlos en depósito.

			Para lo cual serán sacrificados en cualquier tiempo, de conformidad con lo estipulado en la ley, previo diagnostico veterinario, refrendado por salud publica distrital. Los animales que según el criterio del médico veterinario deban ser sacrificados, serán trasladados a un lugar apto para realizar dicha labor.

			Al indagar con cien personas de las diferentes localidades que existen en el Distrito de Barranquilla, sobre el conocimiento que tienen sobre el coso animal y cuál sería la solución para evitar la proliferación de animales domésticos en las calles de la ciudad, estas manifestaron lo siguiente:

			- El 100 % de los encuestados manifiesta un desconocimiento total de la existencia del coso animal, y no saben a dónde llevan los animales que deambulan por las calles. Luego de hacerles un breve resumen acerca de las diferentes normas jurídicas y de la implementación del coso animal por parte del Distrito de Barranquilla, del total de los encuestados solo diecisiete personas estuvieron de acuerdo con la implementación del Coso Animal; treinta personas opinaron que debían darse en adopción a los animales; treinta y seis personas dijeron que debía realizarse campañas de esterilización, diez ciudadanos argumentaron que se deberían sacrificar y siete personas están de acuerdo en dejarlos en las calles.

			En general, la mayoría de las personas manifestaron no estar de acuerdo con que se les diera un trato indigno, debido a que consideran que sería un atropello en contra de los animales, por lo que la mayoría sugirió alternativas distintas a la problemática, como por ejemplo realizar campañas de esterilización y/o darlos en adopción, y en el caso en que los animales se encuentren en enfermos sin posibilidad de recuperación se deben sacrificar de manera inmediata. 

			Esta información se puede visualizar en la siguiente figura: 

			Figura 1. Implementación del Coso Animal en el Distrito de Barranquilla
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			Fuente: encuestas aplicadas en el Distrito, Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla enero de 2017.

			Otros resultados

			En esta investigación se hizo la tarea de indagar a cien personas de las diferentes localidades que existen en el Distrito de Barranquilla sobre cuál sería la solución para evitar la proliferación de animales domésticos en las calles del Distrito de Barranquilla. Al respecto, se encontró que existe una total ignorancia de la comunidad encuestada acerca de la existencia del lugar donde se llevan los animales que deambulan por las calles. 

			Luego de hacerles un breve resumen acerca de las diferentes normas jurídicas y de la implementación del coso animal por parte del Distrito de Barranquilla, del total de los encuestados solo diecisiete personas estuvieron de acuerdo con la implementación del Coso Animal; treinta personas opinaron que debían darse en adopción a los animales; treinta y seis personas dijeron que debía realizarse campañas de esterilización; solo diez ciudadanos argumentaron que se deberían sacrificar y siete personas están de acuerdo en dejarlos en las calles.

			En general, la mayoría de las personas manifestaron no estar de acuerdo con que se les diera un trato indigno, debido a que consideran que sería un atropello en contra de los animales, por lo que la mayoría sugirió alternativas distintas a la problemática, como por ejemplo realizar campañas de esterilización y/o darlos en adopción, y en el caso en que los animales se encuentren muy enfermos y sin muchas posibilidaddes curación, sacrificarlos inmediatamente. 
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			Identificación de posibles prácticas mercantiles en el Distrito de Barranquilla: sectores farmacéuticos y mueblerías1
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			Resumen

			Hace una década se gestó un convenio interinstitucional entre la Universidad Libre de Barranquilla y la Cámara de Comercio de la misma ciudad; el objeto de este convenio —ambicioso, por demás— era buscar la certificación de las prácticas mercantiles que se han decantado en los diferentes sectores del comercio, dando lugar a un sensible interés por parte de la academia, el sector productivo y la Cámara de Comercio al seguimiento de diferentes segmentos del comercio a los que se les ha dado la denominación de clúster. Es así que los sectores marítimo, financiero, inmobiliario, informático, automotriz, transportista y textil han rendido sus respectivos productos; empero, una edición más ha estado en la palestra y ha escapado a los intentos de cuantificación propios de este tipo de investigación, a saber: el estudio de los sectores farmacéutico y mueblerías. Precisamente, el tema que abordan estas líneas es ese: las dificultades que han planteado estos sectores.

			Palabras clave: derecho comercial, costumbre, comercio, farmacias, muebles.

			Abstract

			A decade ago an Interinstitutional Agreement between the Free University of Barranquilla and the Chamber of Commerce of the same city was developed; The object of the same - ambitious, by others - seeks the certification of mercantile practices that have been deployed in different sectors of commerce, giving rise to a sensitive interest on the part of academia, the productive sector and the Chamber of Commerce, By the monitoring of different segments of the trade, which have been given the name of ‘clusters’. Thus, the maritime, financial, real estate, computer, automotive, transport and textile sectors have yielded their respective products; However, one more edition, has been in the forefront and has escaped attempts at quantification, typical of this type of research; Namely: the study of the pharmaceutical and furniture sectors. Precisely, the issue addressed by these lines is this: the difficulties that have arisen in these sectors.

			Keywords: commercial law, customs, commerce, pharmacies, furniture. 

			Introducción

			Si fuera tan simple definir la costumbre, únicamente buscaríamos su acepción común para contestar de acuerdo con el diccionario. 

			—Hernán Olano G.

			No es poca la literatura jurídica que se ha escrito en torno a las fuentes del derecho. En efecto, una cantidad sensible de autores ha considerado preciso, al redactar sus textos, que una breve referencia al tema de las fuentes es de obligatoria a fin de encausar sus posteriores explicaciones. Con ese mismo propósito, en Colombia, el profesor Hernán Olano, refiriéndose a la costumbre comercial, dedicó veinticinco páginas a un estudio monográfico titulado ¿Qué es la costumbre? En dicho estudio, Olano García manifestó: 

			En Colombia se ha dispuesto que la costumbre mercantil tendrá la misma autoridad que la ley, siempre y cuando no la contravenga y no exista un contrato o un acuerdo entre las partes que establezca una práctica contraria a la certificada, ya que dicha costumbre, según la Cámara de Comercio de Bogotá, constituye un mecanismo ágil para que una práctica comercial pueda ser certificada como costumbre mercantil. Contribuye a regularizar las prácticas realizadas por los comerciantes evitando conflictos futuros y puede tener la misma autoridad que la ley escrita. (2008, p. 62)

			Con lo dicho anteriormente, resulta más que evidente que, a la luz de la legislación mercantil nacional, las prácticas mercantiles pueden servir de fuente de derecho para la regulación de las relaciones sociales que surgen del comercio.

			Ahora bien, el quid del asunto estriba en el cumplimiento y observación de ciertos requisitos que se encuentran en la ley y que sirven a la postre de directriz para la validez de una práctica aducida en juicio como norma vinculante. En efecto, a la luz de la norma, las prácticas susceptibles de certificación deben gozar de publicidad, uniformidad y reiteratividad (Art. 3 C. de Co.); solo así, y tras sujetarse a esto, empiezan a cumplir con su función reguladora.

			Con todo, este trabajo no pretende ser un tratado de teoría general del derecho, por el contrario, procura presentar un problema teórico que repercute profundamente en la praxis judicial; y de esto resulta un complejo tejido en las relaciones mercantiles, pues los comerciantes tienen una jerarquización normativa en sus relaciones muy diferente al resto de particulares. 

			En este orden, se presentan a consideración de la comunidad académica la función de la costumbre mercantil, la jerarquización normativa en materia comercial y la metodología utilizada.

			Función de la costumbre mercantil

			No son pocos los autores que tienen en alta estima el rol que desempeña la costumbre en las relaciones mercantiles, de suerte que se justifica sobradamente en que se sientan inclinados a escribir al respecto. 

			En primer término, se presentan las definiciones expuestas por la más autorizada doctrina: 

			La costumbre ha sido, como hemos comprobado en el capítulo anterior, un instrumento fundamental en la conformación del derecho mercantil. Los comerciantes, en desarrollo de su actividad, establecieron unas prácticas que entendían obligatorias y aplicables en los posibles conflictos que se generaban entre los miembros del gremio. (Jiménez, 2016, p. 24)

			Por su parte, el profesor javeriano, Ramón Madriñán (2004, p. 47), evocando el sentir de autores extranjeros expone: 

			La costumbre puede definirse como “el uso implantado en una colectividad y considerado por esta como jurídicamente obligatorio”, y su conjunto, el llamado derecho no escrito, no promulgado, tácito o consuetudinario, como “aquel que se ha introducido por medio de la costumbre en la aplicación práctica de las mismas reglas reputadas jurídicamente obligatorias”.

			Con ello, Ramón Madriñán da cita al mexicano Eduardo García (1967) y al chileno Luis Claro, respectivamente.

			Reflexiones en cuanto a la función de la costumbre

			Realizadas las citas conceptuales de rigor, compete entonces a quien escribe la exposición de las funciones que se le atribuyen a la costumbre mercantil. En efecto, en el plano de la conceptualización es difícil llegar a un acuerdo, mas no sucede lo mismo cuando el tema a tratar es su función como fuente del derecho.

			“Las costumbres operan de diversa manera y con distinta eficacia en el derecho comercial” (Pinzón, 1985, p. 106); empero, su utilidad es a las claras una realidad incontrovertible. El derecho no escrito antecede al derecho legislado, no solo se dice esto cronológicamente, sino que también se afirma desde un punto de vista técnico; de hecho, no son pocos los aspectos de la vida social que a ultranza se abren paso en la agenda legislativa nacional y, con el amparo del proceso formativo de la ley, terminan siendo eso precisamente, una ley.

			Con base en lo dicho, se tiene que diferentes autores le confieren las siguientes funciones en las distintas obras, a saber: José Narváez (2008), interpretativa, integradora y supletiva; Jairo Medina (2013), casi al unísono, enseña que su función es interpretar, integrar y normativizar. Cabe mencionar que Hernán García (2008) condensa en su estudio monográfico una enumeración similar.

			Aportando una visión completa y con toda la autoridad de un maestro, José Gabino Pinzón Martínez (1985, p. 107) expone:

			La primera función prevista en la ley para la costumbre es la de determinar el sentido de las palabras o frases técnicas del comercio, e interpretar los actos o convenciones mercantiles, como ha quedado indicado. Se trata, pues, de una función simplemente interpretativa, que resulta útil en un doble sentido: para fijar el alcance o significado de todas esas expresiones que se van generalizando en el mundo de los negocios y que, a falta de definición legal utilizable, han de entenderse como suelen ser entendidas comúnmente en el tráfico mercantil; y para ayudar a indagar la verdadera intención de las partes que no suelen expresarse en forma adecuada al formular las convenciones o contratos. 

			De lo anterior resulta que la función interpretativa de la costumbre le confiere significación o, mejor dicho, le determina un marco específico para el significado de algunos sustantivos de uso corriente en el comercio. No son pocas las ocasiones en que las palabras adquieren una significación especial dentro de las actividades mercantiles que difieren de la acepción que corrientemente se les atribuye; verbigracia, la expresión “mano de pescado” o “la gruesa”.

			Evidentemente, su función como auxiliar de la interpretación es sensiblemente importante. Ahora, el mismo Pinzón Martínez (1985, p. 108) expone, en relación con la segunda función de la costumbre, una cita de Rocco:

			En estos casos, en vez de expresar la ley una disposición concreta, eleva a norma de conducta de obligatoria la práctica general o individual, porque estima difícil señalar a priori lo que requieren ciertas relaciones, y es más sencillo remitirse a aquella sistematización de hecho que en el porvenir indiquen las necesidades mismas de tales funciones. Estos usos son obligatorios con independencia de la voluntad privada, por imponerlo la ley.

			Entonces, resulta claro que, como enseña Rocco citado por Pinzón, en virtud de la ley misma, la costumbre, ante ausencia de norma, es sin duda ley aplicable en un caso concreto. Cabe destacar que la ventana abierta para esta función de la costumbre es la ausencia de norma aplicable; es esta una función que dota de fundamento a la costumbre: le da fundamento concreto.

			Tratándose de la función normativa propiamente, las palabras de Pinzón apenas empezaron a tener aceptación durante la década de los años setenta, tal como se aprecia en el texto de Narváez García de 1971, obra de la que se cita su edición de 2008, reimpresa en 2011. Decía Pinzón en su momento: 

			Esta es, pues, su función más importante, ya que así conserva toda su fecundidad jurídica, esto es, la eficacia creadora de derecho que tuvo en el primitivo derecho comercial. […] Su fuerza deriva entonces de las propias condiciones intrínsecas de la costumbre misma, esto es, de su común aceptación como regla adecuada de conducta comercial. (1985, p. 109)

			Vistas así las funciones que por vía doctrinal se han ido consolidando, resulta necesario referirse a los sectores farmacéuticos y de mueblerías. Como sustento, se podrá decir que si bien es cierto que se han identificado usos, prácticas y funciones de estos sectores, no se han podido determinar con igual claridad, situación que coloca en tela de juicio —a priori— la vocación de ajustarse a los cánones del artículo 3 del Código de Comercio.

			En este orden, y con la idea de presentar avances, es bueno hacer los comentarios pertinentes a la jerarquía normativa que tiende a aplicarse en materia mercantil, pues por sus particularidades se hace necesaria una determinación previa y, en lo posible, de ágil aplicación.

			Jerarquización normativa en materia comercial

			Este es un tema de gran importancia y que no está exento de suscitar discusión. La jerarquía impone al intérprete un marco previo, más no inflexible, para la adecuada solución de los conflictos que se susciten entre comerciantes. Vale tener presente que el profesor Jiménez Valderrama afirma al respecto: “La especialidad del derecho comercial frente al derecho común que justifica el origen del primero ha supuesto la prevalencia de la solución respecto a las tradicionales soluciones brindadas por el derecho civil” (2016, p. 24).

			Y es que con razón se ha dicho que la especificidad del ordenamiento mercantil justifica la gestación, el posterior desarrollo y hasta la mercantilización de algunas normas del derecho civil; tema que se ha denominado también “comercialización del derecho civil” y que se endereza “a la incorporación en su preceptiva de postulados del derecho civil como el abuso de los derechos, el enriquecimiento torticero, la imprevisión, la equidad y otros” (Narváez, 2011, p. 47). Con la idea de justificar la importancia de este tópico, son válidas las palabras del histórico profesor Pinzón Martínez: 

			La diversidad de las reglas aplicables en materia mercantil, entre las que hay unas suministradas por la ley, otras elaboradas por los comerciantes mismos en sus contratos, algunas inferidas de distintas clases de costumbres comerciales y algunas tomadas del derecho común o civil, con la posibilidad de apelar a tratados o convenciones no ratificados y a los principios generales del derecho comercial, no puede menos que producir o crear conflictos que reclamen una jerarquía claramente definida entre todas ellas. (1985, p. 121)

			Y con arreglo a lo dicho por el maestro Pinzón, se entiende que la moderna dogmática mercantil acoge los postulados del estatuto mercantil, que son sintetizados con singular talento por Jiménez V. (2016, p. 27): “La jerarquía normativa establecida en nuestro Código de Comercio [es] arts. 1°, 2°, 3°, 4° y 7°”. 

			De las afirmaciones citadas y comentadas, se tiene: Normas imperativas de la ley comercial, estipulaciones contractuales, normas dispositivas de la ley comercial, costumbres mercantiles, normas de legislación civil y tratados no ratificados según el art. 7° del C. de Co.

			Aunado a lo anterior, se debe entender que tras la jerarquización presentada el intérprete debe acercarse con sigilo, pues debido a la formación empírica del derecho comercial no puede predicarse de lo dicho una verdad absoluta, por el contrario, cada caso impondrá al operador matices muy particulares, de lo que se colige que hay una relativa libertad para acercarse al caso concreto. Con razón ha dicho Madriñán: 

			En cuanto a los principios generales del derecho mercantil, que no son otra cosa que los supuestos filosóficos del mismo, pueden citarse, entre otros: el principio de la autonomía de la voluntad, que es común al género derecho privado, el principio de la libertad de formas contractuales, el principio de la onerosidad de los contratos, el principio de la solidaridad de los deudores, el principio de la profesionalidad del ordenamiento, el principio de su especialidad. (2004, p. 61)

			De todo el paquete de herramientas precitado ha de hacer uso el operador jurídico; es por ello que la certificación de las prácticas mercantiles dota de celeridad y seguridad las disputas en estas materias. 

			Metodología

			Con antelación a la fase ejecutiva de este trabajo, la Cámara de Comercio de Barranquilla plantea qué sectores precisan de atención, partiendo de su propia base de datos en la que se registra la dinámica de los clústers que presentan actividad de interés; con posterioridad a las candidaturas, se presenta un acercamiento preliminar con los renglones productivos que se han decantado. Los rasgos indispensables son: el vacío normativo y las consultas elevadas a la Cámara.

			Ahora bien, tal como señaló Umberto Eco: “Sabido es que, la investigación tiene que decir sobre este objeto cosas que todavía no se han dicho o bien revisar con óptica diferente las cosas que ya han sido dichas” (2001, p. 49); por tanto, es preciso señalar su tipo y método.

			Ahora bien, en la fase ejecutiva se disponen las instalaciones de la Cámara de Comercio de la Ciudad de Barranquilla para realizar un estudio cuantitativo de los sujetos del comercio que están involucrados en los sectores, de su actividad se traza un estudio cualitativo y con ello se obtiene “ciencia factual”; es decir, 

			la investigación aplicada también llamada activa o dinámica que se sirve de la primera en cuanto utiliza los descubrimientos y aportes teóricos de la investigación pura. Esta forma de investigación tiene como objeto confrontar la teoría con la realidad, ir a los problemas concretos, en circunstancias y características concretas. (Clavijo, 2010, p. 73)

			Con estas ideas en mente, y por tratarse del estudio de la teoría general del derecho —referido a sus fuentes—, aunado a que se contrastan con los hechos concretos, esta es sin duda alguna una investigación factual, activa y dinámica.

			En lo que respecta a la técnica utilizada, ya el profesor Clavijo —siguiendo a Víctor Morales— enseña que “el método debe ser visto como la estrategia concreta integral de la investigación, ya que no existe un método único y eterno para crear ciencia, partiendo del hecho de que cada investigación científica es un acto original y creativo” (Clavijo. 2010, p. 74). 

			Lo anterior cobra más fuerza si se tiene presente que los procesos investigativos versan “sobre un objeto reconocible y definido de tal modo que también sea reconocible por los demás” (Eco, 2001, p. 27); precisamente por estar ante un proceso este deber nutrirse de flexibilidad, pues las camisas de fuerzas conllevan un sesgo que le es perjudicial al investigador y a la investigación. 

			Desde luego, atendiéndose al marco anteriormente descrito, se puntualiza que este es un estudio descriptivo, pues expone las singularidades de los fenómenos sociales objeto de análisis tal como se perciben por el investigador; de modo que, en un primer momento, los métodos analítico y deductivo sirvieron de estrategia para desglosar los elementos estructurales de las prácticas mercantiles identificadas y, posteriormente, la inducción hilvanó los resultados para ratificar los patrones generales. En efecto, el estudio integral de un fenómeno aislado —dentro y fuera de su contexto—, permite crear una probable norma social aplicable.

			Breves comentarios a los sectores en comento: farmacéutico y mueblerías

			Es preciso ofrecer al lector una ambientación, así sea breve, de la dinámica en cuestión, toda vez que sean ámbitos del comercio que experimentan sensibles variaciones; no en vano se ha dicho que los procesos de producción en estos sectores de la industria, tienen vida propia, es decir: cada uno constituye por su parte un clúster de servicios (Espinel, 2014).

			Sector farmacéutico

			En un estudio anterior (2014), se precisó que el sector farmacéutico nace en Colombia con la constitución del laboratorio franco-colombiano Lafrancol, en 1911; en efecto, don Bernard Pauly funda un laboratorio fiel a las tradiciones productivas francesas, pero en Colombia, y precisamente en la capital del Atlántico. 

			A la sazón, Francia contaba con numerosas patentes producto de la investigación y desarrollo en ese ramo industrial. Pronto trajo consigo sus tres sobrinos, quienes con denuedo trabajaron e incrementaron las líneas de producción de Lafrancol. 

			Con la partida de Lafrancol S. A. el sector no quedó sin motor, de hecho, varios laboratorios importantes en el mundo establecieron filiales en el país y agencias en Barranquilla para trabajar en la costa atlántica, teniendo a la capital del Atlántico como centro. Es así que, desde la década de los setenta, la inversión privada se incrementó en la industria farmacéutica y nace la productora de cápsulas Procaps S. A., laboratorio farmacéutico de gran valor por su constante inversión en investigación y por ofrecer un portafolios de servicios muy interesante que incluye productos propios y el servicio de maquila a grandes e importantes fábricas multinacionales.

			Sector mueblerías

			Con un sobrepujante repunte desde hace unas décadas, la producción, circulación y distribución de muebles en la ciudad de Barranquilla depende directamente del éxito que condensan en sus manos las empresas Muebles Jamar S. A. y Muebles Pizano; la exclusividad de diseños y precios de Tugó la mantienen por fuera del margen de competitividad, puesto que el segmento del mercado al que apunta esta empresa es muy distinto al de aquellas.

			Dicho de otro modo, Muebles Jamar S. A. y Muebles Pizano S. A. le apuntan a la masificación y Tugó se inclina a la exclusividad, de suerte que, como actores de sensible importancia, se destacan los dos primeros. Por su parte, Muebles Jamar S. A. cuenta con líneas de crédito directas que le han posicionado incluso en Panamá; mientras tanto, Muebles Pizano S. A. le apuesta a la asociación con grandes superficies, primero con Carrefour y en la actualidad con Jumbo y Metro del consorcio empresarial Cencosud.

			Problema jurídico

			La base para enfocar la discusión es, sin duda, el muy importante contrato de compraventa; efectivamente, es este un negocio jurídico sofisticado que, a pesar de no ser el primero cronológicamente, sí es hoy el más importante y frecuente.

			El Código Civil lo define en su artículo 1849, a saber: “La compraventa es un contrato en que una de las partes se obliga a dar una cosa y la otra a pagarla en dinero. Aquélla se dice vender y esta comprar. El dinero que el comprador da por la cosa vendida se llama precio”.

			El Código de Comercio hace lo propio en su artículo 905: 

			La compraventa es un contrato en que una de las partes se obliga a transmitir la propiedad de una cosa y la otra a pagarla en dinero. El dinero que el comprador da por la cosa vendida se llama precio.

			Cuando el precio consista parte en dinero y parte en otra cosa, se entenderá permuta si la cosa vale más que el dinero, y venta en el caso contrario.

			Para los efectos de este artículo se equipararán a dinero los títulos valores de contenido crediticio y los créditos comunes representativos de dinero.

			En la legislación venezolana se ha elaborado una teorización muy similar a la de Colombia; el Código Civil de este último país, en su artículo 1474 dice: “La venta es un negocio por el cual el vendedor se obliga a transferir la propiedad de una cosa y el comprador a pagar el precio”. Por el contrario, en el estatuto mercantil venezolano no se conceptúa la compraventa; en efecto, al legislador le basta la definición civilista y en razón de ello se apresta a enlistar modalidades y fenómenos que se dan con ocasión de este contrato típico.

			En Panamá, cuyo Código de Comercio terrestre rigió en buena parte del siglo XX, el Código Civil reza, en su artículo 1215: “Por el contrato de compra y venta uno de los contratantes se obliga a entregar una cosa determinada y el otro a pagar por ella un precio cierto, en dinero o signo que lo represente”.

			De las normas precitadas se puede colegir que este contrato se caracteriza por ser bilateral; consensual (por excepción solemne cuando versa sobre bienes inmuebles y bienes sujetos a registro); oneroso; principal; nominado; típico; de ejecución instantánea y de libre discusión. 

			Como base de esta deducción encontramos que las posibles prácticas identificadas se tejen alrededor de esta figura negocial, no pudiendo ser de otra manera, pues la compraventa es el instrumento más expedito para procurarse la satisfacción de bienes y servicios; en efecto, por el sector farmacéutico se accede a servicios, mientras que en el sector mueblerías se adquieren bienes; y todo lo anterior es producto de la dinámica de la compraventa.

			Por ser de tan elevada importancia en la vida de los negocios, este contrato ha sido estudiado con frecuencia, de manera que es poco pertinente ahondar en las modalidades en que se puede presentar; no obstante, resultan de interés las posibles prácticas identificadas en cada sector, pues es muy interesante que las prácticas mercantiles en los sectores industriales señalados se dan cita dentro del marco del contrato de compraventa.

			Sector farmacéutico

			Sistema de devoluciones. Sin que exista un pacto expreso, los laboratorios de la ciudad tienen por práctica un sistema de devoluciones para la mercancía que no tiene rotación en estanterías; en efecto, dentro de los tres meses contados desde el despacho la droguería puede, mediante aviso, solicitar un producto nuevo terminado y, con ello, efectuar la devolución de los lotes recibidos antes de la notificación.

			Descuentos por pronto pago. De igual manera, dentro de los contratos —normalmente verbales— se ha podido notar un sistema de descuentos que obedece a la celeridad con que se efectúe el pago por parte de la droguería; este sistema le confiere unos porcentajes de descuento que repercuten en el margen de ingresos que han de percibir los distribuidores. Se pudo constatar que ese beneficio rara vez se traslada al consumidor final.

			Políticas de recambio. Con el ánimo de generar fidelización entre los consumidores, los laboratorios en la ciudad crean en sus instalaciones unos espacios para que usuarios de determinados medicamentos, que se prescriben para tratamientos extensos o indefinidos, puedan adquirirlos a un menor costo y puedan beneficiarse con promociones que le son exclusivas a quienes están inscritos en estos “clubes de la salud”; es más, de manera testimonial se pudo constatar que en estos espacios los consumidores fieles reciben un tratamiento gratis por la compra de una fórmula médica; en términos más sencillos, se trata de un típico “pague dos, lleve tres”.

			Sector mueblerías

			Patrones de medida. Sabido es que la ebanistería es un oficio que se llevó a una etapa industrial y lo que ganó en envergadura lo perdió en maestría. Empero, cabe exponer este uso que tiene visos de práctica y que no deja de causar debate. Las medidas para el comercio de la madera no se corresponden con el sistema métrico decimal, por el contrario, se acoge el sistema de medida inglés: pulgadas y pies. Ante lo anterior, no cabría justificación en lo que respecta a la practicidad, pero parece ser que el quid del asunto no guarda relación con la facilidad de realizar cálculos. 

			En este sentido, los patrones de medida son: ancho, alto y largo. Para las dos primeras referencias se toma como patrón la pulgada y para la última el pie. Ahora bien, si esto es arbitrario, lo interesante es que la pulgada real corresponde a 2,53 cm y la pulgada que se comercializa en el sector de mueblerías en Barranquilla a 2.30 cm.

			El viaje. El viaje o transporte de los muebles adquiridos genera otro punto de discusión, a saber: la expresión “viaje” incluye el montaje y armado del mueble, mientras que en otras fábricas, sobre todo en las que no reportan un sistema de postventa, estiman que esta misma expresión no incluye el montaje y armado del producto adquirido.

			La prueba de la costumbre

			Para el recordado profesor Hernando Devis Echandía existe la necesidad de probar una norma consuetudinaria nacional cuando suple a la ley o la complementa (2006); y añade que esto depende de la política legislativa adoptada en cada país. Por ello, debemos contemplar dos hipótesis: la existencia de una norma legal que exija su prueba o que la haga necesaria, y falta de regulación normativa. Siendo así, el primer presupuesto fáctico es el aplicado en el derecho positivo colombiano, pues la norma consuetudinaria tiene en el derecho comercial efectos iguales a los de la norma legal en los supuestos y bajo las condiciones que se han hecho notar; no obstante, la dificultad radica en la génesis de cada cual, de manera que no se le exige al operador jurídico —juez— conocer las costumbres jurídicas del territorio nacional, pero sí se espera su valoración objetiva cuando es allegada al proceso y aducida como prueba.

			Sin lugar a discusiones estériles, la dogmática jurídica nacional viene aceptando, desde las épocas de Antonio Rocha Alvira, que la costumbre jurídica mercantil sea objeto de prueba; desde luego, la conducta humana, por compleja, impone la necesidad de ser probada. Es más, por tratarse de una costumbre jurídica lo que pretenderá probar será la conducta humana con contenido normativo. Se presenta así la existencia de medios probatorios concretos, a saber: el documento, el testimonio y la certificación.

			Por documento Azula (2003) reconoce todo objeto producto, directo o indirecto, de la voluntad humana y que contiene una declaración o representación de un hecho; con la solidez de un histórico, el profesor Devis (2009) define el testimonio así: se suele denominar testimonio la declaración de terceros, y calificar de confesión la declaración de las partes; y por último, la certificación que es el acto privativo —reducido a documento— de las Cámaras de Comercio mediante el que dan fe de la existencia —en este caso concreto— de una costumbre jurídica. Como advierte acertadamente Azula: “Se infiere, entonces, que existen dos medios probatorios para establecer la costumbre: el documento, siempre que tenga la calidad de auténtico, y el testimonio, constituido por dos declaraciones, que es el mínimo plural exigido” (2003, p. 19).

			Siendo así, el marco normativo dispuesto por el derecho positivo nacional establece un sistema legal que lleva a concordar los Códigos de Comercio y el de Procedimiento Civil. Además, en líneas supra se advirtió de la función de raigambre legal de las Cámaras de Comercio del país, atribución esta consistente en la identificación, ponderación, certificación y posterior recopilación de las prácticas mercantiles, susceptibles de atender a la normatividad vigente y constituir una costumbre jurídica mercantil con fuerza vinculante y valor probatorio.

			Recomendaciones finales

			Tras la evacuación de estas reflexiones, y completados los términos convencionales para su estudio, se pueden dar cita —no a título de corolarios— las siguientes recomendaciones:

			Dadas las dificultades para la identificación de prácticas uniformes, débase reformular el planteamiento del problema.

			Siendo correcto el planteamiento del problema, debe entonces pensarse en la aplicación de instrumentos de recolección más específicos que permitan decantar las prácticas.

			Insistir en la valoración de los sectores estudiados, aun cuando los resultados obtenidos hasta el momento no sean concluyentes. 
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